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      CORTE PENAL INTERNACIONAL E ISRAEL: 
A propósito del reciente anuncio sobre la  apertura de una investigación por acciones cometidas en territorios ocupados palestinos 
    

    
      
    

    
      
    

    
      Nicolas Boeglin

      
       
      Profesor de Derecho Internacional Público, Facultad de Derecho, Universidad de Costa Rica (UCR)
    

    
      
    

    
      
    

    
      El pasado 20 de diciembre del 2019, la Oficina de la Fiscalía de la Corte Penal Internacional (CPI) anunció que, luego de estudiar la demanda presentada en el 2015 por parte de las autoridades palestinas contra Israel debido a exacciones cometidas en diversas partes de su territorio ocupado, ha procedido a iniciar formalmente una investigación.
    

    
      Este anuncio fue considerado por la ONG 
      Amnesty International
       (AI) como un "
      paso histórico
      " (
      véase 
       
      
        comunicado de prensa
      
      ), mientras que en Israel el Primer Ministro y el Ministro de Defensa calificaron a la CPI como antisemita (
      véase 
       
      
        nota
      
        del Jerusalem Post y este  
      
        cable
      
        de la agencia Reuters
      ): ello como parte de las vociferaciones y gesticulaciones iracundas del aparato estatal israelí, que ya no impresionan mayormente.

      
    

    
      Palestina y la CPI: breve puesta en contexto
    

    
      Como bien se recordará, Palestina es parte, como Estado, al Estatuto de Roma (
      instrumento internacional adoptado en 1998 que crea la CPI
      ) desde el mes de enero del 2015: 
      véase  
      
        notificación
      
        del Secretario General de Naciones Unidas, actuando en su calidad de depositario del Estatuto de Roma.
    

    
      Por su parte, Israel se resiste siempre a ser Parte a este tratado internacional (
      véase lista de Estados Partes en este 
       
      
        enlace oficial
      
        de la CPI
      ). Siguiendo el inédito ejemplo de Estados Unidos, Israel procedió incluso, en agosto del 2002, a "
      retirar su firma
      " a dicho instrumento: una verdadera innovación en derecho internacional público, al no haberse nunca pensado que un Estado pudiera retirar una firma a un acuerdo al que no es parte. Se lee en este  
      
        enlace oficial
      
       
       sobre notificaciones recibidas por Naciones Unidas que:
    

    
      
        
Israel does not intend to become a party to the treaty. Accordingly, Israel has no legal obligations arising from its signature on 31 December 2000. Israel requests that its intention not to become a party, as expressed in this letter, be reflected in the depositary’s status lists relating to this treaty (según consta en la Nota 4 situada al final).

      
    

    
      En su nota oficial sobre la aceptación de la jurisdicción de la CPI enviada en enero del 2015 (
      véase
        
      
        documento oficial
      
      ), Palestina solicitó que se extendiera a actos ocurridos desde el 13 de junio del 2014, de manera que la ofensiva israelí en Gaza del 2014 pueda también ser examinada por la CPI. 
    

    
      Con relación a esta última operación militar, un informe de una comisión de investigación creada por el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas, de más de 180 páginas, presentado en junio del 2015, titulada “
      Report of the detailed findings of the independent commission of inquiry established pursuant to Human Rights Council resolution S-21/1
      ” (
      disponible en este
        
      
        enlace
      
      ) confirma las escalofriantes cifras dadas en su momento a conocer sobre el saldo en víctimas mortales de esta operación israelí en el verano del 2014: 3 civiles y 67 militares del lado israelí; y 2,251 muertes palestinas, de las cuales 1,462 correspondiente a civiles, entre las cuales 299 mujeres y 551 niños.
    

    
      En este otro 
      
         enlace oficial
      
       
       de la CPI se pueden revisar los diversos documentos correspondientes a las distintas etapas procesales por las que se ha tramitado la demanda contra Israel presentada decididamente por las autoridades palestinas.
    

    
      Cabe recordar que varios años antes de lograr ser reconocida por la Asamblea General de Naciones Unidas como "
      Estado No miembro Observador
      " (noviembre del 2012), Palestina había reconocido, en enero del 2009, la jurisdicción de la CPI para que esta pueda investigar las diversas exacciones cometidas por Israel contra la población civil palestina a finales del 2008: véase al respecto 
       
      
        artículo
      
        del Profesor Alain Pellet (Francia) titulado "
      The Palestinian Declaration and the Jurisdiction of the International Criminal Court
      ". Este primer intento se frustró, al decidir la Oficina del Fiscal de la CPI en abril del 2012, que no le compete a la CPI ni a su órganos determinar la calidad de Estado, la cual debe ser examinada y resuelta por los órganos competentes de Naciones Unidas: 
      véase 
       
      
        nota
      
       
       de la Oficina del Fiscal de abril del 2012, en la que se puede leer que:
    

    
      However, the current status granted to Palestine by the United Nations General Assembly is that of “observer”, not as a “Non‐member State”. The Office understands that on 23 September 2011, Palestine submitted an application for admission to the United Nations as a Member State in accordance with article 4(2) of the United Nations Charter, but the Security Council has not yet made a recommendation in this regard. While this process has no direct link with the declaration lodged by Palestine, it informs the current legal status of Palestine for the interpretation and application of article 12
      .
    

    
      
    

    
      Desde noviembre del 2012, luego de un acalorado voto, Palestina logró finalmente ser reconocida como "
      Estado No Miembro Observador
      " por la Asamblea General de Naciones Unidas, permitiéndole desde entonces suscribir, en calidad de Estado, una gran cantidad de instrumentos internacionales auspiciados por Naciones Unidas.
    

    
      
    

    
      El anuncio de la Fiscal de la Corte Penal Internacional 
    

    
      En su comunicado oficial del 20 de diciembre del 2019 (reproducido en su integralidad al final de esta misma nota en inglés y en francés), la Fiscal de la CPI precisa que:
    

    
      I am satisfied that there is a reasonable basis to proceed with an investigation into the situation in Palestine, pursuant to article 53(1) of the Statute. In brief, I am satisfied that (i) war crimes have been or are being committed in the West Bank, including East Jerusalem, and the Gaza Strip ("Gaza") (for specifics, see paras. 94-96); (ii) potential cases arising from the situation would be admissible; and (iii) there are no substantial reasons to believe that an investigation would not serve the interests of justice. 
    

    
      
        

      
      Je suis convaincue qu'il existe une base raisonnable justifiant l'ouverture d'une enquête dans la situation en Palestine en application de l'article 53-1 du Statut. En résumé, je suis convaincue : i) que des crimes de guerre ont été commis ou sont en train de l'être en Cisjordanie, notamment à Jérusalem-Est, et dans la bande de Gaza (« Gaza ») (pour plus de détails, voir par. 94-96 de la requête) ; ii) que les affaires susceptibles de résulter de la situation en cause seraient recevables ; et iii) qu'il n'existe aucune raison sérieuse de penser que l'ouverture d'une enquête desservirait les intérêts de la justice.
    

    
      
    

    
      En su solicitud hecha a la primera instancia de la CPI (
      véase 
       
      
        texto completo
      
      ), la Fiscal aduce que:
    

    
      17. Based on the above, and countless resolutions and pronouncements rendered by the international community over the years, the Prosecution considers that the Occupied Palestinian Territory is “the territory [where] the conduct in question occurred” within the terms of article 12(2)(a).23 Accordingly, the Court has jurisdiction over alleged crimes committed in that territory. This determination is made strictly for the purposes of determining the Court’s ability to exercise its jurisdiction and the scope of such jurisdiction, and is without prejudice to any final settlement, including land-swaps, potentially to be agreed upon by Israel and Palestine
    

    
      
    

    
      Una justicia penal internacional amenazante para Israel y para su socio incondicional: Estados Unidos
      
        

      
    

    
      Como se recordará, en setiembre del 2018, la CPI "
      tomó nota
      " de las amenazas proferidas en su contra por el Consejero Principal en materia de Seguridad del Presidente de Estados Unidos: remitimos a nuestros estimables lectores a la  
      
        nota
      
        que publicamos en su momento titulada "
      Corte Penal Internacional (CPI) toma nota de amenazas hechas por Estados Unidos
      ", en la que nos permitimos señalar que:
    

    
      Al parecer, hay una preocupación latente de este alto funcionario norteamericano con relación a lo que puede haber encontrado la CPI con respecto a actuaciones de militares y de jefes militares israelíes. Esta preocupación recuerda una infidencia - pocamente divulgada - que se lee en un cable diplomático secreto del 2010 dado a conocer por Wikileaks. Durante una conversación con diplomáticos norteamericanos (véase  
      
        cable del 23 de febrero del 2010 de la Embajada norteamericana en Tel Aviv
      
      ) se lee lo siguiente por parte del Coronel Liron Libman: “
      Libman noted that the ICC was the most dangerous issue for Israel and wondered whether the U.S. could simply state publicly its position that the ICC has no jurisdiction over Israel regarding the Gaza operation
      ”. El Coronel Liron Libman es un alto funcionario israelí conocedor de las reglas que imperan en el derecho internacional, al haber ostentado durante muchos años el cargo de Jefe del Departamento de Derecho Internacional del Ejército de Israel (IDF)
    

    
      
    

    
      Resulta oportuno recordar también que el 19 de junio del 2018, Estados Unidos se retiró formalmente del Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas: ello después de una votación en la que se decidió crear un órgano de investigación para examinar las exacciones cometidas por las fuerzas de seguridad de Israel contra los manifestantes que participaron a la denominada "
      Marcha del Retorno
      " desde el 30 de marzo 
      (véase al respecto nuestra breve  
      
        nota
      
        titulada "El retiro de Estados Unidos del Consejo de Derechos Humanos: breves apuntes"
      ).
    

    
      
    

    
      A modo de conclusión
    

    
      
    

    
      Este anuncio decembrino, hecho por parte de la Fiscal de la CPI en la víspera de los días en que se celebra la Navidad, constituye una esperanzadora señal en Palestina. En particular para muchas familias palestinas que esperan ansiosas, y desde muchos años, que la justicia penal internacional se interese por las diversas exacciones cometidas por los altos mandos militares israelíes en contra de la población civil palestina.
    

    
      
    

    
      Comunicado oficial de la CPI según se desprende de este 
       
      
        enlace oficial
      
        de la CPI:
    

    
      Statement of ICC Prosecutor, Fatou Bensouda, on the conclusion of the preliminary examination of the Situation in Palestine, and seeking a ruling on the scope of the Court’s territorial jurisdiction
      
        

        
"
      Today, I announce that following a thorough, independent and objective assessment of all reliable information available to my Office, the preliminary examination into the Situation in Palestine has concluded with the determination that all the statutory criteria under the Rome Statute for the opening of an investigation have been met.

        
I am satisfied that there is a reasonable basis to proceed with an investigation into the situation in Palestine, pursuant to article 53(1) of the Statute. In brief, I am satisfied that (i) war crimes have been or are being committed in the West Bank, including East Jerusalem, and the Gaza Strip ("Gaza") 
      (
      
        for specifics, see paras. 94-96
      
       )
      ; (ii) potential cases arising from the situation would be admissible; and (iii) there are no substantial reasons to believe that an investigation would not serve the interests of justice.

        
As there has been a referral from the State of Palestine, there is no requirement to seek Pre-Trial Chamber's authorisation before proceeding to open an investigation, and I do not seek to do so.

        
However, given the unique and highly contested legal and factual issues attaching to this situation, namely, the territory within which the investigation may be conducted, I deemed it necessary to rely on article 19(3) of the Statute to resolve this specific issue.

        
Earlier today, I therefore requested from Pre-Trial Chamber I a jurisdictional ruling on the scope of the territorial jurisdiction of the International Criminal Court ("ICC" or the "Court") under article 12(2)(a) of the Rome Statute in Palestine.

        
Specifically, I have sought confirmation that the "territory" over which the Court may exercise its jurisdiction, and which I may subject to investigation, comprises the West Bank, including East Jerusalem, and Gaza. Such determination is made strictly for the purposes of determining the Court's ability to exercise its jurisdiction and the scope of such jurisdiction under the Statute.

        
As I have observed in my submissions before the Chamber, determining where I can investigate in the unique circumstances of this situation should be resolved before I commence an investigation, and not settled only later by judges after my investigations are completed. This foundational question should be decided now, and as swiftly as possible in the interests of victims and affected communities; potential witnesses and their related protection needs and obligations as well as the conduct of the investigations and the efficiency of the judicial proceedings, not to mention providing clarity for the States concerned. As such, as a prosecuting office, we believe this is the responsible step to take in the circumstances of this situation.

        
By seeking this ruling, I have invited the Chamber to rule expeditiously, while also permitting victims, relevant States, and others to participate in these proceedings, as appropriate. By engaging in an open and transparent manner in obtaining a ruling on this important issue, I hope that the process would not only assist the Chamber in its determination, but also endow its decision, and my ensuing investigation, with greater clarity and reinforced legitimacy.

        
It is necessary for this specific matter before the Chamber to be resolved without undue delay so that my Office can take the appropriate next steps accordingly
      ".

        

      
    

    
      
    

    
      Texte du communiqué oficiel de la CPI tel que publié sur ce  
      
        lien officiel
      
        de la CPI:
    

    
      Déclaration du Procureur de la CPI, Fatou Bensouda, à propos de la clôture de l’examen préliminaire de la situation en Palestine, et de sa requête auprès des juges de la Cour afin qu’ils se prononcent sur la compétence territoriale de la Cour
      
        

        
"
      Je souhaite annoncer, aujourd'hui, qu'au terme d'un examen préliminaire approfondi, mené en toute indépendance et objectivité, de l'ensemble des renseignements fiables qui sont en la possession de mon Bureau à propos de la situation en Palestine, ce dernier est parvenu à la conclusion que tous les critères définis dans le Statut de Rome (le « Statut ») pour l'ouverture d'une enquête étaient remplis.

        
Je suis convaincue qu'il existe une base raisonnable justifiant l'ouverture d'une enquête dans la situation en Palestine en application de l'article 53-1 du Statut. En résumé, je suis convaincue : i) que des crimes de guerre ont été commis ou sont en train de l'être en Cisjordanie, notamment à Jérusalem-Est, et dans la bande de Gaza (« Gaza ») ( 
      
        pour plus de détails, voir par. 94-96 de la requête
      
       
      ) ; ii) que les affaires susceptibles de résulter de la situation en cause seraient recevables ; et iii) qu'il n'existe aucune raison sérieuse de penser que l'ouverture d'une enquête desservirait les intérêts de la justice.

        
Puisque l'État de la Palestine a déféré la situation en cause, il n'est pas nécessaire de demander à la Chambre préliminaire l'autorisation d'ouvrir une enquête, et je n'ai pas l'intention de le faire.

        
Cependant, compte tenu du caractère unique et hautement controversé des questions juridiques et factuelles liées à cette situation, à savoir le territoire au sein duquel l'enquête peut être menée, j'ai estimé qu'il était nécessaire d'invoquer l'article 19-3 du Statut pour résoudre cette question spécifique.

        
Plus tôt dans la journée, j'ai donc demandé à la Chambre préliminaire I de se prononcer quant à la portée de la compétence territoriale de la Cour pénale internationale (la « CPI » ou la « Cour ») dans la situation en Palestine, conformément à l'article 12-2-a du Statut de Rome.

        
En particulier, je lui ai demandé de se prononcer quant au « territoire » sur lequel la Cour peut exercer sa compétence, et qui peut faire l'objet d'une enquête, à savoir s'il comprend la Cisjordanie, notamment Jérusalem-Est, et Gaza. Cette décision ne portera que sur la capacité de la Cour à exercer sa compétence en vertu du Statut et sur la portée de cette dernière.

        
Comme je l'ai indiqué dans les observations que j'ai présentées à la Chambre, compte tenu du caractère unique de la situation en cause, il est impératif que les juges se prononcent sur la question du territoire sur lequel je peux enquêter avant même que je ne commence l'enquête, et non une fois que celle-ci sera finie. Les juges doivent trancher cette question fondamentale dès à présent, le plus rapidement possible, dans l'intérêt des victimes et des communautés touchées, des témoins potentiels et de leurs besoins en matière de protection, compte tenu des obligations de la Cour en la matière, de la conduite des enquêtes ainsi que de l'efficacité de la procédure judiciaire, sans oublier le souci de clarté pour les États concernés. Ainsi, en tant qu'organe chargé des poursuites, nous sommes convaincus qu'il s'agit là d'une mesure raisonnable et nécessaire au vu des circonstances propres à cette situation.

        
Dans ma requête, j'ai prié la Chambre de se prononcer dans les plus brefs délais, tout en donnant la possibilité aux victimes, aux États concernés et aux autres participants à la procédure, de présenter leurs observations, le cas échéant. En demandant ouvertement et en toute transparence à la Chambre de statuer sur cette question importante, j'espère faciliter la tâche de cette dernière mais aussi renforcer la légitimité de sa décision et de l'enquête que je vais mener et apporter plus de clarté à l'ensemble du processus.

        
Il est crucial que la Chambre tranche cette question spécifique dont elle est saisie sans retard excessif afin que mon Bureau puisse prendre les mesures appropriées en conséquence
      ".
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      ANÁLISE DA INTEGRAÇÃO LINGUÍSTICA E ESCOLAR DAS CRIANÇAS 
EM PROCESSO MIGRATÓRIO NO BRASIL
    

    
      
    

    
      ANALYSIS OF THE LINGUISTIC AND SCHOOL INTEGRATION OF CHILDREN UNDERGOING MIGRATION IN BRAZIL
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      PROBLEMA: 
    

    
      
    

    
      A garantia do acesso à educação para crianças em contextos de deslocamento forçado une um dos fenômenos mais presentes da política internacional, a migração involuntária, à necessidade de se garantir o acesso a serviços básicos e a produção de políticas públicas adequadas ao acolhimento de migrantes. Ao tratarmos sobre crianças, toda resolução se torna imediatamente mais dramática, em razão de circunstâncias específicas do recorte etário que conferem à criança uma condição adicional de vulnerabilidade, para além da própria questão do deslocamento.
    

    
      No intuito de definir 
      migração
      , Baraldi (2014) afirma que a migração global consiste no cruzamento de fronteiras, sendo um dos elementos que incidem sobre a constituição de um Estado, embora se compreenda que o deslocamento possa também ocorrer entre as fronteiras de um Estado, gerando um fluxo populacional denominado 
      deslocamento interno
      . 
    

    
      Contudo, nessa ordem de ideias, nota-se que essas travessias são parte fundamental da dinâmica social (Moulin, 2011) e da composição populacional de Estados como o Brasil, cuja dinâmica étnica é plural. Ao transpor fronteiras por proteção, cerne informativo do conceito de refúgio, o indivíduo se torna subordinado à comunidade do Estado acolhedor e da internacional (Bobbio, 2009), criando uma relação de dependência involuntária.
    

    
      A migração é um fenômeno extremamente complexo com diversas interações peculiares, no qual os migrantes sofrem diversas transformações internas — haja vista que tal mobilidade afeta todas as áreas da vida de quem se desloca —, bem como as pessoas da região acolhedora. 
    

    
      Segundo Grosso (2010), raramente alguém opta por deixar o espaço de afeto se não por forte motivação —  muitas vezes a motivação da migração passa pela própria sobrevivência e pela melhoria das condições de vida. A pergunta por vezes repetida na literatura especializada, “
      se você tivesse que deixar o seu lar, o que levaria com você?”
       (UNHCR, 2016) é central para que entendamos o acolhimento; dinheiro, eletrônicos, remédios, água, produtos de higiene pessoal, roupas, brinquedos de criança, fotos de casamento, algum pertence de valor emocional costumam ser priorizados (UNHCR, 2016), evidenciando a ausência de voluntariedade em abandonar o lar natal.
    

    
      Em razão de violência generalizada, insegurança e ameaças, ausência de oportunidades laborais e educacionais, principais motivos para a migração na América Latina, sobretudo a migração infantil (UNICEF, 2018), assim como de falta de materiais de necessidade básicas e serviços essenciais, pessoas provenientes da Venezuela continuam migrando a procura de refúgio em diversas cidades brasileiras. 
    

    
      Segundo dados do Alto Comissariado das Nações Unidas para Refugiado — ACNUR —, 
      no Brasil foram apresentados mais de 60 mil pedidos de refúgio por venezuelanos em 2018, sendo que mais de 17 mil foram reportados em 2017. 
    

    
      O Brasil, enquanto Estado acolhedor 
      — 
      aquele no qual se refugia 
      — 
      deve proteger e assegurar ao migrante os direitos negados no país de origem. Entretanto, é sabido que o direito de migrar é comprometido, uma vez que não é garantida a entrada e estabelecimento, de forma digna, do deslocado forçado, em que se consagre o princípio 
      non-refoulement
      
        [1]
      
       pelo Direito Internacional (Haddad Guarnieri; Goulart; Abrantes, 2018). 
    

    
       É notório que além das legislações
      
        [2]
      
       que asseguram efetivos diretos aos migrantes forçados, é necessário aplicar valores morais, sociais e princípios constitucionais no contexto. No artigo 3º da Constituição Federal de 1988 é encontrado o princípio da solidariedade  
      — o indivíduo passa a interagir com a coletividade na busca do bem estar social, dessa maneira, criando laços na comunidade inserida. Ressalta-se que as individualidades são elementos que devem ser considerados e respeitados (Fernandes, 2017). Consoante com o mencionado, observa-se que o princípio da solidariedade é também encontrado na legislação internacional — Convenção de 1951 e Protocolo de 1967. 
    

    
      À luz desse princípio, os refugiados devem ser integrados à sociedade do Estado acolhedor e não devem ser forçados a abandonar a sua cultura de origem e a exercer outros hábitos e língua. Essa universalização dos direitos humanos pelo Direito Internacional deveria gerar segurança e amparo jurídico aos deslocados forçados. Todavia, sabe-se que a legislação é reflexo da sociedade, portanto, não basta apenas expectativas de direitos, é necessário que os princípios estejam nas ações diárias e privadas.
    

    
      Em sentido oposto, observamos que a capacidade direta do Estado é ineficiente no que se refere à implementação de políticas direcionadas à problemática. Desde logo, na busca de equacionar as deficiências e violações de direitos humanos, entram em ação organizações não-governamentais e iniciativas  isoladas de Universidades e Institutos de Ensino.
    

    
      Nessa ambiência, é necessária uma discussão a respeito de identidade e integração: Como é feita a inserção das crianças em deslocamento forçado no sistema educacional nacional, sobretudo quanto ao idioma, e, nesse sentido, as políticas públicas educacionais, diante das especificidades do recorte etário proposto, foram elaboradas de acordo com os princípios de direitos humanos e com a legislação nacional e internacional de migração, facilitando, de fato, a integração?
    

    
      Perante todos os questionamentos, nota-se a importantância da discussão e desenvolvimento da pesquisa, haja vista que as respostas alcançadas terão  relevância não apenas para a compreensão do movimento, como também para que se vislumbre novas formas de enfrentamento da situação dos imigrantes deslocados forçados no território brasileiro. 
    

    
      
    

    
      BASE TEÓRICA
      :
    

    
      
    

    
      Após a Segunda Guerra Mundial se estabelece o conceito de refugiado, na Convenção de 1951 sobre o Estatuto dos Refugiados. Passando por inúmeras transformações 
      ratione tempori
      s e 
      ratione matieriae
       quanto à definição, a nomenclatura possui um sentido amplo, incorporando, para além daqueles que em razão de fundado temor de perseguição não possam ou não queiram retornar ao lugar de origem, todos aqueles que são forçados a deixar o país de origem por violações de direitos humanos – uma ampliação conceitual possível após a Declaração de Cartagena, de 1984, levando em consideração o contexto político e histórico vivido por países em regimes totalitários, como ocorria na América Latina. Assim, tem-se hoje que a mobilidade deve ser enfrentada como uma prática democrática pela igualdade e segurança de um novo começo (Aradau; Huysmans, 2009). 
    

    
      No entanto, no que se refere às crianças, escopo principal do presente trabalho, a legislação internacional, cuja evolução gradativa ocorre desde a Declaração de Genebra, de 1924, ainda no contexto da Liga das Nações, proteção reafirmada pela Declaração Universal dos Direitos Humano, em 1948 – inserindo-as apenas como um apêndice familiar, e não como destinatárias de direitos, 
      per se
       -, passando pela Declaração sobre os Direitos da Criança, de 1959, na qual esse viés seria mantido, mas com uma alteração vital e fundamental em seu texto: nela aparece o Princípio do Melhor Interesse da Criança.
    

    
      Contudo, a priorização da criança em todo e qualquer processo que a envolva ocorreria apenas em 1989, com a Convenção sobre os Direitos da Criança de 1989, centralizando a criança como prioridade de atuação dos 196 Estados que ratificaram seu texto.
    

    
      No Brasil, a problemática ganharia uma nova visão a partir da Constituição da República de 1988, em seu artigo 227, que evidencia a priorização da criança em todo processo, por parte da família, da sociedade e do Estado, bem como a legislação pós-constitucional, como no Estatuto da Criança e do Adolescente, sendo a legislação doméstica com a maior amplitude de acolhimento quanto aos princípios da Convenção dos Direitos da Criança, sem que haja qualquer discriminação quanto à projeção de seus direitos, bem como a Lei 9.474/97, que fundamenta a proteção aos refugiados no Brasil, embora não mencione as crianças em seu texto em caráter específico.
    

    
      Somente com a nova Lei de Migração — Lei nº 13.445/17 — que se estabelece um novo marco jurídico, deixando para trás uma política de soberania 
      (Abrantes; Goulart; Haddad Guarnieri, 2018), marcada por um Estatuto do Estrangeiro, de 1980, voltado exclusivamente a tratar migrantes como uma ameaça à segurança nacional. Inovando, novamente, no texto de 2017, a proteção de crianças migrantes seria incluída em caráter prioritário, sobretudo quanto ao princípio do melhor interesse, à proteção da criança desacompanhada e à possibilidade de naturalização provisória – sobre a qual ainda recai a faculdade de optar, aos 18 anos completos.
    

    
      O Brasil desenvolve diretrizes inovadoras com a última legislação, entretanto, o 
      governo está aquém de ter uma política de ensino de PLac. São Bernardo (2016) aponta que o Brasil não possui uma política de imigração consolidada como outros países, possuindo ações esparsas, sobretudo em contextos emergenciais, para lidar com os contingentes migracionais
    

    
      A escolarização de crianças estrangeiras é um desafio ao acolhimento, porém a maior barreira para os pequenos costuma ser o idioma (Szente; Hoot; Taylor, 2006). O fato do desconhecimento da língua-alvo, como descrito por Cabete (2010), poderá representar um obstáculo à comunicação com a sociedade para qual está se deslocando. Esse obstáculo pode interferir o conhecimento dos seus direitos e deveres enquanto ator social e, pode ainda, criar uma desigualdade na qual o imigrante se torna mais vulnerável. O referido autor ainda acrescenta que a barreira linguística leva da mesma forma ao afastamento daqueles que não o compreendem.
    

    
      Para os adultos, a barreira tende a tornar-se progressivamente intransponível, por diversos motivos, além do idioma. As crianças, no entanto, tendem a ser os “
      quebradores de barreiras
      ” da família (Reedy, 2007), e quando aprendem a língua local mais rápido, passando a ter mais facilidade que os adultos nas relações interpessoais, poderão ocorrer inversões substanciais nas relações familiares culturais e de disciplina, em razão da dificuldade de comunicação intergeracional, evidenciando o cuidado necessário que se deve ter quando da elaboração da abordagem educacional às crianças migrantes.
    

    
      Logo, nota-se que a perda em termos de desenvolvimento humano promovida por falhas em políticas públicas de acesso a serviços educacionais pode levar a consequências graves. Em respeito aos Comentários Gerais nº. 1 e nº. 6 do Comitê dos Direitos da Criança das Nações Unidas, o objetivo da educação é o pleno desenvolvimento do indivíduo, bem como de sua introdução da vida livre em sociedade, conforme versa o artigo 29 do Comentário Geral nº 1 (UN Committee on the Rights of the Child, 2001), bem como
    

    
      O desenvolvimento do respeito pelos pais da criança, pela sua própria identidade cultural, língua e valores, pelos valores nacionais do país em que a criança vive, do país de origem e por civilizações diferentes da sua;
      
        [3]
      
    

    
                 
    

    
      
    

    
      Da mesma forma, quanto ao Comentário Geral nº. 6 (UN Committee on the Rights of the Child, 2005), essa proteção é estendida a crianças que estejam eventualmente desacompanhadas, crianças com necessidades especiais de aprendizado, independentemente de gênero, sem qualquer forma de discriminação, devendo a educação ser mantida em todas as fases do deslocamento.
    

    
      Rezende (2010) afirma que, para o imigrante deslocado forçado, a principal preocupação é sustentar um domínio básico do idioma, a fim de conseguir lidar com as atividades cotidianas. O autor acrescenta que isso contribui para a constituição de identidade do grupo, pois representa a oportunidade de se expressar, permitindo uma inserção mais rápida, conforme já mencionado anteriormente, favorecendo as relações familiares e o acolhimento no meio receptor. O idioma é uma de nossas primeiras zonas de conforto, a qual não notamos, porque sempre falamos ou nos comunicamos no idioma primário, premissa de sobrevivência e integração.
    

    
      Da mesma forma, objetiva-se o fomento à autonomia dos indivíduos (Mezzadra, 2012), tendo em vista que migrantes não possuem direitos políticos plenos de forma a participar através do sufrágio e da possibilidade de serem eleitos, da escolha de elaboradores de políticas públicas que os abranjam de forma adequada, levando em consideração suas particularidades e desenvolvimento individuais.
    

    
      Desta forma, é no interior das nossas diferenças que somos ao mesmo tempo mais potentes e mais vulneráveis; e uma das tarefas mais difíceis de nosso cotidiano consiste justamente em transpor as diferenças e aprender a usá-las como pontes no lugar de bandeiras (Lorde 
      apud
       Mezzadra, 2011). Para São Bernardo (2016), sem o envolvimento de poderes locais, da sociedade civil, das universidades e instituições de ensino, haverá dificuldade de se construir uma abordagem de acolhimento que possa integrar os imigrantes na sociedade brasileira.
    

    
      
    

    
      HIPÓTESE:

      
    

    
      A hipótese central do presente trabalho é a de que a inserção das crianças nos processos de ensino e a aprendizagem do idioma promovem uma maior efetividade quanto às possibilidades de integração social, pressuposição que poderá ser confirmada através do aporte bibliográfico escolhido e da escolha metodológica quanto ao desenvolvimento da pesquisa. 
    

    
      Da mesma forma, pretende-se evidenciar que o cuidado com as especificidades culturais quanto à origem das crianças, quando da elaboração de políticas públicas de aprendizado, pode promover melhorias nas relações familiares, e também demonstrar como o auxílio do setor privado, caso exista, influencia positivamente na aquisição de materiais didáticos para as crianças, consistindo em um apoio subsidiário às ações do poder público.        
    

    
      
    

    
      METODOLOGIA:  

      
    

    
      O presente trabalho, como visto, se volta a analisar e entender o processo de integração de crianças no sistema educacional, levando-se em consideração o recorte de idade proposto pela legislação internacional para crianças, até 18 anos. 
    

    
      Para tanto, constituir-se-á a pesquisa em duas partes: uma inicial, a partir de análise de textos especializados, leis, convenções e documentos, de forma a construir um arcabouço teórico que fundamente as convicções dos autores quanto à essencialidade do acesso à educação para crianças migrantes, bem como, por coleta de dados junto aos especialistas que trabalham com a educação de crianças de imigrantes, sobretudo em deslocamento forçado, de forma a substanciar a hipótese aqui apresentada, levando-se em conta fatores como se as particularidades culturais e individuais de cada criança migrante será levada em consideração no processo de escolarização, sem perder de vista a necessidade de integração no novo meio social, coletando os dados necessários a confirmar (ou não) nossa hipótese.
    

    
      
    

    
      CONSIDERAÇÕES FINAIS
      : 

      
    

    
      A primeira leitura, a escolarização infantil de crianças migrantes é um direito essencial ao seu desenvolvimento como seres humanos, a despeito das dificuldades enfrentadas em longos e desgastantes processos migratórios, em tão tenra idade. Há um aporte legislativo substancial quanto às necessárias garantias de sua dignidade e direitos básicos, voltados à proteção do Princípio do Melhor Interesse da Criança.
    

    
      Nesse sentido, em razão da vulnerabilidade da idade, nota-se que o processo de aprendizado das crianças, embora ocorra de forma mais veloz que o dos adultos, sobretudo quanto à língua local, ainda pode se configurar como obstáculos ao pleno acolhimento, sendo necessária a elaboração de políticas públicas de ensino condizentes com os direitos humanos, de forma a garantir a manutenção dos caracteres culturais originários, desenvolvendo as capacidades sociais dos pequenos migrantes, sobretudo quando consideramos o contexto atual de deslocamento forçado, levando-se em consideração que Cavalcanti (2013) aponta a importância de profissionais críticos e cidadãos sensíveis à pluralidade nesse processo.
    

    
      Em paralelo a isso, o ensino de PLAc pode ser um estágio para a autonomia do migrante, distanciando-o da exclusiva proteção estatal, mas que nem sempre favorece seu pleno desenvolvimento como ser humano, valendo mencionar que defende-se um projeto de PLAc que seja crítico e consciente do poder perverso que um discurso raso de inclusão linguística, sem a devida abordagem de direitos humanos, considerando as especificidades e particularidades originárias de cada indivíduo, possa ter.
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      PROBLEMA: 
    

    
      
    

    
      Há décadas, em um recorte temporal de pouco mais de meio século, a depreciação da biosfera em contexto de condutas 
      antropocêntricas 
      tornou-se parte do composto de preocupação mundial – registros documentais e imagéticos mostram dados preocupantes sobre o epicentro da degradação ambiental. Nenhuma dúvida se tem de que o tamanho do problema relaciona-se com o consumo e descarte inconsciente dos resíduos sólidos e líquidos produzidos pelos seres humanos
      
        [4]
      
      . 
    

    
      Nessa ambiência, a utilização desenfreada de produtos plásticos, como os canudos e copos descartáveis, contribuem de forma oposta para o compromisso da qualidade ambiental e, por conseguinte, ambiental. De acordo com Machado (2012), a proteção do meio ambiente é um tema obrigatório, haja vista o grande impacto que pode gerar no planeta para as futuras  gerações. Cada vez mais se torna necessário o desenvolvimento sustentável como um projeto social e humano orientado a construção de sociedades sustentáveis. (SALAS-ZAPATA 
      et al.
      , 2011).
    

    
      Neste contexto,  vale ressaltar o importante papel da opinião pública ao manejar a atenção dos 
      policy makers
       e da sociedade civil, a ponto de contribuírem com o processo de configuração de agenda política em prol da conservação da ecosfera. Entretanto, sabe-se em termos de práticas cotidianas, que a
       
      integração de políticas é complexa e contingente e que vários são os fatores adjacentes que
       tornam complexos
       a resolução da questão. 
        O presente trabalho tem como principal objetivo apontar os impactos ambientais causados pelo uso indiscriminado de canudos plásticos
      
        [5]
      
      , bem como empenha-se em analisar a problemática embasada nos movimentos da Política Internacional Ambiental. Dentro desta perspectiva, pretende-se explorar como a opinião pública afeta a conformação das pautas políticas sobre questões ambientais – dessa maneira, a presente obra se enquadra como um estudo de caso relacionada preferencialmente aos movimentos e posturas de fiscalização e proibição do plástico nas diversas esferas comerciais a nível nacional e internacional.
    

    
      
    

    
      BASE TEÓRICA
      :                
    

    
              
    

    
      Do 
      Plastikós
      , plástico significa aquilo que é moldável. A sua produção industrial e uso comercial ocorreu em meados do século XIX. De acordo com Coelho (2005, p. 15) "atualmente o plástico representa a forma mais fácil de se reproduzir peças e componentes, além de oferecer economia relativa aos mesmos produtos quando industrializados com madeira, alumínio, aço, ferro, vidro, dentre outros materiais". Esse fato torna a utilização do material essencial em diversos setores da economia, como construção civil, alimentos, têxtil, telecomunicações, dentre outros. A matéria plástica tornou-se um dos símbolo da sociedade de uso e consumo descartável.
    

    
      Entretanto, sua utilização em diversas aplicações, também deve ser considerado com um dos grande problemas da atualidade, isto ocorre pois o plástico representa um sério problema ecológico
      
        [6]
      
      . A grande maioria dos monômeros usados para fazer plásticos, como etileno e propileno, é derivada de hidrocarbonetos fósseis. Assim, nenhum dos plásticos comumente usados é biodegradável. Como resultado, eles se acumulam, em vez de se decompor, em aterros sanitários ou no ambiente natural. Desse modo, o material vai se acumulando pela natureza ao longo de muito tempo além de possuírem no geral uma baixa vida útil.
    

    
      A campanha estadunidense 
      The Last Straw
       apontou que nos Estados Unidos da América são utilizados 500 milhões de canudos diariamente – estima-se cerca de 10 milhões de toneladas de plástico cheguem aos mares por ano, dos quais 100 mil toneladas são de canudos plásticos (MONTESANI, 2016). De acordo com a Organização não-governamental 
      Ocean Conservanmocy
      , o canudo plástico descartável um dos itens de maior concentração retirado dos mares no ano de 2017 (MONTESANI, 2016).
    

    
      Os dados supracitados apontam que o uso do canudo gera grandes impactos ao meio ambiente. É válido mencionar, também, que o material plástico ao ser ingerido por animais aquáticos, pode levá-los possivelmente à óbito, fato que vem se tornando cada vez mais comum nos últimos anos. Além disso, canudos em grande quantidade podem formar camadas de cobertura nas águas que impedem a passagem de luz, prejudicando a fotossíntese e a vida marinha, sobretudo de corais, nessa biosfera.
    

    
      
    

    
      METODOLOGIA:  
    

    
      
    

    
      Como mencionado anteriormente, o método de pesquisa escolhido foi o estudo de caso, por compreender melhor o objetivo principal do trabalho e às questões que perpassam pela problemática. A preferência pelo estudo de caso deve ser voltada em estudos de eventos contemporâneos e dados que não podem ser manipulados – dessa maneira, realizando apenas descrições e apontamentos diretos e sistemáticos (TULL; HAWKINS, 1976; YIN, 2005). 
    

    
      Pela busca do entendimento do fenômeno, adota-se a pesquisa qualitativa exploratória – processo de compreensão das reais intenções, organizações e espaços. Como plano de fundo teórico, utiliza-se documentos científicos e legislações, além de dados de grupos organizados da sociedade civil, os quais, por meio de campanhas e mobilizações públicas, reforçam o estabelecimento de inovações na agenda política de pela diminuição do uso de canudos plásticos.

      
    

    
      CONSIDERAÇÕES FINAIS
      :                  
    

    
      
    

    
      Diante da trajetória histórica da inserção do invento do canudo no formato do polímero sintético e seu arrojado e massificado crescimento, o mundo encontra-se em um situação insustentável, mas e agora? 
        O planeta está lutando para se recuperar de sua ressaca de anos de poluição de plástico. Diferentes atores do multinível societário - corporações, organismos internacionais, governos nacionais e, até mesmo, municípios - estão propondo e implementando proibições aos canudos de plástico. Algumas empresas, inclusive, entraram no mercado concorrencial fabricando canudos de materiais alternativos, como o metal e o vidro, disponibilizando aos consumidores conscientes da causa ambiental uma opção viável para uso pessoal.
        Assim, os mesmos negócios que uma vez se beneficiaram da excitação pública em relação ao plástico estão paulatinamente sentindo a pressão pública para desenvolver e providenciar alternativas sustentáveis.
        Segundo a 
      American Chemistry Council
       (ACC)
      
        [7]
      
       – organização comercial que representa fabricantes de plásticos – o foco no presente momento não deve se limitar a encontrar produtos individuais que troquem seis por meia dúzia; a discussão mais necessária que deve vir à tona e ser mantida é justamente a gestão dos resíduos humanos.  
        Ambientalistas argumentam que o custo é a única coisa que separa os canudos plásticos e sua extinção. O preço por unidade produzida ainda pesa muito na balança para que tais objetos sejam ainda providenciados pelo setor privado sem quaisquer restrições. Tal atitude, contudo, não tardará a mudar. Para as grandes corporações, a economia gerada equivale a centenas de milhões de dólares, e a substituição ainda não é exequível tendo em vista os propósitos capitalistas, entretanto o custo para o ambiente marinho não permite que você coloque um preço nisso.
        Dos oito milhões de toneladas de lixo plástico estimados que fluem todos os anos nos oceanos do mundo, o canudo de plástico certamente não é o principal contribuinte para toda essa tonelagem (PARKER, 
      online
      , 2018).  No entanto, este tubo pequeno e fino, totalmente supérfluo para a maioria dos consumidores, está no centro de uma crescente campanha ambiental que visa convencer as pessoas a pararem de usar canudos para ajudar a salvar os oceanos, tendo em vista uma batalha futura contra os plásticos de modo geral.
        Nesse cenário, é imperativo que se projete uma mudança em um curto horizonte de execução para que se evitem os impactos negativos crescentes que esse uso indiscriminado e despejo inconsciente está causando à vida marinha e ao meio ambiente de maneira geral.
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      GIBBENS, Sarah. 
      A Brief History of How Plastic Straws Took over the World
      . Disponível em: 
      
        https://www.nationalgeographic.com/environment/2018/07/news-plastic-drinking-straw-history-ban/
      
      . Acesso em: 17 jan. 2020 
    

    
      
    

    
      MACHADO, A. de Q. Licenciamento Ambiental: atuação preventiva do Estado à luz
    

    
      da Constituição da República Federativa do Brasil. Porto Alegre: Livraria do Advogado,
    

    
      2012.
    

    
      
    

    
      MONTESANI, 
      Beatriz. Porque o uso de canudos está se tornando um problema global.
       Disponivel em: 
      
        https://www.nexojornal.com.br/expresso/2016/06/09/Por-que-o-uso-de-canudos-est%C3%A1-se-tornando-um-problema-global
      
      . Acesso em: 20 de jan. 2020.
    

    
      
    

    
      
    

    
      SALAS-ZAPATA, W.; RÍOS-OSORIO, L.; CASTILLO, J.A.D. La ciencia emergente de la sustentabilidad: de la práctica científica hac ia la constitución de una ciencia. Interciencia, v.2, n.9, 2011.
    

    
      
    

    
       PARKER, Laura. 
      Straw Wars: The Fight to Rid the Oceans of Discarded Plastic.
       Disponível em: 
      
        https://news.nationalgeographic.com/2017/04/plastic-straws-ocean-trash-environment/
      
      . Acesso em: 17 jan. 2020.
    

    
      
    

    
      TULL, D. S.; HAWKINS, D. I. Marketing Research, Meaning, Measurement and Method. London: Macmillan Publishing Co., Inc., 1976
    

    
      
    

    
      YIN, R. K. Estudo de caso: planejamento e métodos. 3. ed. Porto Alegre: Bookman, 2005.
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      NON-UNIVERSAL HUMAN RIGHTS: AN ECOLOGY OF INCOMPLETE KNOWLEDGE TO FORM A MORE COMPLETE HUMAN BEING
      
        [8]
      
    

    
      
    

    
      DIREITOS HUMANOS NÃO UNIVERSAIS: UMA ECOLOGIA DE CONHECIMENTOS INCOMPLETOS PARA FORMAR UM SER HUMANO MAIS COMPLETO
    

    
      
    

    
      
    

    
      Felipe Costa Lima 
      (coordinator)
    

    
       Temporary professor at the University of Strasbourg, France; 
      PhD student in International Law at the University of Strasbourg, France, as well as in International Relations at PUC Minas, Brazil (CAPES scholarship) (thesis co-tutelage); Academic mentor and project coordinator of 
      Direito Internacional sem Fronteiras
       (International Law Without Borders, in English). Email address: felipecostalimas@gmal.com.
    

    
      
    

    
      Vitória dos Santos Acerbi
    

    
       Master’s student in Latin American Studies in the University of Salamanca (Usal), in Spain, fully funded by Usal/Santander. Member of the DIsF team. Email address: vitoriaacerbi@gmail.com
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      EXPANDED SUMMARY: 

      
    

    
              Referring to human rights, and more specifically, International Human Rights Law, we inevitably stumble upon normative texts, declarations and systems (self) named ‘universal’, such as the Universal Declaration of Human Rights of 1948. Nonetheless, it is important to affirming that this notion of unity, unanimity and homogeneity seems to be based on a ‘globalized localism’ (SANTOS, 1998), that is to say, a local conception/practice - in this case, namely Western - that was made global and hegemonic. 
    

    
      In this light, this pseudo-universality gives the impression that ideas and principles as well as the mechanisms of promoting and safeguarding human rights have been democratically developed by all peoples worldwide. This claiming, nevertheless, seems to hide hegemonic pretentions. As a result, firstly, we must probably deny the universality of Western epistemology as a means through which to demark its own contributions to a ‘real universality’
    

    
      It is indispensable to claiming that the construction of eurocentrism and its imposition worldwide since America’s colonisation have been based on two infamous characteristics: the construction of dualities and the evolutionist path. Touching on the former, the dualities imposed during America’s colonisation, such as West/East, primitive/civilised, mystical-scientific, irrational-rational,  traditional/modern and Other/Europeans were afterwards readapted to the colonisation of Africa and Asia, both physical and epistemological (SAID, 1996). However, it is indispensable to establishing that these dichotomies and other ones, for instance developed/underdeveloped States, have been established during the 20
      th
       and 21
      th
       century as a perpetuation of West’s impositions of its own conceptions and assumptions (ANGHIE, 2006;MANGA, 2010), not only concerning political-economy (neoliberalism) (COSTA LIMA, 2019), but humanitarian as well (humanitarian interventions)
       
      (BUTLER, 2011; CARTY, 1991; CARTY, 2008; FALK, 2005; MARKS, 2008; ORFORD, 2003; THOMAS, 2003).  
    

    
      In a dialectical relation with the former concept of duality, the evolutionist path asserts that the history of human beings must be apprehended as a ‘continuous line’, in which colonised/non-Western peoples should be considered inferior and primitive in opposition to the superior and modern West (DUSSEL, 2005;QUIJANO, 2005). As a result, the linear development concept was created, purporting that America and its peoples should be conceived as the beginning of history and Europe as the main goal.
    

    
      Owing to these arguments, the Modernity/Coloniality project has always been based on physical, mental and cultural violence against non-Western populations around the world, since ‘modern humanity’ is not possible without ‘modern sub-humanity’ (SANTOS, 2010). In order to impose this project, Modern epistemology has been a crucial resource to justify the irrational 
      praxis
       of violence (sacrifices and violence as inevitable acts to save the ‘others’). 
    

    
      Due to the abovementioned arguments, we may be able to affirm that contemporary International Human Rights Law is based on the Modern/Colonial project hegemonized by the West (SANTOS, 2010). From a mainstream assumption, a universal human nature can be known by rational means (positivist law) and human nature is distinct and superior as concerns the rest of reality (natural law). From this epistemological assumption, the global south is always problematic, whereas the north is known as the guardian of human rights (SANTOS, 2010; BUTLER, 2011; MARKS, 2008; ORFORD, 2003). ‘Universal’ human rights, therefore, appear to have been built by a localised knowledge, epistemology and memory, in spite of all the others. To deny this process is to ignore or hide the fact that such ‘universality’ is the result  of asymmetric power relations in political, economic, cultural and epistemic realms. Additionally, and maybe more important, it is to assume that just one perspective is valid, thus silencing, as a consequence, all the others. 
    

    
      Thus far, we have been able to deny Western universality. Then, given that all cultures are incomplete and problematic (SANTOS, 2005), we must attempt from now to liberate ‘new and silenced world visions’ as a means through which to form a more complete human being. From a Third World Approaches to International Law (TWAIL) viewpoint, new perspectives enrich, expand, complexify, problematize and complete human rights. Therefore, it becomes indispensable to understanding  these legal disputes over the 
      right to narrate 
      (SAID, 1996)  so as to entrench an ‘Ecology of Knowledge’ (SANTOS, 2014) from different human rights conceptions. 
    

    
      In this light, to achieve a more complete human being - holder of more plural and complete human rights - we must search for other human rights contributions beyond Western epistemology. We need to read, listen and observe, for instance, Latin American, African and Asian concepts of human rights. This postcolonial paradigm challenges the dominance of the liberal and rationalistic Enlightenment episteme by engaging with the ‘other’(DUSSEL, 2005;MIGNOLO, 2005;QUIJANO, 2005).
    

    
      For example, in this line of thinking, c
      olonisation in Latin America meant the genocide of indigenous peoples and their culture coupled with massive black-African’s slavery. Not only did this result in the extermination of peoples, but also their knowledge and practices. The concept of ‘decolonial turn’(MALDONADO-TORRES, 2016) suggests a turn towards traditional ethnic knowledge production and plural living experiences from Latin America to complexify human rights notions, both in academia and far beyond it. 
    

    
      As can be seen, Latin America may contribute to the postcolonial criticism of Western-centric knowledge through decolonial practices. Different voices from the global south have been pointing out the blind spot on mainstreaming human rights in terms of looking at specific agendas. Whenever these claims deviated from mainstreaming discourses, their voices have been marginalised or excluded. Therefore
      , decolonial theories emerged as a self-critical and creative response to the colonial matrix of power
      
        [9]
      
       (BALLESTRIN, 2014;QUIJANO, 2005) within postcolonial fields of studies. Not only is postcolonialism the period after the imperialist occupation of Latin America’s territory, but also an ongoing project of colonisation and a theoretical contribution to discuss it. 
    

    
      Latin American authors have placed race as the founding criteria to colonial power, displacing the idea of imperial power based in history to shed light into the biological differences between races which has been founding European imperialistic ideas of superiority (QUIJANO, 2005). Not only has whiteness prevailed during colonisation, but also in current human rights discourses. Hence, black, indigenous and native feminists from Latin American have a central role in challenging the universal idea of human rights based on the Western matrix of power.
    

    
      To sum up, in order to establish this horizontal dialogue between distinct epistemologies, we will entrench three projects at the same time in a dialectic relation: first, we will try to unveil the limits of Modernity (denial of its innocence coupled with the exposure of its myths) and the ‘universality’ of contemporary human rights; moreover, we will attempt to contribute to a sociology of absences and emergencies, thus supporting the outbreak of silenced and new knowledge (‘inexistent’ and ‘impossible’ knowledge) (SANTOS, 2007; 2010; SANTOS; RODRÍGUEZ-GARAVITO, 2005), such as those from Black Africa, India and indigenous peoples from Latin-America.  In conclusion, we will manage to reveal a new Transmodern path (DUSSEL, 2005) to ‘universal human rights’ from a co-presence and a horizontal dialogue. In this scenario, we may be able to start a free speech community of knowledge. 
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      PROBLEMA: 
    

    
      
    

    
      A crise de refugiados que atingiu a Europa em 2015 foi gerada, fortemente, pela guerra civil que está ocorrendo na Síria desde 2011. Essa guerra foi motivada inicialmente pelo movimento da Primavera Árabe
      
        [11]
      
       que, especificamente na Síria, lutava contra o autoritarismo do regime ditatorial de Bashar Al-Assad. Um dos principais destinos desses indivíduos foi a Europa, e diversas rotas migratórias surgiram, entretanto, a principal foi a Rota do Mediterrâneo Oriental, travessia marítima da Turquia para a Grécia
      
        [12]
      
      . Com isso, aumentou-se a necessidade de os Estados europeus lidarem com grandes fluxos de pessoas chegando em seus territórios. 
    

    
      Desde o século XIX, as migrações internacionais eram consideradas um problema sociológico, entretanto, no século atual, a relação entre migrações e segurança tem desempenhado um papel cada vez mais central na vida política e social da União Europeia (UE) e seus países membros. Passou-se a buscar alternativas conjuntas do bloco para frear esse deslocamento indesejado de indivíduos. Uma política importante foi a Agenda Europeia da Migração, uma mistura de políticas de caráter mais humanitário, como o sistema de cotas, e securitárias, com a externalização de fronteiras por meio de acordos com países de trânsito. Entretanto, algumas propostas tiveram dificuldades de execução, como ocorreu com o sistema de cotas, que não foi adotado, e menos ainda apoiado, de maneira igualitária, havendo países mais dispostos a aceitarem imigrantes do que outros.
    

    
      Desse modo, a UE passa a recorrer a externalização de fronteiras tornando-a uma das principais ferramentas para minguar a entrada desses indivíduos. A execução desse fenômeno é um elemento de poder do bloco como um conjunto e não tanto dos Estados de maneira individual, podendo ser considerada um ponto de referência dessa atuação securitária da União Europeia. Esse conceito se torna relevante principalmente após a grande crise migratória de 2015, que vem afetando massivamente a Europa, gerada em grande parte pela guerra na Síria. Dentro desse prisma, uma das ferramentas utilizadas pela União Europeia para abrandar a situação foi o Acordo de Devolução assinada pelo bloco e pela Turquia em março de 2016. Seu principal propósito foi atenuar o fluxo de imigrantes irregulares chegando a Europa através da Turquia, identificada como o maior país de trânsito para os refugiados sírios que estão a caminho da União Europeia.
    

    
      O principal ponto definido no Acordo foi que todos os novos migrantes irregulares que cruzassem da Turquia para as Ilhas Gregas a partir de 20 de março de 2016 seriam regressados à Turquia. Esse acordo é significante principalmente por ser extremamente controverso pois argumenta-se também que essa política terceiriza a responsabilidade de acolhimento de refugiados, delegando-a à Turquia. O Acordo é resultado da necessidade da UE e interesses claros e ocultos da Turquia. Os interesses nacionais devem ser compreendidos aqui como os objetivos a serem buscados pela política externa dos atores, desse modo, esses interesses formam a base da ação estatal (WELDES, 1996). Assim, é importante compreender que a assinatura e a manutenção do acordo só são possíveis devido aos diferentes interesses dos atores. Propõe-se então, mostrar que, mesmo que o Acordo tenha sido efetuado por necessidade da União Europeia, diversas foram as expectativas turcas. Desse modo, o presente trabalho pretende explorar quais os interesses, por parte da União Europeia e da Turquia, levaram à assinatura do Acordo.
              
    

    
      
    

    
      BASE TEÓRICA
      :                        
    

    
      A história síria no último século foi marcada principalmente pelo sectarismo religioso que interfere nas relações sociais e políticas do país. A grande diversidade étnica religiosa levou a diversos conflitos, principalmente entre os árabes sunitas
      
        [13]
      
       e os xiitas
      
        [14]
      
      . Em 2011, descontentamentos por parte dos cidadãos sírios quanto ao governo levaram a manifestações pacíficas que foram respondidas com brutalidade por parte do presidente Bashar Al-Assad. Ao intensificar as discussões, outros atores envolveram-se no conflito, sendo este um dos fatores que explicam a grande intensidade do conflito na Síria.
    

    
      Estima-se que essa guerra resultou 511,000 mortos até março de 2018 e 12,2 milhões de sírios forçados a se deslocarem (HUMAN RIGHTS WATCH, 2018). Muitos desses sírios fugiram para a Turquia com o intuito de chegarem à Europa, e, ao decorrer do tempo, cada vez mais sírios se arriscam na travessia clandestina pela rota do mediterrâneo oriental. Em 2015, estima-se que cerca de 799 refugiados morreram ou desapareceram na tentativa de chegar à Grécia pela Turquia e aproximadamente 856,723 de fato conseguiram chegar neste Estado europeu (DATA UNHCR, 2019:2).
    

    
      Com os números assustadores de sírios em busca de refúgio na UE, o bloco acabou por buscar medidas com o objetivo de impedir que mais pessoas chegassem em seus territórios de maneira irregular, adotando então medidas securitárias para isso. Isto pode ser justificado por diferentes motivos, principalmente pelo medo sentido pelos cidadãos europeus em relação à diferente cultura, religião, etnia do povo que chegava em grande escala, principalmente após os grandes atentados que ocorreram na Europa reivindicados pelo Estado Islâmico
      
        [15]
      
       (ISIS, sigla em inglês). Entretanto, pode-se perceber que esse medo surge mais como um preceito para fortalecer sentimentos nacionalistas, uma vez que os números de imigrantes que de fato existem na UE é inferior do que se imagina, e se for admitido que vários dos perpetuadores dos atos terroristas são na verdade cidadãos europeus que aderiram as ideias extremistas do ISIS, e não refugiados árabes. 
    

    
      Com isso, o bloco adota medidas de externalização de fronteiras para tentar atenuar a entrada desses imigrantes. Essa política é compreendida como “uma série de atividades extraterritoriais nos países de origem e de trânsito, a pedido dos Estados receptores (mais poderosos) [...] com a finalidade de controlar o movimento de migrantes em potencial” (MENJÍVAR, 2014, p. 357, tradução nossa ), a partir da criação de diferentes instituições, práticas e políticas extraterritoriais (BIALASIEWICZ, 2012 apud CASAS-CORTES et al, 2016). 
    

    
      Um exemplo claro dessa política foi a adoção do Acordo de Devolução entre a UE e a Turquia. O Acordo determinou que todos os novos migrantes irregulares que cruzassem da Turquia para Grécia por via marítima a partir de 20 de março de 2016 seriam devolvidos à Turquia. Entretanto, para cada sírio retornado à Turquia da Grécia, outro sírio seria reassentado na UE. A Turquia se responsabilizou em impedir fluxos migratórios irregulares do seu território para a UE. Em troca, a UE aceleraria o cumprimento do itinerário de liberalização de vistos com vista a suprimir os requisitos de visto para os cidadãos turcos e desembolsaria €6 bilhões até o final de 2018.
    

    
      
    

    
      METODOLOGIA:  
    

    
      
    

    
      Para tanto, o presente trabalho é baseado na análise de dados – provenientes majoritariamente do 
      DATA UNHCR
      , 
      Human Rights Watch
      ; documentos e relatórios oficiais de instituições da União Europeia; discursos políticos, como discursos oficiais do ex-ministro das Relações Exteriores da Turquia, assim como do Presidente turco; e literatura acadêmica, como Bauman, Lemberg- Pedersen, Koca. Uma metodologia qualitativa de caráter descritivo foi utilizada, de modo a analisar como o fluxo intensivo de refugiados sírios, gerado pela atuação de diferentes interesses na guerra na Síria, levou a União Europeia a interpretar a migração sob uma perspectiva securitária.
    

    
      
    

    
      CONSIDERAÇÕES FINAIS
      :                  
    

    
      
    

    
      As políticas de externalização de fronteiras se tornaram uma resposta-chave para lidar com as questões migratória da UE, principalmente com os números exorbitantes de quase 800.000 refugiados sírios entrando por mar no bloco, como resultado da Guerra na Síria. Uma mistura de medidas humanitárias e securitárias foram adotas pela UE para lidar com os refugiados. Assim, em 2015, foi estabelecido a Agenda Europeia da Migração, onde já podia-se observar intenções de políticas de externalização de fronteiras a partir da implementação de acordos com país terceiros de trânsito. Um exemplo claro desse novo foco foi o Acordo de Devolução entre a UE e a Turquia.        A implementação desse acordo foi essencial para os dois atores, cada qual com os seus respectivos interesses. Para a União Europeia, a assinatura do Acordo de Devolução teve como ponto principal controlar os grandes fluxos migratórios de refugiados sírios entrando no bloco, uma vez que a Turquia foi considerada o maior país de trânsito desses refugiados. Para a Turquia, diversos interesses favoreceram a implementação do acordo, podendo dividir entre os que estão explícitos no corpo do acordo e os que não estão oficialmente escritos. Primeiramente, a necessidade de ajuda financeira para manter os refugiados dentro da Turquia, pois ainda é o país com maior número de refugiados do mundo. Segundo a Turquia buscava a liberalização de vistos para viajar ao bloco para os seus cidadãos. Esses dois interesses estão explicitados no Acordo. O terceiro é o interesse da Turquia de se tornar um líder regional forte. E por fim, a longo prazo, a Turquia tem como interesse tornar-se parte da UE, discussão que ocorre há mais de 30 anos.
    

    
      Os resultados do Acordo até o dado momento são significantes e determinantes. Isto porque, ao determinar o mecanismo como eficiente, se estabelece o sucesso dessa metodologia como política de externalização de fronteiras, e probabilidade de voltar a ser utilizada em questões futuras pela União Europeia.
    

    
      Sem dúvidas o maior interesse da União Europeia ao firmar o acordo foi alcançado, pois nos primeiros três meses de 2016, antes da assinatura do acordo, o número 151.000 representava a quantidade de pessoas que chegaram da Turquia por mar nas Ilhas Gregas enquanto o número foi apenas 22.000 entre abril e dezembro, posterior à assinatura (ESI, 2019). Não deixando de ter atingido o objetivo, apesar do número de chegadas através da fronteira terrestre entre a Turquia e a Grécia ter aumentado de 6.600 no ano de 2017 para 18.000 em 2018 (ESI, 2019). Porém, não se pode atribuir mérito apenas à implementação do Acordo pela queda no número de refugiados chegando por mar. Isto porque as políticas migratórias turcas também tiveram um forte impacto nesses números, como foi demonstrado no trabalho.
    

    
      Para a Turquia, entretanto, os resultados não foram o esperado. Pode-se compreender que os recursos fornecidos com o acordo ajudaram demasiadamente o Estado turco em recepcionar de maneira mais adequada os refugiados e mantê-los de acordo com as diretrizes europeias. Porém, a caminhada para a liberalização do visto não ocorreu. Como resultado, em julho de 2019, foi divulgado uma pausa no vigor do Acordo de Devolução. Além disso, a UE não tem demonstrado interesse em reabrir antigas discussões de adesão da Turquia ao bloco. Entretanto, outro ganho para a Turquia foi que o Acordo possibilitou o país ser um ator importante quando tratando em questões migratórias, permitindo a Turquia manter fortes relações não só com a UE, mas também com a Rússia e o Irã (HEINRICH, 2019).
    

    
      Ainda assim, Heck e Hess (2017) afirmaram que, ao contrário do que se imaginava, a política de externalização de fronteiras abriu mais espaço para atuação do governo turco. O que fica claro é que a UE, assim como seus Estados membros, mantivera-se escusos quanto as críticas da deterioração da democracia turca e das alegações de violações dos direitos humanos, tanto para os cidadãos turcos assim como para os estrangeiros (ATAÇ et al, 2017). O que aparenta é que o acordo entre os atores forneceu elevado poder de barganha para a Turquia, ao fazer a UE dependente da “boa vontade” turca.
    

    
      Fica claro que as consequências do jogo de interesses dos atores vão para os refugiados. Enquanto a União Europeia e a Turquia utilizam esse cenário como ficha de barganha, os sírios na Turquia estão sofrendo xenofobia, dificuldades em manterem-se independentes financeiramente, dificuldades de inserção na sociedade turca. Percebe-se então que se deve colocar a garantia do bem-estar dessas pessoas vulneráveis como foco das políticas e deixar a busca dos interesses em segundo plano. 
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      PROBLEMA:
    

    
              
    

    
      Como será visto adiante, 280 milhões de pessoas de onze países que moram às margens do Nilo dependem do rio de algum modo direto ou indireto. A construção de uma Grande Barrarem na Etiópia, indubitavelmente, gerará impactos sobre todo o Rio Nilo, em que pese a sua importância interna para o desenvolvimento da nação etíope.
    

    
      Diante disso, este trabalho buscará compreender e investigar a existência de antinomias normativas entre o Direito Internacional geral que regula os rios transnacionais e os tratados já existentes sobre os direitos de alguns Estados sobre as águas do rio Nilo, além de uma perspectiva contributiva com a análise de outras experiências de governança conjunta de rios transnacionais.
    

    
      Ademais, a pesquisa tentará demonstrar os impactos da matéria nos direitos humanos dos povos que vivem ao longo do Nilo, já que da controvérsia é possível denotar o choque entre valores fundamentais para o Direito Internacional: por um lado, o Direito ao Desenvolvimento Econômico e Social e, por outro, o Direito a um Meio Ambiente Sustentável e ao Acesso Equitativo aos recursos naturais. Deste modo, procura-se verificar o sopesamento entre esses valores e a possibilidade de coexistirem, dentro das necessidades da humanidade do século XXI.
    

    
      
    

    
      CONTEXTUALIZAÇÃO TEÓRICA:
    

    
      O Direito Internacional, como grande ramo das ciências jurídicas, ramifica-se em inúmeras matérias mais específicas, sendo uma delas destinada à regulação do Domínio Público Internacional, ou seja, das áreas sob um regime jurídico internacional, assim classificadas por sua relevância para a humanidade (como a Antártida), bem como por se sobreporem a territórios de diversos Estados Soberanos.  
    

    
      Destarte, neste âmbito do Direito Internacional, encontramos as normas de ordenação dos rios internacionais, isto é, dos cursos d’água que correm em mais de um Estado, quer sejam de curso contíguo (formando fronteiras naturais entre as nações), quer de curso sucessivo (cortando o território de mais de um Estado) (CASELLA; ACCIOLY; NASCIMENTO E SILVA, 2012, p. 839).
    

    
      A regulamentação das relações entre Estados e essas áreas de domínio público internacional são de salutar importância, uma vez que existem mais de 260 (duzentos e sessenta) cursos de águas transfronteiriças espalhados pelo mundo, sendo que existem, aproximadamente, 100 (cem) lagos internacionais que são divididos por dois ou mais Estados (HURWITZ, 2014).
    

    
      Como um dos principais exemplos de rios internacionais, temos o Rio Nilo, o rio mais extenso do mundo, que cruza pelo território de onze países africanos (Sudão, Sudão do Sul, Etiópia, Egito, Uganda, Tanzânia, Quênia, Ruanda, Burundi, Eritreia, República Democrática do Congo) ao longo de seus 6.695 quilômetros (ONDAATJE, 1998).
    

    
      O Rio Nilo desempenha um importante papel na cultura, na economia e no desenvolvimento dos países por ele abastecidos, especialmente para o Egito, por se tratar da fonte de água doce mais importante deste país, representando aproximadamente 90% da água doce consumida pelos egípcios em suas atividades cotidianas (HADDAD, 2020).
    

    
      Ocorre que a Etiópia, país onde se encontra a nascente do Nilo Azul, um dos confluentes do Rio Nilo
      
        [16]
      
      , como parte de um projeto de modernização nacional e desenvolvimento econômico e social, iniciou a construção de uma grande barragem em seu território, a fim de represar o Nilo Azul, com o objetivo de geração de energia. Este projeto, iniciado em abril de 2011, ficou conhecido como “A Grande Barragem da Renascença Etíope”, por conta de seu potencial de fornecimento de energia para o país que é uma das economias que cresce mais rapidamente na África (HADDAD, 2020).
    

    
      Adiante, compreenderemos os motivos que ensejaram a realização desta pesquisa, haja vista tratar-se de um estudo de caso, no qual se busca extrair da controvérsia existente entre os países banhados pelo Nilo o conhecimento das normas de regência da matéria em disputa, bem como analisar propostas de gestão conjunta e internacional de rios internacionais, por meio de pactos regionais.
    

    
      Para as 280 milhões de pessoas dos onze países que moram às margens do Nilo, o rio simboliza a vida. Para a Etiópia, uma nova barragem garante a promessa da eletricidade necessária para seu desenvolvimento econômico e social; para o Egito, o medo de uma devastadora crise ambiental, com escassez de água e perda de biodiversidade.
    

    
      Diante destas expectativas, é possível compreender o problema da questão. Por um lado, a busca pelo desenvolvimento nacional e de um povo que tem sede de melhoria nas suas condições de vida, por outro lado, um povo que teme pela sua sobrevivência e pela manutenção do desenvolvimento econômico e social obtidos até os dias atuais.
    

    
      Deste modo, a fim de compor estes interesses conflitantes, é necessário avaliar como se dá a regulação jurídica internacional dos rios transnacionais. Cumpre iniciar situando o leitor acerca da condição jurídica do Rio Nilo: já existem tratados, da era colonial (século XX), que regulam os direitos do Egito sobre o Rio Nilo, no entanto, a Etiópia não é parte nestes tratados.
    

    
      Em 1929, o Egito e a Grã-Bretanha assinaram um acordo regulamentando os direitos das partes sobre as águas do Rio Nilo. A Grã-Bretanha ratificou o tratado como representante de Uganda, Quênia, Tanzânia e Sudão, colônias suas à época. O documento reconheceu o direito do Egito às águas do Nilo, bem como o direito de vetar qualquer projeto de irrigação que afetasse seus direitos sobre as águas do rio (HADDAD, 2020).
    

    
       Em 1959, o Egito e o Sudão assinaram um outro acordo, em complemento ao tratado de 1929. Este novo acordo conferiu ao Egito o direito a uma participação anual de 55,5 bilhões de metros cúbicos da água do Nilo (66%), cabendo ao Sudão 18,5 bilhões de metros cúbicos (22%). A Etiópia nunca foi consultada. Os 12% restantes da água do rio são consumidos pela evaporação (HADDAD, 2020). 
    

    
      Todos estes tratados bilaterais, no entanto, precedem as regras gerais de regência da matéria, que só passaram a ser discutidas em 1961, quando foi reconhecido o princípio do Uso Equitativo e Razoável dos cursos d’água internacionais, pelas nações. A partir daí foram desenvolvidos instrumentos normativos que regulam o uso das águas transfronteiriças.
    

    
      A Convenção sobre a Proteção e o Uso das Águas Transfronteiriças e Lagos Internacionais, do ano de 1992, representa o primeiro instrumento multilateral vinculativo sobre a matéria. Contando com 40 países signatários, mais a União Europeia, essa convenção foi um marco muito importante na regulamentação jurídica do uso da água doce internacional e se baseia nos seguintes pilares: (i) Uso equitativo e razoável; (ii) Obrigação de prevenção e redução de impacto danoso; (iii) Obrigação de garantir a cooperação por meio de acordos.
    

    
      Os maiores objetivos da convenção são proteger e garantir a qualidade e a quantidade das águas transfronteiriças, bem como seu uso sustentável e a respectiva gestão de tal uso. Em seu artigo 2º, alínea 5, encontram-se os princípios que devem reger o uso de águas transfronteiriças e lagos internacionais: (i) Princípio da Precaução, tido como um desdobramento do princípio do uso equitativo e razoável; (ii) Princípio do poluidor-pagador, isto é, o causador de danos por poluição deve arcar com os custos de medidas voltadas à prevenção da poluição, ao controle e à redução; (iii) Princípio de que os recursos devem ser utilizados e geridos de tal forma que a atual geração possa satisfazer suas necessidades, sem comprometer as necessidades das gerações futuras. 
    

    
      Além disso, a Convenção traz obrigações gerais – aplicadas a todos os Estados, como a obrigação pautada no princípio do uso equitativo e razoável, e obrigações específicas – aplicadas aos Estados que compartilham algum recurso, como a obrigação de realizar acordos e estabelecer órgãos conjuntos que possam fazer a gestão de suas águas transfronteiriças. 
    

    
      Porém, o maior feito desse instrumento é que, a partir dele, foram criados diversos acordos sobre águas transfronteiriças entre vários países: países de dentro e fora da União Europeia, Rússia e Mongólia, Ucrânia, Iugoslávia, dentre outros. Além de prever a criação de acordos entre os Estados, a Convenção estabelece o progresso contínuo no âmbito da cooperação. Por isso, não é apenas um texto legal, mas sim, uma ferramenta viva para a gestão do uso da água doce.
    

    
      Em 1997, por sua vez, um novo instrumento multilateral vinculativo foi aprovado: a Convenção sobre o Direito dos Usos Não-Navegáveis ​​dos Cursos de Água Internacionais. 
    

    
      Também conhecida como Convenção de Nova Iorque, essa convenção teve seu surgimento nas Regras de Helsinki, de 1966, nas quais foram identificados os princípios relacionados ao Direito das Águas.
      
        [17]
      
    

    
      Ao contrário da Convenção de 1992, este instrumento normativo levou quase dezessete anos para entrar em vigor, desde a sua criação. O seu maior objetivo foi regular o uso não relacionado à navegação nos cursos de água internacionais. Nesse sentido, ela estabelece, em seu artigo 5º, que os Estados devem usar um curso de água internacional (“
      international watercourse”
      ) de maneira equitativa e razoável. Isso faz com que a soberania dos Estados seja exercida de forma limitada.
    

    
      A Convenção também estabelece alguns critérios para definir o uso equitativo e razoável do recurso natural, no artigo 6º, devendo ser levados em conta: (i) Fatores geográficos, climáticos e hidrológicos; (ii) A dependência da água transfronteiriça por parte da população; e; (iii) Necessidades sociais e econômicas.
    

    
      A Convenção ainda traz obrigações para os Estados, como a obrigação de não causar danos significativos (art. 7º), no uso de um curso de água transfronteiriça dentro de seu território, por meio da adoção de todas as medidas apropriadas para prevenção de referidos danos. 
    

    
      Em caso de conflito envolvendo um curso de água internacional, o artigo 10 da Convenção define que ele deve ser resolvido dando especial atenção à vida humana e suas necessidades. 
    

    
      Todos esses tratados, pela grande adesão dos Estados, pautando sua prática internacional e sua 
      opinio iuris
      , consolidaram-se como Costumes Internacionais, tal como previsto no artigo 38 da Convenção de Viena sobre Direito dos Tratados
      
        [18]
      
       e, assim, vinculam todos os países do planeta Terra. Por se tratar de normas gerais e fundamentais nas relações entre as nações, não podem ser derrogadas, exceto por outras normas da mesma natureza, denotando o seu caráter de 
      jus cogens
      
        [19]
      
      , hierarquicamente superior a outras normas, por tutelarem os valores mais fundamentais da humanidade.
    

    
              Diante de todo o arcabouço normativo que floresceu, da década de 90 do século XX até os dias atuais, e, tendo em vista a controvérsia entre Etiópia e Egito, bem como os tratados que precederam a regulação multilateral do tema, este trabalho buscará compreender a relação normativa das regras existentes, balizadas pelos princípios e regras do Direito Internacional Contemporâneo, bem como buscará ofertar uma proposta de solução para casos similares, tendo em vista pactos regionais já existentes sobre a matéria.
    

    
      
    

    
      HIPÓTESES:
    

    
              O presente trabalho buscará responder as seguintes questões: (i) 
      Existem antinomias normativas entre os tratados firmados nos anos de 1929 e 1959 acerca dos direitos sobre as águas do Rio Nilo (Egito, Reino Unido e Sudão) e as normas gerais que definem o regime jurídico dos rios transnacionais, que vigoram desde a década de 90 do século XX?; 
      (ii) 
      A qual regime jurídico, em se tratando do Rio Nilo, a Etiópia se encontra vinculada?; 
      (iii) 
      É possível balizar e harmonizar o desenvolvimento econômico e social sustentável das nações banhadas pelo rio Nilo com a construção de barragens?; 
      (iv) 
      Em que medida os direitos humanos ao meio ambiente equilibrado e o direito ao desenvolvimento econômico e social são afetados, diante do panorama do caso em epígrafe?
    

    
              
      Até o momento presente, foi possível ter em vista algumas possíveis respostas aos questionamentos acima elencados. Em relação às antinomias normativas apontadas, tendo em vista as disposições da Convenção de Viena sobre Direito dos Tratados de 1969 (CVDT) e das Convenções relativas à regulação dos rios transnacionais, denota-se que os tratados firmados nas décadas de 20 e 50 do século XX, não vinculam a Etiópia e estabelecem direitos desproporcionais entre as nações banhadas pelo Nilo.
    

    
              Ademais, em relação ao atual regime jurídico vigente, ainda com base nos tratados supracitados, acredita-se que o regime geral da Convenção de Nova Iorque tenha se convalidado em norma costumeira internacional (artigo 38 da CVDT), sendo assim, vinculativa para todas as nações.
    

    
              Relativamente às questões de desenvolvimento sustentável e do equilíbrio entre as obrigações ambientais e a contemplação de Direitos Humanos, existem estudos (HADDAD, 2020) que verificam os impactos das barragens nos direitos humanos e no meio ambiente, demonstrando os impactos negativos destas infraestruturas e sugerindo outras fontes de energia limpa para países que optam por esta fonte de geração. 
    

    
              Por derradeiro, as obrigações e direitos ambientais, em conjunção com a contemplação plena dos direitos humanos, denotam que, por força da transgeracionalidade destes direitos, há de se ter muita cautela no planejamento e execução de projetos de infraestrutura nacionais com impactos tão profundos no meio ambiente local e regional, sempre primando pela escolha de opções que gerem menos impactos, em atino com os interesses dos povos e das nações que compartilham os recursos ambientais envolvidos.
    

    
      
    

    
      METODOLOGIA:

      
    

    
              A metodologia base do presente trabalho é o método científico indutivo, ou seja, o raciocínio que, após considerar um número de casos particulares (como a experiência Senegalesa e outras que serão utilizadas no decorrer da pesquisa), traz conclusões que possam ser aplicadas em problemas mais gerais, ou que, ao menos, possuam alguma validade e contribuição para a aplicação futura.
    

    
               A indução, ao contrário da dedução, parte de dados particulares da experiência sensível, portanto, para uma análise qualitativa do tema, também foi eleita a estratégia de pesquisa do estudo de caso, cujo mérito está na contribuição do entendimento dos fenômenos individuais, dos processos organizacionais, políticos e jurídicos da sociedade. 
    

    
              O presente trabalho terá como paradigma o caso do Rio Nilo, a experiência de governança do Rio Senegal e da Comissão da Corrente de Benguela, todas oriundas do continente africano. 
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      A presente resenha tem por objetivo refletir os principais aspectos do livro “A (re)invenção dos direitos humanos”, escrito por Joaquín Herrera Flores, traduzido e publicado no Brasil em 2009 pela editora Fundação Boiteux. A temática central da obra é voltada para a discussão sobre os direitos humanos, na qual o autor apresenta uma alternativa ao já adotado modelo tradicional, apontando os motivos que justificam a necessidade de uma releitura destes direitos. 
    

    
      O autor da obra, Joaquín Herrera Flores, foi um jurista e filósofo nascido em Sevilla, na Espanha. Doutor em Direito, dentro de toda produção científica de Herrera, destaca-se a discussão sobre uma teoria crítica dos direitos humanos, em que se percebe a inconformidade do autor frente as perspectivas atuais embasadas em um contexto neoliberal, individualista e explorador. Nesse sentido, defende uma nova linha de pensamento em acordo com a lutas sociais e necessidades humanas 
    

    
      O primeiro ponto abordado é as diferenças entre o contexto no qual surgiu o debate dos direitos humanos com a realidade atual da temática. Os principais textos que se inserem nesse tópico apareceram no contexto da Guerra Fria, na qual dois grandes sistemas disputavam o domínio global. Sabe-se que também
       
      aconteciam processos de descolonização, e o Estado, por meio políticas públicas, buscava frear as consequências de um mercado competitivo. 
    

    
      Contudo, tem-se hoje a atuação de um Estado mínimo, o qual é controlado pelo mercado (percebe-se o protagonismo de instituições globais
       
      como o Fundo Monetário Internacional e a Organização Mundial do Comércio). Nesse sistema neoliberal e individualista, o discurso em defesa das “liberdades” (como por exemplo a livre concorrência e a propriedade privada) transformam os direitos – tidos anteriormente como garantias - em custos que devem ser reduzidos. Assim sendo, faz-se necessário inserir os direitos em uma dinâmica social contextualizada voltada para a coletividade.  
    

    
      Em seguida o autor propõe analisar os direitos humanos em três
       
      níveis (o “o quê”, “por quê” e o “para quê”). Herrera define os estes direitos como os processos voltados para a aquisição de bens (materiais e imateriais) exigíveis para uma vida digna, como por exemplo a moradia, o meio-ambiente, alimentação sadia e o lazer. No entanto, os processos para obtenção de tais bens são injustos e desiguais, e poucos indivíduos são realmente capazes de obtê-los (este é o “por quê” dos direitos). Por fim, o “para quê” aborda o objetivo de tais processos, nos quais se tem a dignidade que se concretiza com o acesso justo e igualitário aos bens necessários.
    

    
      Resumidamente, as bases da nova proposta apresentada e defendida pelo autor são: reconhecer a necessidade de se obter um conjunto de bens (materiais e imateriais) determinados pela realidade cultural de cada indivíduo, entender que o acesso a tais bens se dá de modo desigual dependendo dos valores a que se está inserido, admitir a dificuldade dos grupos marginalizados em obter êxito, buscar a igualdade de acesso aos bens para se ter uma vida digna, e por fim, assegurar garantias sociais, jurídicas, econômicas e políticas que vincule os sujeitos nacionais e internacionais no respeito às conquistas obtidas nas lutas pela dignidade. 
    

    
      O autor apresenta sete pontos que externam a complexidade dos diretos humanos sendo eles: a cultural, empírica, jurídica, científica, filosófica, política e econômica.  
    

    
      Ao descrever a complexidade cultural, o autor defende que o entendimento que se tem de direitos humanos atualmente surgiu a partir de concepções ideológicas e culturais puramente ocidentais, consequentemente em diversos casos ocorre a imposição de tais valores em grupos e povos com uma bagagem cultural completamente distinta. 
    

    
      Na complexidade empírica, o autor critica a ideia que apresenta os direitos humanos como uma realidade universal, na qual cada ser humano, pelo simples fato de nascer, tem estes direitos reconhecidos. Para ele os direitos possuem uma natureza de “dever ser”, portanto, não se trata de um fato já consolidado, mas sim de uma construção por meio de ações sociais, políticas públicas e econômicas. 
    

    
      Em seguida observa-se a complexidade jurídica, neste ponto Herrera apresenta as normas como instrumento para satisfazer as demandas da sociedade, contudo, é preciso compreender que elas se encontram inseridas em um sistema de valores que influenciará o modo como se dá o acesso aos bens. Por isso que no contexto neoliberal, no qual se prioriza o mercado em detrimento do bem-estar social, é possível notar que nem todos tem igual acesso aos bens e instrumentos necessários para uma vida digna. 
    

    
      Na complexidade científica, extrai-se que para que se explore cientificamente os direitos humanos deve-se abandonar as análises neutras e estudá-lo a partir da realidade e dos valores em que se inserem.  
    

    
      Nesse mesmo sentido, tanto a complexidade filosófica, quanto a política determinam que os direitos humanos só são capazes de serem lidos a partir de seu contexto histórico, político, sociais, econômicos e territoriais. Por fim, a complexidade econômica apresenta os direitos humanos na visão neoliberal que reduziu o homem a se tornar um mero indivíduo de mercado. 
    

    
      O autor apresenta a formulação de uma metodologia relacional que busca entender os direitos humanos em meio a todas as suas complexidades e contextos. Para tanto, utilizando-se dessa metodologia e procurando afastar-se dos reducionismos e simplismos trazidos na concepção tradicional, leva-se em conta a interação do conjunto de ideias, instituições (como a família ou movimentos sociais), as forças produtivas (recursos humanos, tecnologias) e as relações sociais de produção. 
    

    
      Para fins de estudo e aprofundamento,
       
      nessa nova teoria/abordagem dos direitos humanos, de acordo com metodologia relacional apresentada anteriormente, Joaquín faz uso de um esquema denominado diamante ético. O autor faz uso dessa imagem comparando a formação de um diamante (que é a junção de cristais no decorrer do tempo formados pela superposição de materiais) com os direitos humanos que são fruto de lutas que ocorreram ao longo do tempo.  
    

    
      Herrera dividiu os elementos do diamante em dois eixos: vertical e horizontal. O primeiro eixo estaria relacionado a teorias, posição, espaço, valores, narração e instituições, enquanto o segundo a forças produtivas, disposição, desenvolvimento, práticas sociais, historicidade e relações sociais. Estes dois eixos se cruzam na dignidade humana, que ocupa o centro do diamante. Com isso o autor demonstra a dinamicidade dos direitos quando entendidos como uma construção coletiva. 
    

    
      A obra de Joaquín Herrera Flores aqui analisada propõe uma nova abordagem da temática dos direitos humanos, a qual os define como processos e lutas pelo acesso aos bens materiais e imateriais necessários para se ter uma vida digna. Eles devem ser lidos e compreendidos considerando o contexto econômico, político, social e cultural ao qual estão inseridos.  
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      Resumo
      : O presente estudo tem como propósito investigar a caracterização dos atos de corrupção como grave violação de direitos humanos, e, por conseguinte, a possibilidade de manejo do instituto da federalização, previsto no artigo 109, §5º, da Constituição Federal, como instrumento residual de tutela da probidade administrativa, diante de eventual insuficiência das instâncias ordinárias de responsabilização. Inicialmente, são apresentadas as linhas gerais do instituto da federalização, materializado no incidente de deslocamento de competência. Em seguida, passamos ao exame do fenômeno da corrupção como violador de direitos humanos, tendo por norte as disposições decorrentes de tratados internacionais que impõem ao Brasil a obrigação de combater os atos de corrupção. Por fim, examinamos a viabilidade da aplicação do instituto às ações cíveis que tenham por objeto a apuração de condutas lesivas à Administração Pública, tais como definidas nos tratados internacionais que regem a matéria. Desse modo, ancorando-se na análise dos diplomas internacionais pertinentes, bem como na doutrina especializada, objetivamos apontar a pertinência do instituto para a defesa da moralidade na Administração Pública, bem como a sua importância no contexto da responsabilidade internacional, eis de que se trata do último recurso interno destinado a prevenir a responsabilização do Estado Brasileiro por graves violação a direitos humanos.
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      Abstract: 
      The purpose of this study is to investigate the characterization of corruption as a serious violation of human rights, and, consequently, the possibility of using the federalization of lawsuits, as provided for in article 109, paragraph 5, of the Brazilian Federal Constitution, as a residual instrument to protect administrative probity, in the event of an insufficiency of the ordinary state authorities. Initially, we present the general lines of the federalization, materialized in the incident of competence displacement. We then proceed to examine the phenomenon of corruption as a violation of human rights, based on the provisions of international treaties that impose on Brazil the obligation to combat acts of corruption. Finally, we examine the possibility of applying the rule to civil lawsuits that pursue the investigation of acts against the Public Administration, as defined by the international treaties that regulate the matter. Thus, based on the analysis of the international treaties as well as the specialized doctrine, we aim to point out the pertinence of the norm for the defense of morality in Public Administration, as well as its importance in the context of international responsibility, as it is the last internal judicial instrument to avoid the Brazilian State from being held responsible for serious human rights violations.
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      INTRODUÇÃO
    

    
      A repacificação da Europa após 1945 trouxe consigo uma mudança de perspectiva na promoção e na concretização dos direitos basilares que haviam sido objeto de desprezo no interior de muitos estados envolvidos nas guerras. Neste contexto, a recente experiência havia demonstrado que a delimitação dos direitos humanos às fronteiras internas não era suficiente para evitar a repetição de tais atrocidades, o que motivou o fenômeno da internacionalização dos direitos humanos, tendo como marcos iniciais a Declaração Universal dos Direitos Humanos, proclamada pela Assembleia Geral das Nações Unidas em 10 de dezembro de 1948
      
        [20]
      
       e a Convenção Internacional sobre a prevenção e punição do crime de genocídio, aprovada pelo mesmo órgão em 9 de dezembro de 1948
      
        [21]
      
      .
    

    
      Nas décadas que se seguiram até a atualidade, proliferam-se as declarações e tratados internacionais destinados à tutela dos direitos humanos, ampliando seu objeto temático às mais diversas áreas, de modo a abranger os chamados direitos civis, políticos, sociais, culturais, rendendo ensejo também às diversas classificações doutrinárias, tal como a teoria intergeracional, que os categoriza em direitos de primeira, segunda, terceira, quarta e até quinta geração
      
        [22]
      
      . Num primeiro momento, foram instituídos mecanismos de monitoramento da implementação de tais direitos no âmbito dos estados signatários, consubstanciados em comitês e comissões temáticas
      
        [23]
      
      . Posteriormente, vieram a lume os tribunais judiciários especializados na temática dos direitos humanos, dos quais são exemplos o Tribunal Penal Internacional, no âmbito universal e, as diversas cortes regionais, tais como a Corte Interamericana de Direitos Humanos, o Tribunal Africano dos Direitos Humanos e dos Povos e o Tribunal Europeu dos Direitos Humanos. 
    

    
              Tão logo estabelecida a possibilidade de se responsabilizar internacionalmente os estados pela violação de direitos humanos perpetrada em seus territórios, alguns diplomas convencionais passaram a prever que, nas soberanias organizadas sob a forma de federação, o poder central é responsável pelos ilícitos praticados pelos seus estados-membros
      
        [24]
      
      . Trata-se da positivação de regra consuetudinária do direito internacional, visto que a personalidade jurídica, no plano do direito das gentes, reveste apenas o estado soberano e não as suas divisões internas, ainda que dotadas de certa autonomia pelo direito interno (REZEK, 2014, p. 168).
    

    
              No ano de 1998, pela primeira vez, o Brasil aderiu à jurisdição de um tribunal internacional de âmbito regional, especialmente vocacionado à proteção dos direitos humanos
      
        [25]
      
      . Trata-se da Corte Interamericana de Direitos Humanos, sediada em São José da Costa Rica, instituição judiciária autônoma cujo objetivo é a aplicação e a interpretação da Convenção Americana sobre Direitos Humanos
      
        [26]
      
      . Em 2006, sobreveio nossa primeira condenação por violação aos direitos consagrados na Convenção Americana sobre Direitos Humanos. Logo nesta primeira ocasião, já se verificou que parte dos fatos que culminaram na condenação do Brasil referiram-se à violação das garantias judiciais e à proteção judicial, consagrados nos artigos 8.1 e 25.1 da Convenção Americana sobre Direitos Humanos, devido à omissão das autoridades do Estado do Ceará em investigar e promover a punição dos responsáveis pela violência perpetrada contra Damião Ximenes, vítima de agressões em instituição hospitalar daquele estado federado
      
        [27]
      
      . Não tardou para que o Brasil recebesse outras quatro condenações na Corte em razão de atos ilícitos perpetrados por autoridades estaduais, sem qualquer solução efetiva no âmbito os respectivos estados-membros
      
        [28]
      
      .
    

    
              Com o fito de prevenir novas condenações internacionais em virtude de atos praticados no âmbito dos estados-membros, a reforma do Poder Judiciário, levada a efeito pela Emenda Constitucional nº 45 de 2004, instituiu o incidente de deslocamento de competência, possibilitando que, em caso de grave violação de direitos humanos, o Superior Tribunal de Justiça, a pedido do Procurador-Geral da República, determine o deslocamento de inquéritos e processos para a Justiça Federal
      
        [29]
      
      . Observe-se que o constituinte derivado não estabeleceu detalhes acerca da abrangência do instituto, tampouco as nuances processuais, tarefas que vêm sendo desempenhadas pelo Superior Tribunal de Justiça
      
        [30]
      
       e que são objeto de regulamentação pelo Projeto de Lei do Senado nº 6.647/2006, em tramitação na Câmara dos Deputados.
    

    
              É importante ressaltar que o propósito deste estudo não é esgotar a discussão a respeito de todas as hipóteses em que pode ser suscitado o deslocamento de competência, tampouco as minúcias processuais que vêm sendo paulatinamente delineadas pela jurisprudência. Pretende-se, outrossim, examinar a possibilidade jurídica de se deslocar para a Justiça Federal as ações judiciais de natureza cível e os respectivos inquéritos, em trâmite nos órgãos estaduais e que tenham por objeto sancionar condutas gravemente violadoras da probidade na Administração Pública. Evidentemente, como será mais bem detalhado ao longo do texto, tal instrumento deve ser empregado de forma residual, desde que presentes os requisitos constitucionais, especialmente a comprovada ineficiência das instâncias locais de apuração e julgamento.
    

    
              A averiguação de tal hipótese perpassa pela análise dos tratados internacionais ratificados pelo Brasil e cuja temática se refere ao combate da corrupção no interior dos estados signatários
      
        [31]
      
      . Em sequência, com arrimo na doutrina especializada, será analisada a caracterização dos atos de corrupção, tais como definidos nos normativos internacionais, como sendo aptos a provocar grave violação de direitos humanos, o que, por conseguinte, poderia implicar na responsabilidade internacional do Estado Brasileiro perante os órgãos de responsabilização.
    

    
      	
        O INCIDENTE DE DESLOCAMENTO DE COMPETÊNCIA
      

    

    
      1.1 Origens e conceito
    

    
      A Emenda Constitucional nº 45/2004 introduziu no ordenamento jurídico brasileiro o incidente de deslocamento de competência, instituto que possibilita a federalização de inquéritos ou processos, mediante suscitação do Procurador-Geral da República ao Superior Tribunal de Justiça, nas hipóteses de grave violação de direitos humanos, com a finalidade de assegurar o cumprimento de obrigações decorrentes de tratados internacionais nos quais o Brasil seja parte.
    

    
      Destarte, o instituto da federalização, materializado no incidente de deslocamento de competência, resultou na inclusão do §3
      o
       ao artigo 109 da Constituição Federal, assim redigido:
    

    
      
    

    
      Art. 109 §3º. Nas hipóteses de grave violação de direitos humanos, o Procurador-Geral da República, com a finalidade de assegurar o cumprimento de obrigações decorrentes de tratados internacionais de direitos humanos dos quais o Brasil seja parte, poderá suscitar, perante o Superior Tribunal de Justiça, em qualquer fase do inquérito ou processo, incidente de deslocamento de competência para a Justiça Federal.
    

    
      
    

    
      Desde sua introdução em 2004, até o ano de 2019, o instituto processual da federalização foi suscitado pelo Procurador-Geral da República em oito ocasiões, tendo sido deferido em três oportunidades
      
        [32]
      
      , indeferido em uma
      
        [33]
      
       e aguardando julgamento com relação a outros quatro incidentes.
      
        [34]
      
       
      Com exceção do último incidente ajuizado, todos os demais expedientes se referem a processos criminais ou inquéritos policiais que têm por objeto crimes de homicídio.
    

    
      De acordo com a jurisprudência consolidada nos incidentes julgados procedentes até a presente data, faz-se necessária a concomitância dos seguintes requisitos: a) a existência, ao menos em tese, de grave violação de direitos humanos; b) a possibilidade de responsabilização internacional, decorrente de obrigações positivadas em tratados incorporados ao ordenamento jurídico pátrio; e c) a deficiência dos órgãos estaduais na investigação, processamento e julgamento do caso.
      
        [35]
      
    

    
      Destarte, a análise dos incidentes de deslocamento de competência julgados procedentes pelo Superior Tribunal de Justiça deixa patente que é real a possibilidade de deficiência das instituições locais na apuração, processamento ou julgamento de causas que envolvem manifesta violação de normas de direitos humanos.
    

    
      Com relação aos motivos que ensejaram o ajuizamento dos incidentes, nota-se que em parte dos casos apresentados pelo Procurador-Geral da República (IDCs nº 3, 9 e 10) foi apontada a participação de agentes policiais na prática dos crimes. No IDC nº 3, foi noticiado o desentendimento entre a Ministério Público local e a Polícia Civil. No IDC nº 9, por sua vez, foram verificadas deficiências na investigação operada pela polícia judiciária, sem qualquer postura efetiva por parte do Ministério Público do Estado. Houve, ainda, caso em que as autoridades responsáveis pela persecução criminal se empenharam em obter a condenação, mas os acusados acabaram absolvidos (IDC nº 10).
    

    
      Enfim, pode-se constatar que, em determinados casos, as instâncias de investigação, acusação e processamento dos entes federados efetivamente podem falhar na condução dos atos que, originariamente, pertencem à sua esfera de competência. Em decorrência de tal atuação viciada, pode-se gerar demora injustificada na investigação ou na prestação jurisdicional e, em última análise, até a impunidade aos violadores de direitos humanos, o que poderá ensejar a responsabilização internacional do Estado Brasileiro.
    

    
      Expostas as características essenciais acerca da federalização de processos sobre graves violações de direitos humanos, passa-se ao exame, em linhas gerais, da pertinência do instrumento para o fim de prevenir a caracterização do ilícito internacional e, por conseguinte, elidir o Estado Brasileiro dos dissabores da responsabilização internacional.
    

    
      1.2 O IDC e a responsabilidade internacional  do Estado por violações de Direitos Humanos 
    

    
      Com efeito, o incidente de deslocamento de competência funda-se na chamada cláusula federal, norma prevista em diversos tratados regionais e universais de direitos humanos e que consiste na atribuição de responsabilidade ao governo central por atos praticados pelas unidades fracionárias dos estados organizados na forma de federação.
    

    
      Dentre os diplomas internacionais de proteção aos direitos humanos vigentes entre nós, destaca-se a Convenção Americana sobre Direitos Humanos, ratificada pelo Brasil com hierarquia de norma supralegal
      
        [36]
      
       e à cuja Corte o Estado Brasileiro manifestou adesão
      
        [37]
      
      . No que concerne à obrigação do poder central de zelar para que um ilícito internacional não seja perpetrado por uma de suas entidades políticas, dispõe o artigo 28.1:
    

    
      
    

    
      Artigo 28. 1. Quando se tratar de um Estado Parte constituído como Estado Federal, o governo nacional do aludido Estado Parte cumprirá todas as disposições da presente Convenção, relacionadas com as matérias sobre as quais exerce competência legislativa e judicial. 2. No tocante às disposições relativas às matérias que correspondem à competência das entidades componentes da federação, 
      o governo nacional deve tomar imediatamente as medidas pertinentes, em conformidade com a sua constituição e suas leis, a fim de que as autoridades competentes das referidas entidades possam adotar as disposições cabíveis para o cumprimento desta convenção. 
      (grifo nosso)
    

    
      
    

    
      Isto posto, é certo que a União possui um papel dúplice no federalismo brasileiro: é um ente federativo, assim como os Estados e os Municípios e, além disso, representa a República Federativa do Brasil no âmbito internacional. Esta segunda característica é inferida da competência que é atribuída pela Constituição ao poder federal para manter relações com Estados estrangeiros e organizações internacionais
      
        [38]
      
       e, também, da cláusula federal expressa em tratados internacionais
      
        [39]
      
      .
    

    
      Com efeito, é o Estado Brasileiro, e não suas unidades federadas, quem detém personalidade jurídica de direito internacional. Neste sentido, pertinente o ensinamento de Francisco Rezek:
    

    
      A ação ou omissão como ilícita à luz do direito das gentes deve ser imputável a uma pessoa jurídica inscrita nessa mesma ordem, ou seja, a um Estado ou a uma organização internacional. Diz 
      indireta
       a responsabilidade quando o Estado responde pelo ilícito provocado por dependência sua (tal era o caso dos territórios sob tutela ou protetorado), como na hipótese de 
      associação 
      (Porto Rico em relação aos Estados Unidos da América), e também nos modelos federativos. Desse modo, a província federada, embora tenha aquilo que chamamos de personalidade de direito público interno, é inidônea para figurar numa relação internacional: o ilícito que tenha causado será de responsabilidade da soberania a que se subordina.
    

    
      Direta, por outro lado, é a responsabilidade do Estado pela ação de seus órgãos de qualquer natureza ou nível hierárquico: não está excluída a possibilidade de imputar-se ao Estado o ilícito resultante do exercício de competências legislativas ou judiciárias. (REZEK, 2014, p. 168)
    

    
      
    

    
      No âmbito da Corte Interamericana de Direitos Humanos, o Estado Brasileiro, até o ano de 2017, sofreu seis condenações por graves violações de direitos humanos perpetradas em seu território.
      
        [40]
      
       Mediante a breve análise de tais casos, é possível identificar quatro hipóteses em que o Brasil foi condenado por atos ilícitos praticados por autoridades sujeitas à jurisdição dos estados-membros.
    

    
      O primeiro caso, 
      Ximenes Lopes vs. Brasil
      , refere-se ao falecimento de Damião Ximenes Lopes, em decorrência de maus-tratos sofridos em casa de repouso situada no município de Sobral/CE. Na hipótese, as violações de direitos humanos que culminaram no final trágico se originaram de atos de particulares, eis que se tratava de nosocômio privado, mantido com recursos do Sistema Único de Saúde. Contudo, a sentença da Corte, além de estabelecer a responsabilidade estatal por atos de pessoas privadas, expressamente dispôs que o Brasil violou as garantias judiciais e à proteção judicial consagrados nos artigos 8.1 e 25.1 da Convenção Americana Sobre Direitos Humanos, devido à omissão das autoridades cearenses em investigar e promover a punição dos responsáveis pela violência perpetrada contra Damião Ximenes. Deste modo, a condenação se firmou, também, em razão de ilícitos praticados pelas autoridades estaduais responsáveis pela persecução penal.
    

    
      Ainda mais elucidativo para os fins deste trabalho é o 
      Caso Escher e outros vs. Brasil
      , hipótese em que todos os atos ilícitos foram praticados por autoridades públicas do Estado do Paraná. Conforme consta na sentença de mérito proferida em 6 de julho de 2009, houve violação dos direitos à vida privada, honra e reputação das vítimas, em razão de interceptação telefônica ilegal e posterior divulgação do conteúdo das gravações, materializada por ato da polícia militar do Paraná, após autorização do Poder Judiciário Estadual. Em que pese a expressa oposição do Ministério Público local, que desde o início manifestou-se pela ilegalidade da medida, tal não foi suficiente para evitar a concretização dos atos ilícitos, culminando, posteriormente, na condenação do Estado Brasileiro na Corte IDH.
    

    
      No mesmo ano, a Corte deliberou sobre o 
      Caso Garibaldi e outros vs. Brasil
      , também referente a violações de direitos humanos levadas a efeito por agentes públicos do Estado do Paraná. Tratou-se de homicídio praticado no contexto de despejo extrajudicial promovido com disparos de arma de fogo em fazenda ocupada por integrantes do Movimento dos Trabalhadores Rurais Sem Terra (MST), o que culminou no falecimento de Sétimo Garibaldi, baleado por um dos homens encapuzados, ao sair de sua barraca. Conforme consta na sentença, foram verificadas uma série de irregularidades nas investigações, resultando no arquivamento do inquérito policial e na impunidade dos autores do crime.
    

    
      Em 16 de fevereiro de 2017, a Corte proferiu sentença condenatória no 
      Caso Cosme Rosa Genoveva e outros vs. Brasil 
      (Caso Favela Nova Brasília), em razão da prática de vinte e seis homicídios qualificados, precedidos de estupros e torturas, a cargo de agentes da Polícia Civil do Rio de Janeiro, em favela situada dentro do Complexo do Alemão.
    

    
      Por derradeiro, o Brasil foi condenado em 2018 por violar o direito à propriedade coletiva do povo indígena Xucuru, devido à morosidade no processo de demarcação de terras indígenas
    

    
      É imperioso salientar que, na redação constitucional vigente antes da Emenda nº 45, havia um paradoxo. Isto porque, uma vez estabelecida a responsabilidade internacional do Estado Brasileiro por violações aos direitos humanos, tal reponsabilidade, no plano interno, é suportada pela União, unidade federada à qual incumbe dar cumprimento às decisões emanadas dos tribunais internacionais. Não obstante a responsabilização a ele atribuída, o ente federal não dispunha, a seu cargo, de um mecanismo efetivo para prevenir a ocorrência do ilícito internacional
      
        [41]
      
      . Assim, impunham-se à União os ônus de eventual responsabilidade, sem que, contudo, ela dispusesse de instrumentos efetivos para apurar e punir as graves violações de direitos humanos praticadas em território nacional.
    

    
      Desse modo, a federalização dos casos que envolvem graves violações de direitos humanos, longe de ser um substitutivo das competências constitucionais dos estados-membros, afigura-se como um instrumento subsidiário de fixação da competência federal, a fim de evitar a responsabilidade internacional do Estado pelo descumprimento de compromissos assumidos no âmbito externo e incorporados ao ordenamento jurídico pátrio.
    

    
      Isto posto, passa-se ao estudo da corrupção como integrante do conceito de “grave violação de direitos humanos”, perpassando pela análise dos diplomas internacionais pertinentes, a fim de compreender, em seguida, as razões pelas quais o incidente de deslocamento de competência pode ser pertinente para o combate à improbidade administrativa no país.
    

    
      2. CORRUPÇÃO COMO GRAVE VIOLAÇÃO A DIREITOS HUMANOS
    

    
      2.1 Delimitação do termo "Direitos Humanos" 
    

    
              Os direitos humanos consistem em um complexo de direitos destinados, essencialmente, a assegurar uma vida humana pautada pelos valores de liberdade, igualdade e dignidade (RAMOS, 2017, p. 29). Em outras palavras, trata-se do complexo de normas, positivas ou não, que, erigindo o ser humano como centro do ordenamento jurídico, tem por escopo garantir um patamar mínimo de direitos a todos, independentemente de origem, condição social ou qualquer outro fator de diferenciação.
    

    
              De modo geral, a doutrina atribui aos direitos humanos as seguintes características principais: universalidade (direitos de todos), essencialidade (valores indispensáveis), superioridade normativa ou preferenciabilidade (com relação às demais normas) e reciprocidade (sujeitam todos, Estado e particulares, ao seu cumprimento). (RAMOS, 2017, p. 31-31).
    

    
              Diante de sua permanente construção histórica, os direitos humanos não encerram um rol exaustivo, tampouco ensejem a ideia de superação de uma categoria de direitos por outra. São, na verdade, complementares. Fixadas tais premissas, é pertinente, para fins de conceituação, a teoria das gerações ou dimensões, proposta pelo jurista francês, de origem tcheca, Karel Vasak. Em linhas gerais, a primeira geração engloba os direitos de matriz liberal, proclamados após a Revolução Francesa e de índole absenteísta. São os direitos de liberdade, ou de defesa, que limitam as ingerências do estado sobre o ser humano. Em seguida, a segunda geração de direitos, posterior à Revolução Industrial, tem por escopo a proteção dos direitos positivos, ou seja, os direitos econômicos, sociais e culturais, que dependem de prestações positivas do estado. Por derradeiro, a terceira geração materializa os direitos de ordem coletiva ou difusa, tais como o meio ambiente equilibrado, à paz e à segurança mundiais, dentre outros associados à ideia de fraternidade (MARMELSTEIN, 2011, p.42).
    

    
              Quanto às preferências terminológicas, costuma-se empregar a locução “direitos humanos” para designar os direitos essenciais oriundos de diplomas internacionais
      
        [42]
      
      . Com frequência, a expressão também é empregada como gênero, a abranger tanto os direitos já expressos nos ordenamentos, quanto aqueles ainda não positivados, mas decorrentes de fontes não escritas do direito ou, ainda, implícitos em normas positivas. Já o termo “direitos fundamentais”, no Brasil, é frequentemente utilizado para designar aqueles expressos na Constituição da República (MARMELSTEIN, 2011, p. 27). De todo modo, não se trata de conceito inflexível, havendo menção a “direitos fundamentais” em tratados internacionais
      
        [43]
      
      , bem com a preferência, por vezes, da expressão “direitos do homem”
      
        [44]
      
      .
    

    
              De todo modo, a confusão terminológica perde sua razão de ser com a crescente interligação entre as normas internacionais e o ordenamento jurídico doméstico, bem como a tendência à aceitação da obrigatoriedade da jurisdição internacional de direitos humanos. No presente trabalho, por questão metodológica, as normas definidoras de direitos humanos abordadas são aquelas oriundas de tratados internacionais, ratificados pelo Brasil. Esta parece ter sido a preferência do Constituinte ao estabelecer, no §5º do artigo 109, expressa restrição às regras convencionais:
    

    
      Nas hipóteses de grave violação de direitos humanos, o Procurador-Geral da República, com a finalidade de assegurar o cumprimento de 
      obrigações decorrentes de tratados internacionais de direitos humanos dos quais o Brasil seja parte
      , poderá suscitar, perante o Superior Tribunal de Justiça, em qualquer fase do inquérito ou processo, incidente de deslocamento de competência para a Justiça Federal (grifo nosso).
    

    
      
    

    
      Por derradeiro, frisa-se que a definição da abrangência do conceito de “graves violações de direitos humanos” a fim de se admitir a federalização dos processos deve ser perseguida no próprio direito internacional, tendo em vista o propósito do instituto, qual seja, assegurar o cumprimento das obrigações assumidas no plano externo. A esse respeito:
    

    
      Não é tarefa do legislador brasileiro definir uma lista fechada de crimes ou de violações a direitos humanos. A um, porque contraria a própria concepção universal desses direitos. A dois, porque um dos pressupostos do IDC é o risco de responsabilização internacional decorrente de obrigações assumidas em tratados internacionais, o que significa que se deve buscar no Direito Internacional Público (normas internacionais devidamente incorporadas ao direito interno) as violações aos direitos humanos capazes de ensejar a responsabilização estatal e, portanto, passíveis de ser federalizadas. (BARBOSA, 2011, p. 96)
    

    
      
    

    
      Dito isto, cumpre analisar o fenômeno da corrupção no plano internacional, para fins de se proceder ao exame das normas ali previstas e seus valores subjacentes, os quais se apresentam como indissociáveis do próprio conceito de direitos humanos.
    

    
      Considerando-se a proposta do nosso estudo, serão analisados apenas os tratados internacionais ratificados pelo Brasil, nos quais seja prevista a obrigação do Estado brasileiro em promover o combate à corrupção. Assim, em que pese a importância das outras fontes do direito internacional, não serão abordadas as normas decorrentes, exclusivamente das fontes não convencionais
      
        [45]
      
      , tendo em vista a opção explícita da Constituição da República em erigir como causa de pedir do incidente de deslocamento de competência apenas as obrigações decorrentes de tratados internacionais de direitos humanos dos quais o Brasil seja parte.
      
        [46]
      
    

    
              O primeiro tratado, de vocação universal, com o propósito específico de combater a corrupção foi a Convenção sobre o Combate da Corrupção de Funcionários Públicos Estrangeiros em Transações Comerciais Internacionais, concluída em Paris, em 17 de dezembro de 1997 e ratificada pelo Brasil em 30 de novembro de 2000 (Decreto n
      º 3.678/2000)
      . Neste instrumento restaram estabelecidas medidas de cooperação jurídica internacional, além de mandados de criminalização da corrupção e da lavagem de dinheiro transnacionais e um sistema de monitoramento.
    

    
      Em cumprimento a tais mandados internacionais de criminalização, o Brasil aprovou a Lei nº 10.467/2000, que acrescentou os artigos 337-B e 337-C ao Código Penal, tipificando a corrupção ativa e o tráfico de influência em transação comercial internacional. Além da preocupação com a efetividade das sanções criminais, a Convenção ocupou-se de determinar a imposição de sanções civis ou administrativas ao funcionário público estrangeiro corrupto
      
        [47]
      
      , aos responsáveis por omissões e falsificações em documentos
      
        [48]
      
      , bem como a responsabilidade das pessoas jurídicas
      
        [49]
      
      .
    

    
              O segundo tratado internacional incorporado ao ordenamento jurídico brasileiro na temática do combate à corrupção foi a Convenção Interamericana contra a Corrupção, assinada em Caracas, em 29 de março de 1996 e ratificada em 7 de outubro de 2002 (Decreto nº 4.410/2002). Diferentemente do diploma anterior, a Convenção Interamericana não se limitou a combater os chamados crimes à distância, disciplinando, também, a obrigação dos Estados em evitar a prática da corrupção praticada em seu próprio território, independentemente de qualquer elemento de transnacionalidade
      
        [50]
      
      . Destarte, o estabelecimento de normas internacionais incidentes a fatos ocorridos no âmbito doméstico revela a consagração, pela comunidade internacional, de que a corrupção efetivamente atinge valores caros à humanidade como um todo.
    

    
              Além de medidas preventivas, mandados de criminalização e disposições sobre cooperação jurídica internacional, a Convenção Interamericana dispõe sobre a definição de atos de corrupção:
    

    
      
    

    
      Artigo VI - Atos de corrupção:
    

    
      l. Esta Convenção é aplicável aos seguintes atos de corrupção:
    

    
      a. a solicitação ou a aceitação, direta ou indiretamente, por um funcionário público ou pessoa que exerça funções públicas, de qualquer objeto de valor pecuniário ou de outros benefícios como dádivas, favores, promessas ou vantagens para si mesmo ou para outra pessoa ou entidade em troca da realização ou omissão de qualquer ato no exercício de suas funções públicas;
    

    
      b. a oferta ou outorga, direta ou indiretamente, a um funcionário público ou pessoa que exerça funções públicas, de qualquer objeto de valor pecuniário ou de outros benefícios como dádivas, favores, promessas ou vantagens a esse funcionário público ou outra pessoa ou entidade em troca da realização ou omissão de qualquer ato no exercício de suas funções públicas;
    

    
      c. a realização, por parte de um funcionário público ou pessoa que exerça funções públicas, de qualquer ato ou omissão no exercício de suas funções, a fim de obter ilicitamente benefícios para si mesmo ou para um terceiro;
    

    
      d. o aproveitamento doloso ou a ocultação de bens provenientes de qualquer dos atos a que se refere este artigo; e a participação, como autor, coautor, instigador, cúmplice, acobertador ou mediante qualquer outro modo na perpetração, na tentativa de perpetração ou na associação ou confabulação para perpetrar qualquer dos atos a que se refere este artigo.
    

    
      2. Esta Convenção também é aplicável por acordo mútuo entre dois ou mais Estados Partes com referência a quaisquer outros atos de corrupção que a própria Convenção não defina.
    

    
      
    

    
              
      Nos artigos seguintes, o diploma internacional expressamente estabelece que o suborno transnacional e o enriquecimento ilícito são, igualmente, considerados atos de corrupção.
      
        [51]
      
       De fundamental relevância, ainda, o artigo XII, cujo teor dispõe que “Para os fins desta Convenção, não será exigível que os atos de corrupção nela descritos produzam prejuízo patrimonial para o Estado.” A norma convencional vem de encontro ao posicionamento consolidado pelo Superior Tribunal de Justiça em julgamentos de ações civis públicas por atos de improbidade administrativa, nos quais se pacificou que o enriquecimento ilícito ou a violação a princípios da Administração Pública prescindem de dano patrimonial ao erário
      
        [52]
      
      .
    

    
              Em sequência, no ano de 2004, o Estado Brasileiro ratificou a Convenção das Nações Unidas Contra o Crime Organizado Transnacional, conhecida como “Convenção de Palermo” (Decreto nº 5.015/2000). Na mesma linha dos diplomas anteriores, o tratado previu instrumentos de cooperação jurídica entre os estados com o fito de possibilitar auxílio mútuo às investigações, tramitação de processos e execução de penas, no que tange à prática de atos caracterizados como organização criminosa, lavagem de dinheiro e corrupção. Também há mandados de criminalização de tais condutas e expressa previsão de responsabilidade penal, administrativa e civil das pessoas jurídicas.
      
        [53]
      
    

    
              Por derradeiro, em 31 de janeiro de 2006, foi promulgada internamente a Convenção das Nações Unidas contra a Corrupção, adotada pela Assembleia Geral da ONU em 31 de outubro de 2003 (Decreto nº 5.687/2006). Dentre os diplomas vigentes entre nós, trata-se do mais abrangente tratado internacional sobre a matéria, incluindo sob a rubrica de “atos de corrupção” os seguintes ilícitos, que deverão ser objeto de sancionamento nas esferas penal, cível e administrativa pelos estados: suborno de funcionários públicos nacionais; suborno de funcionários públicos estrangeiros e de funcionários de organizações internacionais públicas; malversação ou peculato, apropriação indébita ou outras formas de desvio de bens por um funcionário público; tráfico de influências; abuso de funções (semelhante ao delito de prevaricação); enriquecimento ilícito, suborno ao setor privado; malversação ou peculato no setor privado; lavagem de produto de delito; encobrimento; obstrução da justiça
      
        [54]
      
      .
    

    
              Na mesma linha dos diplomas anteriores, a Convenção da ONU também prevê mecanismos de combate aos ilícitos nela versados, bem como instrumentos de cooperação internacional nas áreas de investigação, processo e prevenção. Além disso, tal como versado na Convenção Interamericana, há menção expressa quanto à desnecessidade de que o ato de corrupção resulte em prejuízo patrimonial para o Estado
      
        [55]
      
      , o que denota a tendência da comunidade internacional em repudiar a degradação dos valores que inspiram a positivação dos atos de corrupção, independentemente de consequências de índole econômica. Cuida-se, enfim, de zelar pelo efetivo respeito à probidade no trato da coisa pública.
    

    
              Com relação aos aspectos civis da corrupção, a Convenção das Nações Unidas adotou redação mais abrangente do que os diplomas anteriores, não restringindo tais sanções às pessoas jurídicas:
    

    
      
    

    
      Artigo 53. Medidas para a recuperação direta de bens
    

    
      Cada Estado Parte, em conformidade com sua legislação interna:
    

    
      a) Adotará as medidas que sejam necessárias a fim de facultar a outros Estados Partes para entabular ante seus tribunais uma ação civil com o objetivo de determinar a titularidade ou propriedade de bens adquiridos mediante a prática de um delito qualificado de acordo com a presente Convenção;
    

    
      b) Adotará as medidas que sejam necessárias a fim de facultar a seus tribunais para ordenar àqueles que tenham praticado delitos qualificados de acordo com a presente Convenção que indenizem ou ressarçam por danos e prejuízos a outro Estado Parte que tenha sido prejudicado por esses delitos; e
    

    
      c) Adotará as medidas que sejam necessárias a fim de permitir a seus tribunais ou suas autoridades competentes, quando devam adotar decisões no que diz respeito ao confisco, que reconheça o legítimo direito de propriedade de outro Estado Parte sobre os bens adquiridos mediante a prática de um dos delitos qualificados de acordo com a presente Convenção.
    

    
      
    

    
      Como se verifica pela análise do conjunto normativo internacional, o vocábulo “corrupção”, no sentido aqui abordado, não se circunscreve ao sentido estrito do crime tipificado no Código Penal Brasileiro
      
        [56]
      
      , de modo a abranger também outros atos aptos a gerar prejuízo ao erário, enriquecimento ilícito de agentes públicos ou aqueles que, mesmo despidos de conteúdo patrimonial, culminem na violação de princípios basilares para o bom funcionamento da Administração Pública. 
    

    
      Em síntese, o conceito amplo de corrupção empregado no direito internacional é bem sintetizado pela lição de Roberto Livianu em obra que analisou a Lei Anticorrupção Empresarial:
    

    
      Assim, para fins de análise do tema, o conceito de corrupção é o seguinte: trata-se de toda e qualquer vantagem obtida pelos agentes públicos no exercício das funções que cause prejuízo aos bens, serviços e dos interesses do Estado (LIVIANU, 2014, p. 25).
    

    
      2.3 Relação entre corrupção e Direitos Humanos
    

    
      O direito à administração proba dos interesses públicos tem como destinatários toda a coletividade e pode ser conceituado, na teoria intergeracional dos direitos humanos, como direito fundamental de terceira geração, consoante os ensinamentos doutrinários mencionados anteriormente.
    

    
      No plano da legislação infraconstitucional, tendo em vista tratar-se da tutela de interesses de natureza indivisível e de titularidade indeterminada, ou seja, atinente à toda a coletividade, ligada entre si por circunstâncias de fato, o direito à probidade administrativa amolda-se ao conceito legal delineado pelo artigo 81, inciso I do Código de Defesa do Consumidor
      
        [57]
      
      , norma esta aplicável a todo o microssistema de tutela processual coletiva
      
        [58]
      
      .
    

    
      É importante assinalar a estreita relação entre os conceitos de direitos transindividuais e direitos humanos. Na realidade, os direitos humanos globais são, na maioria das vezes, interesses difusos, na medida em que a indeterminação dos sujeitos é característica inerente à maior parte deles. Ademais, seu objeto é quase sempre indivisível, pois ainda que se trate do interesse de cada membro do grupo, da categoria ou de determinada classe social, a proteção do interesse só pode ser realizada tendo em vista toda a comunidade, sem possibilidade de se fracionar o 
      quantum
       pertencente a cada titular do direito.
    

    
      Sob outro enfoque, deve ser observado que a gestão proba do erário se destaca como condição 
      sine qua non 
      para a promoção de outros direitos humanos de acentuada relevância, sobretudo aqueles classificados como de 
      segunda geração
      . Isso porque a realização de tais direitos implica em prestações estatais positivas e têm um custo financeiro que não há como ser ignorado. Assim, mediante a administração honesta das finanças públicas e a punição das condutas que se desviam do parâmetro ético juridicamente exigido, estar-se-á assegurando, por consequência, a disponibilidade dos recursos materiais necessários ao implemento de uma gama de outros direitos (educação, seguridade social, moradia etc.).
    

    
      Tal raciocínio é bem sintetizado por Ana Cristina Melo de Pontes Botelho em sua obra 
      Corrupção Política: Uma patologia social
      :
    

    
      É interessante frisar que a tarefa de buscar a inclusão social das parcelas da população menos favorecidas encontra dificuldades na progressiva carência de recursos financeiros, não só no nosso País, como em grandes potências mundiais, como os Estados Unidos. Mas, no Brasil, o problema é mais crônico, pois, além da grande desigualdade social com a qual convivemos, deparamo-nos com altos índices de corrupção praticada por agentes que deveriam estar a serviço da sociedade e não de interesses pessoais. (BOTELHO, 2010, p. 120)
    

    
      
    

    
      Desse modo, é certo que os atos de malversação do patrimônio público, bem como aqueles que, embora não resultem em redução patrimonial para o erário, culminam no enriquecimento ilícito de terceiros em prejuízo do bom funcionamento da máquina pública, efetivamente se enquadram como grave violação de direitos humanos. Assim, havendo violação das normas inseridas nos diplomas internacionais em vigor, os atos de imoralidade ali previstos podem, efetivamente, sujeitar o Brasil à responsabilização internacional, no caso de insuficiência das instâncias internas.
      
        [59]
      
    

    
      Enfim, a probidade na gestão pública se inclui no rol dos direitos humanos internacionalmente protegidos, cuja violação pode acarretar a responsabilização internacional do Brasil, em caso de insuficiência das instâncias internas.
    

    
      3. FEDERALIZAÇÃO DE PROCESSOS CÍVEIS DE RESPONSABILIZAÇÃO POR ATOS DE CORRUPÇÃO
    

    
      3.1 Princípio da reparação integral e princípio da proibição da proteção  deficiente 
    

    
      O direito à probidade administrativa encampa valores cuja violação rende ensejo a sanções de ordem administrativa, civil e penal, observada a independência entre as instâncias, conforme prescrito na Constituição da República Federativa do Brasil
      
        [60]
      
      . A Carta Maior estabelece, ainda, que a improbidade administrativa é um dos ilícitos considerados como crime de responsabilidade do Presidente da República
      
        [61]
      
      . Sem prejuízo, a prática de corrupção é fundamento para a ação de impugnação de mandato eletivo, conforme disposição constitucional
      
        [62]
      
      .
    

    
      No âmbito infraconstitucional, os atos de corrupção, tais como definidos no sistema internacional, encontram respaldo não apenas nas normas penais, mas, também, num conjunto de leis que objetivam a tutela cível e administrativa da Administração Pública, tais como a Lei da Ação Popular (Lei Federal nº 4.717/65), a Lei dos Crimes de Responsabilidade (Lei nº 1.079/50), a Lei de Improbidade Administrativa (Lei nº 8.429/90), a Lei Anticorrupção (Lei nº 12.846/13), a Lei das Inelegibilidades (Lei Complementar nº 64/90), dentre outras.
    

    
      Trata-se da consagração do princípio da reparação integral dos danos oriundos dos atos de improbidade administrativa, de modo que, no sistema de responsabilidade disciplinado pela legislação brasileira – que se alinhou aos tratados internacionais ratificados – a máxima efetividade da proteção do direito fundamental à probidade administrativa é construída mediante a incidência de todas as normas sancionadoras.
    

    
      Igualmente, no plano internacional, é reconhecido o dever de reparação integral dos danos advindos de ilícitos previstos em normas internacionais. Neste sentido, pertinente a lição da Corte Interamericana de Direitos Humanos, no julgamento do 
      Caso La Cantuta vs. Peru
      :
    

    
      201. A reparação do dano causado pela infração de uma obrigação internacional requer, sempre que possível, a plena restituição (
      restitutio in integrum
      ), que consiste no restabelecimento da situação anterior. Caso isso não seja possível, cabe ao tribunal internacional determinar uma série de medidas para, além de garantir os direitos infringidos, reparar as consequências que as infrações provocaram e estabelecer o pagamento de uma indenização como compensação pelos danos ocasionados.162 É necessário acrescentar as medidas de caráter positivo que o Estado deve adotar para assegurar que não se repitam fatos lesivos como os ocorridos no presente caso. (CORTE INTERAMERICANA DE DIREITOS HUMANOS, 2006, p. 96).
    

    
      
    

    
      Sob outro ângulo, revela-se como insuficiente aceitar a incidência isolada das normas penais a atos violadores de valores tão caros ao Estado Democrático de Direito, desprezando-se a decisão do constituinte, bem como os compromissos internacionais assumidos pelo Brasil, no sentido de empregar esforços para sancionar em todas as esferas de responsabilização a prática de atos de corrupção.
    

    
      A vedação à proteção insuficiente (ou deficiente) dos direitos fundamentais, como integrante da estrutura do princípio da proporcionalidade, é bem definida no seguinte trecho da obra de STRECK (2005, p. 180):
    

    
      Há que se ter claro, portanto, que a estrutura do princípio da proporcionalidade não aponta apenas para a perspectiva de um garantismo negativo (proteção contra os excessos do Estado), e, sim, também para uma espécie de garantismo positivo, momento em que a preocupação do sistema jurídico será com o fato de o Estado não proteger suficientemente determinado direito fundamental, caso em que estar-se-á em face do que, a partir da doutrina alemã, passou-se a denominar de “proibição de proteção deficiente” (
      Untermassverbot
      ).
    

    
      Isto posto, tem-se que as obrigações do Estado na repressão e prevenção dos atos de corrupção não se restringem às sanções de índole penal, devendo abranger todos os instrumentos previstos na legislação doméstica e albergados pelos diplomas internacionais. Desse modo, não havendo preponderância entre as instâncias de responsabilidade, a hipótese da insuficiência dos entes locais na condução de inquéritos e ações civis públicas poderá render ensejo à utilização do incidente de deslocamento de competência, conforme a seguir exposto.
    

    
      
    

    
      3.2 Aplicação do incidente de deslocamento de competência aos inquéritos civis e às ações cíveis para tutela da probidade administrativa 
    

    
      A análise da possibilidade de federalização de ações cíveis e dos respectivos procedimentos investigatórios perpassa, inicialmente, pela análise textual do dispositivo da Constituição
      
        [63]
      
      , que foi redigido de forma abrangente, sendo certo que não consta qualquer restrição do instituto à esfera criminal, muito embora até a presente data não tenha sido ajuizado qualquer incidente de federalização cujo objeto seja um expediente cível.
    

    
              Ao estatuir tal comando, empregando os vocábulos “inquérito” e “processo”, o constituinte derivado foi expresso em não restringir o dispositivo a uma determinada esfera de responsabilização. No âmbito dos direitos fundamentais, não cabe ao intérprete estabelecer restrições, na hipótese de silêncio eloquente do legislador, sob pena de prejudicar a máxima efetividade pretendida pelo sistema protetivo, além de incorrer na vedação à proteção deficiente, princípios amplamente consagrados na sistemática dos direitos humanos.
    

    
      Nesta linha argumentativa, diante do conceito aberto que se extrai do artigo 109, §5º da Constituição da República, é necessário conferir interpretação abrangente ao dispositivo, sobretudo por se tratar de regra atinente a direitos humanos, seara no qual deve-se dar primazia à máxima abrangência da norma de proteção, não devendo limitar o instrumento às ações penais. Neste mister, filiamo-nos ao magistério de André de Carvalho Ramos, bem delineado em seu 
      Curso de Direitos Humanos
      :
    

    
      Ficou assim, constituído o incidente de deslocamento de competência (IDC) com seis elementos principais, a saber: [...] 3) Abrangência cível ou criminal, dos feitos deslocados, bem como de qualquer espécie de direitos humanos (abarcando todas as espécies de direitos) desde que se refiram a casos de “graves violações” de tais direitos. 4) Permite o deslocamento na fase pré-processual (ex. inquérito policial ou inquérito civil público)
      .
       (RAMOS, 2017, p. 497-498)
    

    
      
    

    
      No mesmo sentido, admitindo a aplicação do instituto aos inquéritos e processos cíveis, inclusive na esfera da improbidade administrativa, André Ramos Tavares leciona:
    

    
       
      O dispositivo refere-se a ‘inquérito ou processo’, sem qualquer outra restrição. Ora, há de se incluírem, automaticamente, o inquérito civil, além do criminal, e os processos de qualquer natureza, inclusive por improbidade administrativa ou decorrentes de ação civil pública. (TAVARES, 2005, p. 50)
    

    
      A propósito, já foi aprovado pelo Plenário do Senado Federal e encontra-se aguardando inclusão em pauta na Câmara dos Deputados o Projeto de Lei nº 6.647/2006, que pretende regulamentar o §5º do artigo 109 da Constituição Federal. Importante ressaltar que a proposta expressamente dispõe no parágrafo único do artigo 1º que “O deslocamento de competência de que trata o caput abrange as matérias penal e cível em sentido amplo.”
    

    
      Tal abrangência foi debatida e fundamentada no parecer aprovado, por unanimidade, pela Comissão de Constituição e Justiça da Câmara dos Deputados, cujo trecho é a seguir transcrito:
    

    
      
    

    
      A regulamentação proposta já fora bastante aprimorada pelo Senado Federal que, de início, fez incluir ao artigo 1° do Projeto inicial parágrafo único, onde fica expresso que o deslocamento de competência também alcança matéria cível em sentido amplo.
    

    
      As graves violações a direitos humanos, por certo, não se restringem ao campo criminal, mas abrangem também matérias ligadas ao direito do idoso, da mulher, da criança e do adolescente, das minorias e meio ambiente, apenas para citar alguns exemplos de interesses difusos e coletivos protegidos nacional e internacionalmente. O Brasil, inclusive, já assinara diversos tratados nessas áreas, sendo, portanto, patente que, ao menos em tese, existam casos em que também seja necessário assegurar o cumprimento de tratados internacionais na esfera cível.
    

    
      Como a Constituição Federal não utilizou a expressão “crimes contra os direitos humanos”, mas sim “grave violação de direitos humanos”, nada impede que o deslocamento de competência abranja campos diversos do criminal. (CÂMARA DOS DEPUTADOS, 2007, p. 499)
    

    
      
    

    
      Neste ínterim, considerando que o texto constitucional não estabeleceu qualquer limitação do incidente de deslocamento de competência às esferas de responsabilização judicial (cível ou criminal), inexiste razão para desacreditar que os mesmos vícios que, porventura, podem conduzir à ineficácia dos órgãos estaduais na esfera criminal não possam também contaminar as instâncias cíveis de responsabilização.
    

    
      Conforme apresentado no início de nosso estudo, a participação direta de agentes do Estado na prática de crimes tem sido um fator presente em grande parte dos casos suscitados pela Procuradoria-Geral da República perante o STJ, circunstância que também pode estar presente em ações cíveis que objetivem sancionar aquelas mesmas condutas apuradas na esfera criminal.
    

    
      Desse modo, a previsão constitucional da possibilidade de deslocamento de tais expedientes para a Justiça Federal constitui relevante instrumento para a promoção do direito internacional dos direitos humanos, que não deve se circunscrever às fronteiras nacionais tampouco às divisões internas de cada país, menos ainda à espécie de sanção a ser aplicada ao agente praticante do ato ilícito.
    

    
      Assim, com a inserção do dispositivo na Carta Política pelo poder constituinte derivado, emerge a hipótese de defender sua aplicação a outros processos cuja apuração não se refira apenas ao crime de homicídio – até então o único ilícito cuja competência para julgamento foi deslocada mediante o IDC – e, ainda, que envolvam a responsabilização civil pelas graves violações de direitos humanos.
    

    
      Enfim, o instituto da federalização sobressai como instrumento importante para a tutela da probidade administrativa, direito humano por excelência, na hipótese de deficiência dos órgãos estaduais de apuração e repressão, podendo ter como objeto todas as espécies de ações cíveis, bem como os respectivos expedientes investigatórios.
    

    
      
    

    
      CONCLUSÃO
    

    
      A Emenda Constitucional nº 45/2004, ao acrescentar o §3º ao artigo 109 na Carta Maior, proporcionou ao Estado Brasileiro uma nova ferramenta para combater as graves violações de direitos humanos praticadas em seu território e decorrentes de atos imputáveis aos seus estados-membros. Assim, foi atribuída à União, na condição de representante da Federação no plano externo, a missão de unir esforços para movimentar seus órgãos investigatórios e judiciais, zelando para que não permaneçam impunes os atos ilícitos que atentam contra os valores mais basilares que inspiram o Brasil e a comunidade internacional. Em suma, falhando os estados-membros no cumprimento de seus deveres constantes do pacto federativo, caberá ao ente federal, residualmente, assumir a frente nas investigações e processos, a fim de elidir eventual responsabilidade internacional, sobretudo no âmbito da Corte Interamericana de Direitos Humanos, à cuja jurisdição o Brasil voluntariamente se submeteu.
    

    
      Como se pretendeu demonstrar ao longo desse estudo, os ilícitos definidos como “atos de corrupção” pelos tratados ratificados pelo Brasil efetivamente caracterizam grave violação aos direitos humanos e impõem a responsabilidade do governo central na concretização dos compromissos assumidos internacionalmente. Com efeito, a gestão proba da coisa pública é condição 
      sine qua non
       para a efetivação de uma gama de direitos fundamentais, além de consubstanciar, ela própria, um direito subjetivo de cada cidadão.
    

    
      Seguindo este raciocínio, a resposta estatal às graves violações de direitos humanos não deve se circunscrever a determinada esfera de responsabilização, devendo abranger todos os mecanismos jurídicos estabelecidos, sob pena de incidir em proteção deficiente. No que tange, especificamente, à responsabilidade por atos de improbidade administrativa, trata-se de dever prescrito pela própria Constituição Brasileira, que não deixou dúvidas acerca da cumulatividade das sanções civis, criminais e administrativas. Além disso, o combate à corrupção também na esfera cível é dever imposto pelos tratados internacionais.
    

    
      Em consequência, a não observância de todos os instrumentos sancionatórios constitucionais, convencionais e legais destinados à proteção do direito fundamental à probidade administrativa implicaria em atuação ilícita do Estado Brasileiro perante a Constituição da República e, também, diante da comunidade internacional.
    

    
      Daí a importância do instrumento da federalização dos processos, eis que se trata da 
      ultima ratio
       de que dispõe o Estado Brasileiro para cumprir seus deveres internamente, evitando, desse modo, a responsabilidade perante as instâncias internacionais.
    

    
      A nosso ver, portanto, resta plenamente compatível com o sistema de proteção de direitos humanos instituído pela Constituição da República a possibilidade de tutela da moralidade administrativa, nas esferas cível e criminal, mediante o mecanismo processual da federalização, observado seu caráter residual e os demais pressupostos constitucionais.
    

    
      
    

    
      REFERÊNCIAS 
    

    
      
    

    
      BARBOSA, Caio Márcio Melo. 
      Constitucionalidade da federalização de graves violações a direitos humanos.
       Biblioteca Digital Fórum de Direito Público, ano 11, n. 125, jun. 2011.
    

    
      
    

    
      BOTELHO, Ana Cristina Melo de. 
      Corrupção política: uma patologia social.
       Brasília: Instituto Brasiliense de Direito Público, 2008.
    

    
      
    

    
      BRASIL. 
      Constituição da República Federativa do Brasil.
       Brasília, 15 de outubro de 1988. Disponível em: <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/constituicaocompilado.h tm>. Acesso em: 24 de abril de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto nº 3.678 – Promulga a Convenção sobre o Combate da Corrupção de Funcionários Públicos Estrangeiros em Transações Comerciais Internacionais.
       Brasília, 30 de novembro de 2000. Disponível em <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/d3678.htm>. Acesso em 24 de abril de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto nº 4.410 -
       
      Promulga a Convenção Interamericana contra a Corrupção.
       Brasília, 7 de outubro de 2002. Disponível em <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/decreto/d5687.htm>. Acesso em 24 de abril de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto 4.463 – Promulga a Declaração de Reconhecimento da Competência Obrigatória da Corte Interamericana de Direitos Humanos, sob reserva de reciprocidade, em consonância com o art. 62 da Convenção Americana sobre Direitos Humanos (Pacto de São José), de 22 de novembro de 1969.
       Brasília, 8 de novembro de 2002. Disponível em: <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/2002/d4463.htm>. Acesso em 15 de dezembro de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto nº 5.015 – Promulga a Convenção das Nações Unidas contra o Crime Organizado Transnacional.
       Brasília, 12 de março de 2004. Disponível em: <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/decreto/d5687.htm>. Acesso em 24 de abril de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto nº 5.687 – Promulga a Convenção das Nações Unidas contra a Corrupção.
       Brasília, 31 de janeiro de 2006. Disponível em: <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/_ato2004-2006/2006/decreto/d5687.htm>. Acesso em 24 de abril de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto 19.841 de 22 de outubro de 1945. Promulga a Carta das Nações Unidas, da qual faz parte integrante o anexo Estatuto da Corte Internacional de Justiça, assinada em São Francisco, a 26 de junho de 1945, por ocasião da Conferência de Organização Internacional das Nações Unidas.
       Rio de Janeiro, RJ, out. de 1945. Disponível em: <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto/1930-1949/d19841.htm>. Acesso em 12 de janeiro de 2018.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto nº 30.822 – Promulga a Convenção para a prevenção e a repressão do crime de genocídio, concluída em Paris, a 11 de dezembro de 1948. 
      Brasília, 30 de novembro de 2000. Disponível em <http://legis.senado.gov.br/legislacao/DetalhaSigen.action?id=453432>. Acesso em 21 de janeiro de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Decreto-Lei nº 2.848 – Código Penal. 
      Brasília, 7 de dezembro de 1940. Disponível em: <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto-lei/Del2848compilado.htm>. Acesso em 24 de abril de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Lei nº 8.078 – Código de Defesa do Consumidor. Brasília, 11 de setembro de 1990.
       Disponível em: <http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/leis/L8078.htm>. Acesso em 24 de abril de 2017.
    

    
      
    

    
      BREGA FILHO, Vladimir. 
      Federalização das violações de direitos humanos.
       Revista de Informação Legislativa. Brasília: a. 44, n. 175, 67-79, 2007.
    

    
      
    

    
      CÂMARA DOS DEPUTADOS; 
      Comissão de Constituição e Justiça e de Cidadania. Projeto de Lei do Senado nº 6.647/2016. Diário da Câmara dos Deputados.
       Brasília: Secretaria Especial de Editoração e Publicações, fevereiro de 2007. Disponível em: <
      
        http://imagem.camara.gov.br/Imagem/d/pdf/DCD02FEV2007.pdf#page=499
      
      >.
    

    
      
    

    
      COMPARATO, Fábio Konder. 
      A afirmação histórica dos direitos humanos.
       São Paulo: Saraiva, 2013.
    

    
      
    

    
      CORTE INTERAMERICANA DE DIREITOS HUMANOS. 
      Caso Escher e outros vs. Brasil. 
      São José da Costa Rica, 2009
      .
       Disponível em: < 
      
        http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_200_por.pdf
      
      >
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Caso Favela Nova Brasília vs. Brasil. 
      São José da Costa Rica, 2017. Disponível em: < http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_333_por.pdf
    

    
      _____________. 
      Caso Garibaldi vs. Brasil. 
      São José da Costa Rica, 2009. Disponível em: < 
      
        http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_203_por.pdf
      
      >
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Caso Gomes Lund e outros (“Guerrilha do Araguaia”) vs. Brasil.
       São José da Costa Rica, 2010. Disponível em: < 
      
        http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_219_por.pdf
      
      >
    

    
      
    

    
      ______________. 
      Caso La Cantuta vs. Peru.
       São José da Costa Rica, 2006. Disponível em: <
      
        http://www.cnj.jus.br/files/conteudo/arquivo/2016/04/bbc1e35bbcf9642732059e06abd21568.pdf
      
      >. Acesso em 10 de dezembro de 2017.
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Caso Trabalhadores da Fazenda Brasil Verde e outros vs. Brasil.
       São José da Costa Rica, 2016. Disponível em: < 
      
        http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_318_por.pdf
      
      >
    

    
      
    

    
      _____________. 
      Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. 
      São José da Costa Rica, 2006. Disponível em: < 
      
        http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_149_por.pdf
      
      >
    

    
      
    

    
      DA SILVA, Virgílio Afonso. 
      Direitos fundamentais: conteúdo essencial, restrições e eficácia.
       São Paulo: Malheiros, 2010.
    

    
      
    

    
      LIVIANU, Roberto. 
      Corrupção – Incluindo a Lei Anticorrupção
      . São Paulo: Quartier Latin, 2014.
    

    
      
    

    
      MARMELSTEIN, George. 
      Curso de Direitos Fundamentais.
       São Paulo: Atlas, 2011.
    

    
      
    

    
      ORGANIZAÇÃO DAS NAÇÕES UNIDAS. 
      Declaração Universal dos Direitos Humanos, adotada e proclamada pela Resolução 217 A (III) da Assembleia Geral.
       Nova Iorque: Assembleia Geral, 10 de dezembro de 1948. Disponível em: < 
      
        http://www.onu.org.br/img/2014/09/DUDH.pdf
      
      >
    

    
      
    

    
      PIOVESAN, Flávia (coord.). 
      Direitos Humanos. Vol. 1.
       Curitiba: Juruá, 2011.
    

    
      
    

    
      RAMOS, André de Carvalho. 
      Curso de Direitos Humanos.
       São Paulo: Saraiva, 2017.
    

    
      
    

    
      REZEK, Francisco. 
      Direito Internacional Público – Curso Elementar. 
      São Paulo: Saraiva, 2014.
    

    
      
    

    
      STRECK, Lênio Luiz. 
      A dupla face do princípio da proporcionalidade: da proibição de excesso (Übermassverbot) à proibição de proteção deficiente (Untermassverbot) ou de como não há blindagem contra normas penais inconstitucionais.
       Porto Alegre: Revista da Ajuris, Ano XXXII, n. 97, março. 2005.
    

    
      
    

    
      TAVARES, André Ramos.
       Reforma do judiciário no Brasil pós-88: (Des)estruturando a Justiça.
       São Paulo: Saraiva, 2005.
    

    
      
    

    
      VASAK, Karel. 
      As Dimensões Internacionais dos Direitos do Homem. 
      Lisboa: Editora Portuguesa de Livros Técnicos e Científicos, 1983.
    

    
      
    

    
      MOVIMENTOS MIGRATÓRIOS E OS AVANÇOS DA LEGISLAÇÃO BRASILEIRA: 
Estudo sobre refugiados 

      
    

    
      MIGRATION FLOWS AND THE ADVANCES OF BRAZILIAN LAW:
    

    
      The case of refugees

      
    

    
      
    

    
      Thiago Augusto Lima Alves

      
       Graduado em Direito (UNIFOR), com Especialização em Direito Constitucional (URCA)
    

    
       e Mestrando em Relações Internacionais (UNILA).
    

    
      
    

    
      
    

    
      
    

    
      RESUMO: 
      Esta pesquisa tem como tema os refugiados e a legislação específica de proteção a eles com enfoque no caso dos venezuelanos que chegam ao Brasil. O instituto do refúgio surgiu na década de 1920, no âmbito da Liga das Nações, que estava preocupada com o alto número de pessoas que fugiam da recém-criada União das Repúblicas Socialistas Soviéticas. Posteriormente, foi necessária a abrangência desse instituto para englobar outros grupos em situação de fragilidade e de não proteção por parte dos Estados. No decorrer do século XX, houve a internacionalização dos direitos inerentes aos seres humanos e, consequentemente, uma nova reflexão sobre o tema dos refugiados, o que originou acordos internacionais com destaque nessas pessoas. O Brasil, depois de 1950, participou da aprovação dos acordos sobre esse tema, dos quais se originou o Estatuto do Estrangeiro (1980) – que adotava uma posição de trato ao estrangeiro como assunto de segurança nacional – e, posteriormente, uma legislação específica, a Lei nº 9.474/97. Foi a primeira lei nacional a tratar desse assunto, a implementar um tratado de Direitos Humanos e a fazer referência à Declaração Universal dos Direitos do Homem e do Cidadão de 1948. Em 2017, foi sancionada a Lei nº 13.445/17 (Lei de Migração), cujo propósito é efetivar os direitos humanos das pessoas que chegam ao Brasil. O objetivo geral do trabalho é analisar o processo de integração dos refugiados venezuelanos à sociedade brasileira, frente à crise imigratória que está sendo vivida atualmente e investigar, à luz da legislação nacional e dos tratados internacionais ratificados pelo país, se os dispositivos trazidos pela lei estão sendo efetivados. A hipótese inicial é de que o Estado brasileiro possui mecanismos legislativos capazes de promover a devida inclusão da pessoa em situação de refúgio, entretanto ainda possui déficit de políticas públicas efetivas para fazer valer a legislação. No que diz respeito à metodologia, a abordagem é indutiva-exploratória, a partir de fontes primárias e secundárias relativamente ao tema; o procedimento metodológico é histórico-comparativo, tendo em vista que o trabalho pretende compreender o avanço de direitos dos refugiados a partir de um ponto de vista histórico; e a técnica de pesquisa é bibliográfica, pois tenciona realizar levantamento sobre as principais fontes relativas ao tema, incluso as fontes legislativas e documental.
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      ABSTRACT:
       This research aims at investigating the issue concerning the refugees and the specific protection law focused on the case of the Venezuelan citizens who arrive in Brazil. The Refugee Act emerged in the 1920s, in the scope of the League of Nations, due to the high number of people who were escaping from the recently created Union of Soviet Socialist Republics (USSR). At a later time, the comprehensiveness of this law was necessary to encompass other groups in contexts of vulnerability, which could not rely on the protection of their States. Throughout the twentieth century, the internationalization of human rights has emerged and, consequently, new reflections on the refugees issue, which originated international agreements focused on these groups. After 1950, Brazil started participating in the approval of the agreements on this theme, which originated the Refugee Act (1980). It addressed the refugees matter as a national safety issue – and, afterwards, a specific legislation, Law no. 9.474.97, has been created. It was the first national law to address this issue by implementing a Human Rights Treaty and make reference to the Universal Declaration of Human Rights of 1948. In 2017, Law no. 13.445/17 (Migration Law), whose purpose is assure the human rights of the refugees who arrive in Brazil, was sanctioned. The general goal of this work is to analyze the integration process of Venezuelan refugees to Brazilian society, in the context of the migration crisis which is taking place nowadays, and investigate, in light of the national legislation and the international treaties ratified by the country, if the provisions disposed in the law are being put into force. The initial hypothesis is that the Brazilian State has legislative mechanisms capable of promoting the proper inclusion of people in a reference situation, but it still has a deficit of effective public policies to enforce the legislation. With regard to the method, the approach is inductive-exploratory, from primary and secondary sources related to the theme; the methodological procedure is historical-comparative, considering that the work seeks to understand the advancement on the rights of refugees from a historical point of view; and a research technique is bibliographic, since it surveys the main sources applied to the theme, including legislative and documentary sources.
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      INTRODUÇÃO        
    

    
      O deslocamento humano sempre ocorreu na história da sociedade. O migrante pode ser definido como toda pessoa que se transfere de seu lugar habitual para outro. Esse deslocamento acontece quando não é mais possível viver em seu lugar de origem e existe a necessidade de procurar um espaço seguro para viver. Os motivos podem ser variados e, quando a migração é forçada, causada por motivo de perseguição em razão da nacionalidade ou “raça”
      
        [64]
      
      , por exemplo, temos a figura do refugiado
      
        [65]
      
      , que será estudada no decorrer deste trabalho.
    

    
      É notório o fato de pessoas no mundo inteiro deixarem seus países de origem para buscarem em outros uma forma de viver mais dignamente. Guerras, desastres naturais ou questões políticas são algumas razões para os deslocamentos dessas pessoas que, ao chegarem ao país de destino, são submetidas aos impactos de estarem sob o comando de governos diferentes dos seus. Os primeiros problemas relacionados ao tema surgiram durante a Primeira Guerra Mundial; no entanto, foi no período da Segunda Guerra Mundial que a questão ficou mais grave, quando os emigrados se espalharam pelo mundo ao almejarem a oportunidade de poder viver melhor.
    

    
      No Brasil, atualmente, o tema dos refugiados
      
        [66]
      
       reaparece, uma vez que o país tem recebido muitos refugiados venezuelanos em decorrência da crise humanitária vivida nesse país. É assim que se evidencia a importância do Direito Internacional e das Relações Internacionais
      
        [67]
      
       para entender como o cotidiano regula as relações interpessoais, as relações dos Estados entre si e dos Estados com as Organizações Internacionais.
    

    
      O Direito Internacional dos Refugiados, vertente do Direito Internacional da Pessoa Humana
      
        [68]
      
      , tem finalidade de assegurar proteção à pessoa vítima de perseguição à sua vida ou à sua liberdade. Diante de violações, essas pessoas não podem contar com a proteção de seus países e são obrigadas a fugir e se refugiar em países que garantam, no mínimo, o básico a que todo ser humano tem direito.
    

    
      O amparo aos estrangeiros importunados foi se expandindo gradativamente, pois, durante anos, recusou-se a aceitar que o problema dos refugiados era algo duradouro. Tal problema era visto como algo efêmero e por vezes sem importância. Assim, observou-se a necessidade de positivar as regras inerentes aos refugiados, objetivando-se conseguir um instituto mais eficaz e satisfatório na proteção dessas pessoas em esfera global.
    

    
      O instituto do refúgio nasceu na década de 1920, no âmbito da Liga das Nações, que estava preocupada com a elevada quantidade de pessoas que fugiam da recém-criada União das Repúblicas Socialistas Soviéticas. Durante algumas décadas, o instituto foi tutelando grupos diversos e ampliando sua atuação. Depois desse esperado processo de desenvolvimento do sistema de proteção dos refugiados, encontra-se hoje um complexo conjunto de normas positivadas que tem como principal diploma o Estatuto dos Refugiados. Este, devidamente ratificado pelo Brasil, fora atualizado com o Protocolo sobre o Estatuto dos Refugiados de 1967, que ampliou o conceito de refugiado, superando-se as limitações geográficas e temporais que existiam na Convenção das Nações Unidas relativas ao Estatuto dos Refugiados de 1951.
    

    
      Os diplomas são fiscalizados, interpretados e aplicados pelo Alto Comissariado das Nações Unidas para Refugiados (ACNUR
      
        [69]
      
      ), criado pela Organização das Nações Unidas (ONU) na década de 1950. Posteriormente, foi criada a Convenção das Nações Unidas relativa ao Estatuto dos Refugiados, em 1951, que tem a finalidade de proteger e garantir os direitos dos refugiados em âmbito universal ao basear sua efetividade nos princípios do Direito Internacional para refugiados.
    

    
      Internamente, a matéria é regulada pela Lei nº 9.474, de 22 de julho de 1997 (Estatuto dos Refugiados), que criou o Comitê Nacional para os Refugiados (CONARE), responsável pela análise e pelo julgamento das solicitações de refúgio no país e também pela Lei de Migração (Lei nº 13.445, de 24 de maio de 2017), responsável por elaborar políticas públicas para os refugiados.
    

    
      Dos migrantes que chegam ao Brasil, uma parte considerável pede ao país que a reconheça como refugiados. No País, de acordo com a 4ª edição do relatório “Refúgio em Números”, publicado pelo CONARE (2019), com dados da Polícia Federal, houve 80.057 solicitações para reconhecimento da condição de refugiado em 2018. Entre as nacionalidades solicitantes, os venezuelanos representam 77% dos pedidos realizados, com 61.681 solicitações.
    

    
      O estado que apresenta mais pedidos de refúgio é Roraima, com 50.770 pedidos, seguido por Amazonas, com 10.500 pedidos, e São Paulo, com 9.977. A região Sul do país possui 4.525 pedidos em 2018.
    

    
      Pela Constituição da República Federativa do Brasil
      
        [70]
      
      , brasileiros e estrangeiros residentes no Brasil são, em regra, tratados como iguais. O artigo 5º da CF/88 preceitua que “Todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer natureza, garantindo-se aos brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito à vida, à liberdade, à igualdade, à segurança e à propriedade”, garantindo que não haja discriminação ao estrangeiro que esteja no país. Assim, é importante salientar que a Lei nº 9.474/97 vem para reafirmar o que existe na CRFB/88 e traçar regras específicas ao tema.
    

    
      Estando o Brasil comprometido internacionalmente com a tutela dos refugiados e tendo ele adotado programas para ampliar a acolhida daqueles, o presente estudo é relevante na medida em que buscará verificar se o Brasil tem, realmente, estrutura jurídica e social para garantir os direitos dessas pessoas.
    

    
      A incursão metodológica que possibilita a realização desta investigação será direcionada por abordagens de pesquisa qualitativa e método dedutivo. O procedimento metodológico é bibliográfico e documental, já que será feito a partir do levantamento de referências teóricas e documentos oficiais já analisados e publicados. A pesquisa será de natureza básica, pois objetiva gerar novos conhecimentos que serão úteis para o avanço das discursões sobre o tema. A busca por esses dados e informações foi estabelecida a partir, principalmente, dos repositórios institucionais e das bases/plataformas de conteúdo científico – Portal de Periódicos da CAPES, SCOPUS e SCIELO, como também por meio de órgãos governamentais.
    

    
      	
        A CONSTRUÇÃO DOS DIREITOS DOS REFUGIADOS
      

    

    
      A proteção Internacional da Pessoa Humana é formada pelo Direito Internacional dos Direitos Humanos, pelo Direito Internacional Humanitário e pelo Direito Internacional dos Refugiados. Apesar de suas diferenças, o ponto em comum dos três ramos é a tutela aos direitos humanos no âmbito internacional. Jubilut (2007, p. 57-58) esclarece essa divergência doutrinária:
    

    
      A questão de coexistência dessas três realidades protetivas não é pacífica na doutrina: alguns estudiosos, como Christophe Swinarski, entendem que há três sistemas distintos e tão-somente complementares, outros, como Antônio Augusto Cançado Trindade e Guido Fernando Silva Soares, afirmam que, na verdade, tem-se um grande sistema de proteção da pessoa humana que apresenta três vertentes de proteção de acordo com a realidade da qual resulta a violação dos direitos do ser humano. Parece que a segunda hipótese é a que merece prosperar, pois, em essência, o objetivo do Direito Internacional dos Direitos Humanos, do Direito Internacional dos Refugiados e do Direito Internacional Humanitário é o mesmo: a proteção do ser humano em seus aspectos mais fundamentais e vulneráveis e do modo mais efetivo possível.
    

    
      Assim, parte-se aqui da compreensão que considera a existência de um sistema único de proteção da pessoa humana dividido em três vertentes. Este trabalho toma como foco analítico uma delas, no caso, o Direito Internacional dos Refugiados, sem deixar de apresentar uma breve exposição das demais.
    

    
      Após a Segunda Guerra Mundial, diante de toda a atrocidade que foi vista naquele período, a comunidade internacional entendeu que seria importante criar meios que fossem capazes de garantir a segurança humana, e assim surgiu o Direito Internacional da Pessoa Humana. Foi criado com o objetivo de assegurar a sobrevivência dos seres humanos utilizando ferramentas que protegessem direitos básicos ao homem e que impedissem que ele próprio não exterminasse sua raça, pois “Os direitos humanos são, assim, garantias individuais que objetivam a proteção dos direitos mais essenciais do ser humano em face ou de outros seres humanos, uma vez que por serem todos essencialmente iguais, um não pode influenciar na esfera individual alheia, ou em face do Estado”
       
      (JUBILUT, 2007, p. 51-52).
    

    
      Assim, iniciou-se um pensamento sobre o nascimento do Estado e o seu dever para com os homens que o compõem. A existência dos Direitos Humanos
      
        [71]
      
       buscou a proteção do ser humano no que diz respeito à violação de direitos por parte do Estado, pois é no Estado que os Direitos Humanos são exercidos, é nele que o indivíduo exerce sua personalidade jurídica, como preceitua o artigo 6º da Declaração Universal dos Direitos Humanos (1948): “[...] todos os indivíduos têm direito ao reconhecimento, em todos os lugares, da sua personalidade jurídica”. Somente no Estado podem ser realizadas essas garantias. Outro ponto interessante é pensar que o ser humano precede o Estado, aderindo a este por vontade própria e com o objetivo de promover proteção institucional a si. Por ser criação humana, não é possível a criatura sobrepor-se ao seu criador: O Estado deve ser instrumento dos homens e não o contrário.
    

    
      Dessa forma, deve-se manter o ser humano como figura mais relevante possível em relação à construção estatal, o que se daria pela proteção dos direitos humanos. Eles devem ser resguardados em face da atividade do Estado. Arendt (2012, p. 395) expõe o que representou os Direitos Humanos para os indivíduos do Estado moderno:
    

    
      A Declaração dos Direitos Humanos, no fim do século XVIII, foi um marco decisivo na história. Significava que doravante o Homem, e não o comando de Deus nem os costumes da história, seria a fonte da Lei. Independente dos privilégios que a história havia concedido a certas camadas da sociedade ou a certas nações, a declaração era ao mesmo tempo mostra de que o homem se libertava de toda espécie de tutela e o prenúncio de que já havia atingido a maioridade.
    

    
      Existia a grande expectativa de que o ser humano estivesse sendo visto e tratado de forma diferente, sendo o centro e a razão de tudo. Assim, não haveria motivos para crer que minorias seriam vítimas de atrocidades. Foi um erro. Na primeira metade do século XX, houve duas grandes guerras, deixando países destruídos, economias arrasadas, delimitando mapas e causando a retirada de direitos dos seres humanos, principalmente das minorias. O Estado, que foi criado pelos homens e para os homens, mostrou-se ineficaz frente às demandas. Foi esse mesmo Estado, fruto de criação humana, que validou os horrores da guerra, sendo controlado por grupos e usado em interesses próprios.
    

    
      Como se afirmava que os Direitos do Homem eram inalienáveis, irredutíveis e indeduzíveis de outros direitos ou leis, não se invocava nenhuma autoridade para estabelecê-los; o próprio Homem seria a sua origem e seu objetivo último. Além disso, julgava-se que nenhuma lei especial seria necessária para protegê-los, pois se supunha que todas as leis se baseavam neles. O Homem surgia como único soberano em questões de lei, da mesma forma como o povo era proclamado o único soberano em questões de governo. A soberania do povo (diferente da do príncipe) não era proclamada pela graça de Deus, mas em nome do Homem, de sorte que parecia apenas natural que os direitos “inalienáveis” do Homem encontrassem sua garantia no direito do povo a um autogoverno soberano e se tornasse parte inalienável desse direito (ARENDT, 2012, p. 396)
      .
    

    
      Contudo, o homem não conseguiu que a sua lei protegesse a todos. Terríveis atrocidades foram acontecendo e prejudicando grupos minoritários da sociedade, e isso ocasionou um processo lento para reconhecimento e efetivação das garantias dos direitos humanos. A primeira fase desse processo evolutivo aconteceu no interior dos Estados nacionais, entre o século XVII e o século XIX, quando houve a necessidade de assegurar direitos aos homens por meio da sua positivação.
    

    
      No universo das migrações, os refugiados têm sido uma categoria emblemática nas discussões geopolíticas e humanitárias mundiais, pois, consoante Moreira (2012, p. 01), são “[...] migrantes internacionais forçados a abandonar seus lares em decorrência de cenários marcados pela violência, transpondo fronteiras com o propósito essencial de resguardar suas vidas”.
    

    
      Existe uma necessidade de pensar como essas pessoas que estão deslocadas no mundo serão protegidas e terão seus direitos básicos garantidos. Assim, é relevante salientar que os refugiados recebem proteção do Direito Internacional dos Direitos Humanos e também do Direito Internacional dos Refugiados, trazendo, este, garantias mais específicas para os refugiados, e aquele, proteção mais ampla. Como esclarece Jubilut (2007, p. 61):
    

    
      Tal fato é extremamente positivo, pois fortalece a proteção ao refugiado, uma vez que, ao mesmo tempo em que se assegura o refúgio, livrando-o de violações de direitos relativos ao seu 
      status civil
      , ele traz em si a necessidade de resguardar também os demais direitos humanos, para, com isso, aumentar o nível de proteção dado à pessoa humana.
    

    
      O Direito Internacional dos Refugiados garante a eles um sistema específico de proteção, ao passo que também podem buscar o sistema universal da ONU, conseguindo acesso aos direitos humanos. Esse sistema é composto por vários tratados internacionais de proteção da pessoa humana e tem o objetivo de efetivar os direitos conquistados ao longo de décadas.
    

    
      No âmbito nacional, a Lei nº 9.474/97 foi a primeira lei nacional a tratar desse assunto, a implementar um tratado de Direitos Humanos e a fazer referência à Declaração Universal dos Direitos Humanos de 1948. A Lei nº 6.815/80 foi criada no Regime Militar e adotava uma postura, em relação ao estrangeiro, “[...] a partir do ideário securitivo, que tratava o imigrante como perigo potencial à nação [...]”, de acordo com Moreira (2012, p. 99). Por outro lado, em 2017, foi sancionada a Lei nº 13.445, de maio de 2017 (Lei de Migração), que revogou a Lei nº 6.815/80. A nova Lei tem o propósito de humanizar o tratamento dado ao estrangeiro, combatendo preconceitos e xenofobia. Nasce com grande responsabilidade de ser uma Lei que abre as portas do Brasil para acolher de forma justa e digna os estrangeiros, o que vai na contramão do que acontece em diversos países.
    

    
      	
        O Brasil e sua política de proteção aos Direitos dos Refugiados venezuelanos
      

    

    
      Percebe-se que os impactos dos deslocamentos influenciam a vida das pessoas no mundo inteiro, já que nenhum país se encontra isolado. O Brasil, portanto, é impactado por essa questão humanitária muito relevante, e sua responsabilidade para com essas pessoas é imensa. A migração em massa não é de forma alguma um fenômeno recente e para Bauman (2017, p. 9) representa o seguinte:
    

    
      Ele tem acompanhado a era moderna desde seus primórdios (embora com frequência mudando e por vezes revertendo a direção) -, já que nosso “modo de vida moderno” inclui a produção de “pessoas redundantes” (
      localmente 
      “inúteis”, excessivas ou não empregáveis, em razão do progresso econômico; ou 
      localmente
       intoleráveis, rejeitadas por agitações, conflitos e dissensões causados por transformações sociais/políticas e subsequentes lutas por poder). Além de tudo isso, contudo, hoje suportamos as consequências da profunda e aparentemente insolúvel desestabilização do Oriente Médio, na esteira das políticas e aventuras militares das potências ocidentais, estupidamente míopes e reconhecidamente fracassadas.
    

    
      A migração em massa a que Bauman (2017) se refere fez com que os Estados olhassem com atenção para o fato. A partir disso, foram sendo criadas soluções jurídicas para a proteção dessas pessoas. Contudo, tais proteções, com o passar do tempo, não eram mais suficientes para resolver o problema, e isso provocou a evolução da política de proteção e assistência aos refugiados. Aos poucos, as nações foram se unindo e internacionalizando as devidas proteções para os refugiados. O Brasil teve no século passado grande importância nessas mudanças assinando tratados internacionais de proteção aos refugiados e fortalecendo seu ordenamento interno para a questão e, atualmente, no século XXI, contribui com uma legislação moderna e reconhecida internacionalmente como progressista.
    

    
      Diante da configuração atual dos refugiados no país, toda a sociedade brasileira tem participação nos rumos que irão ser tomados perante essa problemática. Uma forma prática de resolver a questão dessas pessoas são os acordos internacionais firmados e também as Leis específicas, nº 9.474, de 1997, e nº 13.445, de 2017. Ambos garantem que os refugiados tenham protegidos os direitos básicos humanos e também que consigam se adequar ao país.
    

    
      A Lei nº 9.474/97 foi produzida a partir do Programa Nacional de Direitos Humanos de 1996, tendo sido elaborada pelo governo brasileiro em conjunto com o ACNUR. A referida legislação é conhecida como umas das mais avançadas do mundo e é pioneira na América Latina, “[...] sendo usada como parâmetro para inúmeros outros países, pois traz uma ampla abordagem de situações que caracterizam o status de refugiado” (PEREIRA, 2004, p. 36). Apesar de ser considerada uma legislação importante em âmbito internacional, ainda está aquém de legislações como a do México e a da Argentina, pois nesses países a legislação específica para os refugiados traz a questão de gênero como fundamento de perseguição e concessão do refúgio.
    

    
      Cabe salientar que a lei referente aos refugiados se preocupou em trazer a questão da integração deles, de modo a facilitar, em virtude de sua situação desfavorável, o acesso a instituições acadêmicas de todos os níveis, a simplificar os requisitos para a obtenção da condição de residentes e a desimpedir o reconhecimento de diplomas e certificados acadêmicos dos refugiados. O governo brasileiro, para atingir esses objetivos, pode fazer parcerias e/ou acordos com várias entidades, como SENAI, SESI, SENAC, SESC, hospitais universitários e centros educacionais.
    

    
      Apesar de avanços e boa vontade, as leis brasileiras possuem uma capacidade limitada de resolver totalmente o assunto. A atividade do CONARE é criticada por Moreira (2012), ao argumentar que o CONARE se voltou, desde o início de seu funcionamento, para a função de elegibilidade, deixando em segundo plano a atribuição de prover medidas relativas à proteção, assistência e apoio jurídico aos refugiados. Outro problema enfrentado pela Lei nº 9.474/97 é que não houve uma delimitação das políticas públicas de integração local dos refugiados, o que revela uma generalização do assunto, sem haver o desenvolvimento de estratégicas para a realização da integração.
    

    
      Outra questão crítica, como cita Jubilut (2006, p. 40), é “[...] o fato de o CONARE estar ligado ao Executivo, o que pode levar a decisões políticas [...]” e, também, à “[...] falta de políticas públicas para os refugiados [...]”,o que impacta a efetivação dos acordos internacionais firmados, os quais garantem dignidade à pessoa do refugiado. Também é importante ressaltar que as decisões do CONARE são demoradas, o que pode levar aos solicitantes do refúgio tentar ficar no país de outras formas.
    

    
      Essas lacunas da Lei nº 9.474/97 expõem a fragilidade com que o país trata essa temática. Por sua vez, a Lei nº 13.445/17 reafirma o compromisso do Brasil em fazer cumprir os direitos dos refugiados, porém, tal legislação apresenta o assunto de forma esparsa, sem a delimitação de como essas políticas podem ser aplicadas.

      
    

    
      	
        REFUGIADOS VENEZUELANOS NO BRASIL
      

    

    
      Historicamente, Brasil e Venezuela tiveram relações diplomáticas positivas, mas isso mudou e, de acordo com Souza e Silveira (2018, p. 120), “desde 2014 a Venezuela enfrenta uma complexa crise política e econômica, que tem incentivado os venezuelanos a migrarem para países vizinhos, por diferentes motivos e origens: geográficas, sociais, culturais, entre outras”. 
    

    
      Com a morte de Hugo Chávez, ficaram mais evidentes os problemas econômicos, políticos e sociais enfrentados pelo país. A queda do preço do petróleo e a perda de valor do bolívar venezuelano, moeda nacional, alavancaram o custo de vida no país. Com a vida mais difícil e sem perspectiva, a população venezuelana começou a procurar outros lugares para viver. Ainda conforme Souza e Silveira (2018, p. 120):
    

    
      O número de solicitantes de refúgio venezuelanos passou de 829, em 2015, para 3.368, em 2016, e 7.600 venezuelanos pediram refúgio no país até junho de 2017. Conforme relatório recente elaborado pela ACNUR, em fevereiro de 2018 24.818 venezuelanos solicitaram refúgio e 10.963 venezuelanos solicitaram residência temporária.
    

    
      Muitos venezuelanos estão entrando no Brasil para fugir da situação difícil que vivem na Venezuela. A escolha pelo Brasil pode ser associada à sua posição geográfica no continente e, também, motivada pela mudança de compreensão sobre o assunto dos refugiados pelo país, trazida pela Lei 13.445/17, que alterou a forma de tratar os estrangeiros, entendendo-os como sujeitos mais humanos e garantindo seus direitos. 
    

    
      Sendo assim, Annoni (2018, p. 13) postula que o governo brasileiro “[...] reconheceu o 
      status
       de refugiados aos venezuelanos, mas pouco atuou na região para auxiliar na acolhida e integração local [...]”.
    

    
      Os refugiados chegam ao Brasil em situação precária. Neste sentido, Piovesan (2014, p. 253) destaca que “para uma efetiva proteção aos refugiados, é necessário alcançar tanto direitos civis e políticos, como também direitos sociais, econômicos e culturais”. Integrar essas pessoas à sociedade, proporcionando-lhes condições dignas, tem sido problemático e desafiador.
    

    
      No âmbito nacional, o ordenamento jurídico brasileiro é composto por dois suportes: a Constituição da República Federativa do Brasil
      
        [72]
      
       
      e a Lei nº 9.474 de 1997. A CRFB/88 em seu artigo 1º fala dos fundamentos que constituem o Estado Democrático de Direito, como a dignidade da pessoa humana. Já o artigo 3º diz que entre os objetivos fundamentais do Brasil, estão o de “[...] construir uma sociedade livre, justa e solidária” e o de “[...] promover o bem de todos, sem preconceitos de origem, raça, sexo, cor, idade e quaisquer outras formas de discriminação”.
    

    
      O artigo 4º da CRFB/88 traz a ideia de um país integrado com a comunidade internacional, colaborador do desenvolvimento das outras nações e também do fortalecimento dos direitos humanos.
    

    
      Art. 4º A República Federativa do Brasil rege-se nas suas relações internacionais pelos seguintes princípios: I - independência nacional; II - prevalência dos direitos humanos; III - autodeterminação dos povos; IV - não-intervenção; V - igualdade entre os Estados; VI - defesa da paz; VII - solução pacífica dos conflitos; VIII - repúdio ao terrorismo e ao racismo; IX - cooperação entre os povos para o progresso da humanidade; X - concessão de asilo político.
    

    
      O texto da CRFB/88 não fala expressamente sobre os refugiados, mas eles estão dentro do princípio da dignidade da pessoa humana (art. 1º, inciso III, CRFB/88) e na prevalência dos direitos humanos (art. 4º, inciso II, CRFB/88). Além desses dispositivos, existe o artigo 5º da CRFB/88 assegurando que “[...] todos são iguais perante a lei, sem distinção de qualquer natureza, garantindo-se aos brasileiros e aos estrangeiros residentes no País a inviolabilidade do direito à vida, à liberdade, à igualdade, à segurança e à propriedade”. Jubilut (2007, p. 181) afirma o seguinte:
    

    
      Com base nesses princípios, pode-se afirmar que os alicerces da concessão do refúgio, vertente dos direitos humanos e espécie do direito de asilo, são expressamente assegurados pela 
      Constituição Federal 
      de 1988, sendo ainda elevados à categoria de princípios de nossa ordem jurídica. Sendo assim, a 
      Constituição Federal 
      de 1988 estabelece, ainda que indiretamente, os fundamentos legais para a aplicação do instituto do refúgio pelo ordenamento jurídico brasileiro.
    

    
       Além de obrigar o Brasil a cuidar dos direitos humanos e a respeitá-los, a concessão do refúgio seria uma forma de efetivação dos dispositivos constitucionais, de modo que os princípios estariam sendo cumpridos, e a igualdade, assegurada, gerando segurança jurídica sobre o tema. É importante salientar que o refugiado, uma vez reconhecido pelo país, goza de igualdade perante os brasileiros natos e naturalizados, sendo detentores dos direitos sociais que preceitua o artigo 6º da CRFB/88.
    

    
      Ao chegarem à fronteira brasileira, os venezuelanos solicitam às autoridades responsáveis a condição de refúgio, tudo de acordo com a Lei nº 9.474/97, que estabeleceu os critérios para se conseguir o 
      status
       de refugiado e também determinou o procedimento para o devido reconhecimento dele.
    

    
      O Título II da Lei dos Refugiados (Lei nº 9.474/97) trata do ingresso no território e do pedido de refúgio. Primeiramente, solicita-se a condição de refugiado à Polícia Federal
      
        [73]
      
       nas fronteiras. O estrangeiro que chegar ao território nacional poderá expressar sua vontade de solicitar reconhecimento como refugiado a qualquer autoridade migratória que se encontre na fronteira, a qual lhe proporcionará as informações necessárias quanto ao procedimento cabível, como expressa o artigo 7º da Lei dos Refugiados (Lei nº 9.474/97). Após isso, o estrangeiro recebe um protocolo, com validade de um ano e renovável até a decisão do CONARE. O protocolo
      
        [74]
      
       será o documento desse venezuelano em terras brasileiras.
    

    
      O artigo 7º, § 1º afirma que em hipótese alguma será efetuada sua deportação para fronteira de território em que sua vida ou liberdade esteja ameaçada, em virtude de raça, religião, nacionalidade, grupo social ou opinião política, e o § 2º revela que “[...] o benefício previsto neste artigo não poderá ser invocado por refugiado considerado perigoso para a segurança do Brasil”. Faz-se importante notar que “[...] o ingresso irregular no território nacional não constitui impedimento para o estrangeiro solicitar refúgio às autoridades competentes”, como afirma o artigo 8º da referida lei.
    

    
      O artigo 9º traz que a autoridade a quem for apresentada a solicitação deverá ouvir o interessado e preparar termo de declaração, que deverá conter as circunstâncias relativas à entrada no Brasil e às razões que o fizeram deixar o país de origem. A análise do pedido é realizada pela Cáritas Arquidiocesanas
      
        [75]
      
      , que, com o advento da lei interna, foi firmada como uma parceria estabelecida entre o ACNUR e as Cáritas Arquidiocesanas das cidades de São Paulo
      
        [76]
      
       e do Rio de Janeiro
      
        [77]
      
      . Em ambas as cidades, os solicitantes do refúgio
      
        [78]
      
       contam com proteção, assistência e integração local, que são as políticas do ACNUR para os refugiados.
    

    
      De acordo com a Lei nº 9.474/97, no Cáritas o solicitante preenche um questionário por meio do qual explica os motivos do requerimento do refúgio e depois é marcada uma entrevista com o advogado vinculado à Cáritas. O questionário preenchido é enviado ao CONARE para que seja expedido o Protocolo Provisório, que passa a ser o documento principal do solicitante no país até que se termine o procedimento de solicitação do refúgio.
    

    
      A terceira fase é a decisão proferida pelo CONARE, a partir da qual, caso seja negado o reconhecimento do 
      status
       de refugiado, abre-se uma quarta fase, que é o recurso cabível à decisão negativa do CONARE para o Ministro da Justiça, que decidirá em último grau de recurso.
    

    
      Existe uma política desenvolvida pelo governo federal para tirar os refugiados venezuelanos das cidades fronteiriças, as que mais recebem os venezuelanos. Isso desafoga essas cidades e contribui para que os refugiados venezuelanos possam ir a outros lugares do país e resolverem suas vidas.
    

    
      O governo do Brasil, em cooperação com o ACNUR e demais atores que atuam para proteção dos refugiados, consegue alguma estrutura básica para receber os refugiados, como acesso à alimentação, à água potável, ao atendimento psicossocial, à segurança, como também a postos de trabalho, a moradias e a medicamentos.
    

    
      O relatório
      
        [79]
      
       sobre o perfil sócio-demográfico e laboral da imigração venezuelana no Brasil e evidenciou que somente 38,9% dos venezuelanos tiveram acesso aos serviços de saúde, 10,4% aos serviços educacionais e 2,2%, aos serviços de assistência social. Além disso, salienta-se que 7,1% se encontram sem documentação no Brasil, 22,8% possuem carteira de trabalho e 29%, Cadastro de Pessoa Física.
    

    
      Assim, esse primeiro contato que os refugiados têm com o programa de acolhimento humanitário brasileiro é importante para garantir esses direitos, mas existe uma dificuldade de cumprir a legislação vigente sobre o tema.
    

    
      Para haver uma plenitude da dignidade humana e uma possível integração desses refugiados no Brasil, é necessário mais do que oferecer abrigos e alimentação. Os refugiados que chegam ao país querem recomeçar suas vidas e construir um futuro com perspectivas reais para seus filhos e para isso é necessário que haja documentos de identificação para todo(a)s, que seja permitida sua entrada formal no mercado de trabalho
      
        [80]
      
      , que eles consigam estudar e dominar o idioma, pois só assim podem alcançar a integração na sociedade brasileira.
    

    
      CONCLUSÃO
    

    
      Os direitos humanos dos refugiados foram construídos durante o século XX e a discussão sobre o assunto proporcionou grandes avanços para estes. Apesar disso, a garantia desses direitos é vulnerável à vontade política dos Estados, uma vez que é neles que se efetivam as proteções internacionais, razão da importância desses Estados participarem da ratificação de documentos internacionais relativos à matéria e, consequentemente, da elaboração das leis nacionais e de políticas públicas mais eficazes.
    

    
      Atualmente, a Organização Internacional tem acompanhado atentamente todo esse movimento de pessoas refugiadas, pois constitui uma crise humanitária, em que se necessita urgentemente de ações conjuntas entre todas as nações para proteger pessoas que estão tendo sua dignidade ferida. Ainda que, em alguns países, a questão seja demasiadamente difícil de ser discutida, em outros, é tratada de forma séria e preocupada.
    

    
      Um dos grandes problemas observado ainda é a efetivação de direitos que já estão no ordenamento interno dos países. O cumprimento dos tratados internacionais sobre o tema depende da boa vontade dos Estados e de uma política externa delicada. Tal dependência tem dificultado a vida dos refugiados e atrapalhado a obtenção da garantia de seus direitos básicos. 
    

    
      Nesse sentido, além das questões internas de cada nação, o Direito Internacional dos Refugiados, que depende de uma política externa arrojada, vai se tornando enfraquecido. Países podem não mais aceitar refugiados, dependendo do tipo de política externa que aderem. É uma problemática que dificulta a vida de pessoas carentes de proteção.
    

    
      Outro problema enfrentado é que, teoricamente, os refugiados deveriam ser bem recebidos nos países que garantem sua segurança, mas isso nem sempre acontece. Eles são vítimas de xenofobia e constantemente se percebe o aumento da violência contra eles no país. Os nacionais enxergam os refugiados como migrantes, em que estes têm sua imagem associada a uma pessoa que veio para roubar empregos e benefícios dos nacionais.
    

    
      Não existe um plano conjunto entre União, Estado e Município para garantir a integração dos refugiados. Muitas prefeituras não sabem como recebê-los e o trabalho de recepção é feito por ONGs e sociedade civil. Isso é complicado, pois cria espaço para assistencialismo, violando mais ainda a dignidade dessas pessoas.
    

    
      É fundamental evidenciar que, no Brasil, é problemático a Polícia Federal ficar responsável pelo primeiro contato com os refugiados, uma vez que é uma instituição atuante na segurança pública para preservação da ordem pública, exercendo atividades em diversos locais do país e também nas fronteiras. A recepção dos refugiados poderia ser feita por um órgão mais especializado ligado ao CONARE, para que essas pessoas tenham seus anseios mais bem atendidos. Importante ressaltar a burocratização do sistema da Polícia Federal. O site da Polícia Federal é complicado de navegar, o que gera dificuldades entre os solicitantes de refúgio para pegar os documentos necessários. 
    

    
      Percebe-se, ainda, que o CONARE é ligado ao poder executivo e isso pode levar a decisões políticas, sem contar que suas competências estão mais relacionadas a conceder ou não 
      status
       de refugiados do que a administrar as medidas de proteção, assistência e apoio jurídico.
    

    
      A legislação brasileira sobre o tema é importante, contudo, apresenta falhas. A Lei nº 9.474/97 não se preocupou em delimitar políticas públicas e a Lei nº 13.445/17 trouxe o assunto de forma dispersa. Poderia ter havido um maior comprometimento com a questão.
    

    
      No plano internacional o Brasil atuou timidamente para resolver o problema venezuelano, que ainda se encontra grave e sem solução aparente. O Brasil, portanto, apesar dos avanços pontuais, ainda tem muito que fazer para resguardar os direitos dos refugiados venezuelanos.
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      REFUGIADOS: SEMPRE PRESENTES, MAS NEM SEMPRE LEMBRADOS 

      
    

    
      Em 2020 acontecem no Brasil eleições municipais, momento em que são escolhidos prefeitos e vereadores. É um ano muito aguardado, pois é a oportunidade para que os eleitores possam discutir as propostas dos candidatos preteridos aos respectivos cargos. Neste ano, além da importância dos debates tradicionais, que versam sobre educação, saúde e segurança, também devem ser contemplados outros assuntos, não menos importantes do que os citados, como a questão dos refugiados que estão chegando ao país.
    

    
      O tema dos refugiados é valoroso e deve ser debatido com os candidatos nestas eleições, uma vez que eles são responsáveis pela organização das cidades. Afinal, é nestas cidades onde as pessoas vivem e recebem os refugiados, como também onde as políticas públicas são (ou deveriam ser) efetivadas.
    

    
      Este Ensaio tem o objetivo de explicar a importância da criação de políticas públicas para os refugiados que chegam ao Brasil, como também de sensibilizar eleitores e candidatos para que o tema seja discutido neste ano de eleição, sendo capaz de modificar a atual situação daqueles que chegam no País em busca de proteção. É importante ressaltar que existe um interesse de que o estudo permita uma reflexão, sobre por que que os refugiados não são um tema político-eleitoral relevante em tempos de campanha política. Na primeira parte do texto será explicado o conceito de refugiado e em seguida uma análise das legislações que lidam com os mesmos e, por fim, uma conclusão sobre a relevância do conteúdo.
    

    
      
    

    
      Afinal, quem são os refugiados? 
    

    
      
    

    
      Refugiados são protegidos pelo Direito Internacional
      
        [81]
      
      – proteção internacional dos refugiados – e, como conceitua Moreira, são “[...] migrantes internacionais forçados a abandonar seus lares em decorrência de cenários marcados pela violência, transpondo fronteiras com o propósito essencial de resguardar suas vidas” (2012, p. 01). Destarte, guerras, desastres e perseguições políticas e religiosas são os principais motivos dos deslocamentos dessas pessoas, que, ao chegarem ao País de destino, são submetidas ao comando de governos diferentes dos seus.
    

    
      No Brasil, a Lei nº 9.474 de 1997, no artigo 1º, conceitua quem seria considerado refugiado. É com base nesta lei que o Estado brasileiro assegura quem de fato pode ser refugiado ou não. A decisão do processo administrativo para concessão do 
      status
       de refugiado é acompanhado pelo Comitê Nacional para os Refugiados (CONARE) – órgão responsável pelo assunto.
    

    
      
    

    
      Qual o papel do Brasil na proteção dos Direitos dos Refugiados? E qual a responsabilidade do Município?
    

    
      
    

    
      O Brasil, depois de 1950, participou da aprovação dos acordos sobre esse tema (Convenção de 1951 e seu Protocolo de 1967), dos quais se originou o Estatuto do Estrangeiro (1980)
      
        [82]
      
       – que adotava uma posição de trato ao estrangeiro como assunto de segurança nacional – e, posteriormente, uma legislação específica, a Lei nº 9.474/97.
    

    
      O País hoje recebe um grande número de refugiados. Dos imigrantes que chegam ao Brasil, uma parte considerável pede ao país que a reconheça como refugiada. No País, de acordo com a 4ª edição do relatório “Refúgio em Números”, publicado pelo CONARE (2019) com dados da Polícia Federal, houve 80.057 solicitações para reconhecimento da condição de refugiado em 2018. Entre as nacionalidades solicitantes, os venezuelanos representam 77% dos pedidos realizados, com 61.681 solicitações. O estado que apresenta mais pedidos de refúgio é Roraima, com 50.770 pedidos, seguido por Amazonas, com 10.500 pedidos, e São Paulo, com 9.977. A região Sul do país possui 4.525 pedidos em 2018.
    

    
      Grande parte dos refugiados entra no Brasil pelos municípios de fronteira (alguns sem muitas estruturas), sendo estes, os mais afetados por esse quantitativo cada vez maior de estrangeiros. Os municípios são responsáveis pela primeira assistência, oferecendo moradias (que muitas vezes não são moradias apropriadas), prestando assistência de saúde e também jurídica, completando um necessário amparo social. Para uma efetiva proteção aos refugiados, é necessário alcançar tanto direitos civis e políticos, como também direitos sociais, econômicos e culturais.
    

    
      Nem sempre existe um planejamento adequado para tal problema, agravando a vida de todos, como no caso do município de Pacaraima (RR), que recebe centenas de refugiados venezuelanos e enfrenta problemas para acolher essas pessoas. Em variadas situações os refugiados contam com a solidariedade de populares que se sensibilizam com a degradante situação vivenciada pelos estrangeiros, principalmente mulheres e crianças. É assim que as cidades brasileiras recebem os refugiados, causando sofrimento a eles e também aos seus gentílicos, pois se veem inseridos em uma situação caótica.
    

    
      É importante perceber que uma cidade é organizada para atender as necessidades básicas de seus habitantes. Ao chegarem novas pessoas (trazendo demandas diversas) essa mesma cidade deverá (resguardando previsão legislativa nº 9.474/97 e nº 13.445/17) suprir todas as necessidades dessas pessoas. Um exemplo é pensar que um posto de saúde ou uma escola que tem uma capacidade específica de atendimento, de repente, poderá ter que atender mais pessoas e com a missão de continuar oferecendo a mesma qualidade de serviço outrora ofertada para um número menor de pessoas.
    

    
      Interessante destacar que na falta do poder público (União, Estado e Município) a sociedade civil se coloca à disposição para suprir estas lacunas. Essa ajuda (bem-vinda e necessária) às vezes pode ser confundida com assistencialismo e colaborar para que o problema não se resolva da forma mais adequada. A ajuda da população é indispensável, mas não deve ser substituída pelo dever dos entes federativos.
    

    
      É necessário que a nossa consciência seja despertada para essas questões e, ainda mais importante, é saber que em ano de eleições municipais temos a oportunidade de debater, prevalecendo o respeito e o bom senso, com nossos futuros representantes as soluções que queremos.
    

    
      O Brasil não pode perder a tradição de acolher bem os que aqui desejam reconstruir suas vidas. A Constituição da República Federativa de 1988 preza pelo fundamento da dignidade da pessoa humana e pelos princípios da prevalência dos direitos humanos e repúdio ao racismo, não tendo espaço no país, a violação de tais garantias.
    

    
      Isto posto, é responsabilidade de todos debater sobre os refugiados e pensar em soluções para que essas pessoas, que escolheram o Brasil para reconstruírem suas vidas, tenham acesso à educação, saúde, trabalho formal, moradia e tudo o mais que a lei brasileira assegura.
    

    
      
    

    
      CONCLUSÃO
    

    
      
    

    
      O País tem o dever de garantir proteção aos solicitantes e refugiados. É no município que esta proteção ganha forma e em ano eleitoral os candidatos têm o dever de falar sobre o assunto, apresentando propostas e discutindo com a sociedade a melhor solução para o problema, uma vez que não falar sobre este fato abre espaço para discursos extremistas, que contribuem para a desinformação e violação a direitos humanos.
    

    
      O Brasil por ser signatário de acordos de proteção aos solicitantes e refugiados deve cumpri-los da forma mais eficaz que há. A eleição municipal é a oportunidade de rever políticas públicas e construímos uma sociedade mais acolhedora e de possibilidades para essas pessoas recomecem suas vidas.
    

    
      Não podemos repetir o que aconteceu nas eleições de 2018, onde o tema não foi abordado com a devida atenção e cuidado. É responsabilidade dos futuros candidatos trazer o tema para os debates políticos com racionalidade e moderação. Devemos compreender que independente do debate que se trave, as cidades, a cada dia, recebem mais refugiados necessitando serem acolhidos.
    

    
      Por fim, falar de solicitantes e refugiados é atual, necessário e urgente. É, também, falar sobre direitos humanos e falar sobre os nossos direitos e, por conseguinte, falar em futuro. Como lembra Cançado Trindade (2017), devemos “retomar a consciência e responsabilidade coletivas fazendo assim emergir no horizonte a alvorada de uma nova era”, não deixando espaço para que abusos aconteçam e os problemas fiquem maiores.
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      PROBLEMA:
    

    
              
      A Revolução Francesa foi um movimento que rompeu com as condições históricas anteriores, eliminando a divisão entre clero, nobreza e burguesia. Baseada em ideais de fraternidade, liberdade e igualdade esta ressurreição inspirou a Declaração dos Direitos do Homem e do Cidadão, a qual possuía um “estilo abstrato e generalizante” (COMPARATO, 2003, p. 77) e buscava uma universalização das garantias inerentes ao ser humano, independente de gênero, raça, cor, etnia ou qualquer outro aspecto.
    

    
              Posteriormente, muitas foram as Constituições e Códigos influenciados pelos princípios da Revolução e pela declaração supracitada, o exemplo mais é o da Declaração Universal dos Direitos Humanos, de 1948, que serve como base para o Direito internacional dos Direitos Humanos. Tem-se como exemplo o art. 1° desta que diz que “todos os seres humanos nascem livres e iguais em dignidade e em direitos. Dotados de razão e de consciência, devem agir uns para com os outros em espírito de fraternidade.” (UNIC, 2009, p. 4).
    

    
              Apesar dessa previsão e de todo o desenvolvimento das garantias humanitárias ao logo dos anos, muitos são os países que ainda vivem em extrema condição de pobreza e desigualdade, como o Haiti, o Brasil e os pertencentes ao Continente Asiático, gerando uma vida indigna para os habitantes deles. 
    

    
              Neste sentido, a Declaração Universal dos Direitos Humanos prevê em seu art. XXV que “todo ser humano tem direito a um padrão de vida capaz de assegurar-lhe, e a sua família, saúde e bem-estar [...]” (UNIC, 2009, p. 13). Porém, a realidade das pessoas que vivem no Haiti não proporciona essas condições. 
    

    
               O país supracitado possui altas taxas de mortalidade, tendo em 2016, 7,7 mortes a cada 1.000 habitantes (INDEX MUNDI, 2016), devido principalmente ao contágio de doenças e condições locais, pois “de três quartos das famílias haitianas não têm água corrente, juntamente com habitação inadequada e condições de vida insalubres, contribui para a alta incidência de doenças infecciosas.” (Girault 
      et al.
      , 2019)
    

    
              Do mesmo modo, apesar da Declaração citada acima determinar em art. XXIII, 3, que “todo ser humano que trabalha tem direito a uma remuneração justa e satisfatória, que lhe assegure, assim como à sua família, uma existência compatível com a dignidade humana” (UNIC, 2009, p. 13). No Brasil, registrou-se em 2018 que 25,3% da população brasileira vive em condições precárias na linha de pobreza, com apenas R$ 420,00 por pessoa a cada mês (IBGE, 2019, p.58)
    

    
              Além disso, o documento que fala sobre Direitos Humanos ainda afirma em seu art. XXIV que, “todo ser humano tem direito a repouso e lazer, inclusive a limitação razoável das horas de trabalho e a férias remuneradas periódicas” (UNIC, 2009, p. 13). Fator este que entra totalmente em conflito com a realidade da população habitante do continente Asiático, no qual se tem “o maior número de vítimas em todas as formas de escravidão moderna, representando 68 por cento das pessoas forçadas a trabalhar pelas autoridades estaduais, 64 por cento das pessoas em exploração de trabalho forçado” (Walk Free Foundation, 2018, p. 87)
    

    
              Deste modo, nota-se que a eficácia dos Direitos Humanos é uma problemática em nível mundial, pois diversos fatores interferem no seu cumprimento integral, prejudicando principalmente os indivíduos que vivem em países de condições sociais e econômicas mais vulneráveis.
    

    
              O objetivo do presente estudo é analisar o nível de eficácia e desenvolvimento dos Direitos Humanos Internacionais no Brasil, no Haiti e no Continente Asiático. Sendo assim, a pesquisa busca evidenciar se os Direitos Humanos Internacionais são aplicados na rotina das pessoas residentes nos países supramencionados, visto que estas garantias deveriam ser universais e abarcar todos os indivíduos.
    

    
      HIPÓTESE:
       
    

    
              
      Inicialmente, ter-se-á uma melhor implementação e fortalecimento de políticas públicas governamentais que buscam a melhoria do saneamento nos lugares mais carentes do Haiti, através de maiores investimentos econômicos nessa área, para que os indivíduos que residem nestes locais possam ter uma melhoria da qualidade e expectativa de vida, minorando as taxas de mortalidade do país. Além disso, distribuir-se-iam remédios gratuitos para o tratamento de doenças contagiosas, implementando ainda palestras e educação nas escolas sobre a profilaxia contra estas. 
    

    
              Ademais, seriam aumentadas no Brasil a oferta de oportunidades de trabalho, com uma remuneração justa e proporcional às horas de trabalho, gerando uma renda digna para os proletários brasileiros. Por outro lado, no continente Asiático se teria uma maior fiscalização do trabalho ilegal e escravo, gerando multas para as empresas que o adotassem.
    

    
              Esses três cenários se relacionam, mesmo que apresentem questões sociais diferentes, pois tratam de problemáticas relacionadas à efetividade dos Direitos Humanos e como estas poderiam ser solucionadas. Todos as garantias supramencionadas, apesar de possuírem características diferentes, integram um conjunto maior e universal, que é inerente à sobrevivência e qualidade de vida dos indivíduos.
    

    
              Visto que o principal objetivo da pesquisa é analisar o nível de eficácia e desenvolvimento dos Direitos Humanos Internacionais, sendo alguns deles, a vida, a saúde, a dignidade da pessoa e o trabalho, caso a hipótese mencionada fosse aplicada na realidade dos países em questão, as garantias em questão obteriam mais eficácia, pois a eficácia segundo Ana Lúcia Sabadell “trata-se do grau de cumprimento da norma dentro da prática social.” (SABADELL, 2014, p. 69). 
    

    
      REFERENCIAL TEÓRICO:
    

    
      A Revolução Francesa foi um importante marco para a universalização dos direitos humanos, pois sua influência atingiu países além de seu território. Ademais, seus ideais de igualdade, fraternidade e liberdade inspiraram inúmeras Cartas Magnas e Tratados internacionais, sendo a Revolução em questão de grande relevância para a sociologia, ciência política, dentre outras áreas.
    

    
      Vale ressaltar que alguns documentos em favor das garantias supracitadas foram criados anteriormente à Revolução, como o Petition of Rights, de 1629, e o Bill of Rights, de 1689. Porém, o marco de universalização foi a Declaração dos Direitos do Homem e do Cidadão, que foi ratificado pela Assembleia Francesa, em 1789. Os documentos citados anteriormente deram apoio ao enraizamento dos direitos de primeira geração. (ARAKAKI; VIEIRO, 2018, p. 74)
    

    
      Posteriormente, na segunda geração de direitos humanos foram criadas Constituições que garantiam direitos sociais e fundamentais, sendo elas Constituição Mexicana de 1917 e a Constituição Alemã de 1919. Ademais, com o passar dos anos se fez necessário ter como base um instrumento que englobasse todos as garantias em nível extraterritorial, tendo-se assim, os Direitos Humanos Internacionais. (MAZZUOLI, 2020, p. 42)
    

    
      Neste sentido, com a finalidade de globalizar as prerrogativas do homem, surgiu a Declaração Universal de Direitos Humanos, de 1948 e a Declaração Americana dos Direitos e Deveres do Homem, de 1969. Ademais, Piovesan afirma que a criação dessa declaração “clama pela extensão universal dos direitos humanos, sob a crença de que a condição de pessoa é o requisito único para a dignidade e titularidade de direitos” (PIOVESAN, 2000, p. 94).
    

    
      Posteriormente, surgiram entidades que não são do Estado, como a Comissão Internacional dos Juristas, o Instituto Interamericano dos Direitos Humanos, para se obter um maior ensinamento sobre os Direitos Humanos. Além disso, teve-se ainda a inclusão destas garantias e das sociais em várias Constituições, como a de 1988 do Brasil e muitos outros ordenamentos jurídicos. Neste sentido, criou-se a terceira dimensão desses direitos e a mais moderna até então.
    

    
      Entretanto, como anteriormente falado, apesar desse longo histórico, estas prerrogativas não são eficazes de modo global e pleno, visto que os Estados não dispõem de recursos suficientes para obter sua efetividade, principalmente nos países com os maiores índices de pobreza e miséria.
    

    
      METODOLOGIA: 
    

    
              
      Utilizou-se pesquisa bibliográfica, com um levantamento da literatura existente acerca do tema, como a obra intitulada Curso de Direitos Humanos, de Valério de Oliveira Mazzuoli. Assim como, o livro Direitos Humanos, de Fernanda Franklin Seixas Arakaki e Guérula Mello Viero.
    

    
      Trata-se ainda de uma pesquisa quanti-qualitativa, a partir da qual se teve uma análise dos dados acerca do nível de pobreza, da taxa de mortalidade e do trabalho escravo nos países supracitados. Além disso, o trabalho tem como método referencial explicativo e prospectivo com vistas à análise mais profunda da institucionalização das garantias fundamentais logo após o advento de fatos sociais históricos
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        [1]
         Princípio da "não devolução" ou 
        non-refoulement
        : o Estado acolhedor não pode obrigar que um deslocado forçado retorne ao Estado de origem, onde sofre violações. 
      

    

    
      
        [2]
         A Convenção das Nações Unidas de 1951 sobre o Estatuto dos Refugiados e Protocolo de 1967. Além de legislações pátrias, como  Lei nº 9.474, de 22 de julho de 1997 
        — 
        mecanismos de implementação da convenção e protocolo;  Lei nº 13.445, de 24 de maio de 2017 e Lei nº 13.684, de 21 de junho de 2018.
      

    

    
      
        [3]
         Tradução Livre de "
        The development of respect for the child’s parents, his or her own cultural identity, language and values, for the national values of the country in which the child is living, the country from which he or she may originate, and for civilizations different from his or her own"   
      

    

    
      
        [4]
         
        A disfunção da nossa coexistência junto às demais vidas do planeta, direcionaram, tomando por base diferentes enquadramentos referenciais, a postura que os diversos setores da sociedade, desde membros das cúpulas decisórias até segmentos organizados, teriam que afirmar para que fosse possível pôr freio ao escalonamento do problema e, por ventura, buscar alternativas exequíveis para reverter os danos causados.
      

    

    
      
        [5]
         Os autores ressaltam que a problemática da utilização e descarte inconsciente não se cinge apenas aos canudos plásticos, entretanto, apenas o referido material se torna objeto de estudo deste trabalho. 
      

    

    
      
        [6]
         A literatura aponta que o material leva mais de 100 anos para se decompor. A reciclagem é a alternativa mais adequada para a destinação dos resíduos plásticos, entretanto, é necessário buscar alternativas a utilização da matéria –  intensificando processos de consumo e produção responsáveis e sustentáveis, em consonância com os Objetivos de Desenvolvimento Sustentável.  
      

      
        
      

    

    
      
        [7]
         Os relatórios podem ser encontrados em: 
        
          https://plastics.americanchemistry.com/Marine-Litter/
        
      

    

    
      
        [8]
         This article integrates the Line 3 of the 
        Projeto Integrador de Estudos e Pesquisas
         (Studying and Researching Integrated Project, in English) called ‘Human Rights are not yet universal: The contributions from other epistemologies to a more 'human' human rights’, supervised by Prof. Felipe Costa Lima, at 
        Direito Internacional sem Fronteiras
         (International Law without Borders, in English), available on 
        
          www.direitointernacionalsemfronteiras.com
        
        .
      

    

    
      
        [9]
         T
        he colonial matrix of power, according to decolonial theories, is a complex structure that interconnects different levels of control, such as economic, authority, nature, gender, sexuality and subjectivity (MIGNOLO, 2008). 
      

      
        
      

    

    
      
        [10]
          Resumo Expandido derivado do Trabalho de Conclusão de Curso.
      

    

    
      
        [11]
         
        Primavera Árabe foi uma série de revoltas populares que eclodiram em mais de 10 países no Oriente Médio e na região norte da África, que tinham em comum o fim das ditaduras ou melhores condições de vida (LUZ, 2017).
      

    

    
      
        [12]
         Vale mencionar que como resultado, cerca de 500 mil cidadãos sírios foram mortos até março de 2018, 6,6 milhões deslocados internamente e 5,6 milhões precisaram se deslocar para fora do país (HUMAN RIGHTS WATCH, 2018).
      

    

    
      
        [13]
         Grupo étnico-religioso do islamismo, são pessoas da tradição, isto é, práticas baseadas em precedentes ou relatos das ações do profeta Maomé e daqueles próximos a ele, pois veem Maomé como o profeta derradeiro. 
        A tradição sunita também enfatiza um sistema codificado da lei islâmica e adesão a quatro escolas da lei (BBC, 2016).
      

    

    
      
        [14]
         Grupo étnico-religioso do islamismo, onde  reivindicavam o direito de Ali, genro do profeta Maomé, e de seus descendentes de guiar a comunidade islâmica. Incentivam o martírio e rituais como a autoflagelação. Além disso, há um elemento messiânico característico nesta fé e os xiitas têm uma hierarquia de clérigos que praticam interpretações independentes e constantemente atualizadas dos textos islâmicos (BBC, 2016).
      

    

    
      
        [15]
         Organização extremista oficialmente considerada terrorista que formalmente declarado com o intuito de estabelecer um califado, governado pela 
        shari’a.
         Lutam a Guerra Santa por meio dos procedimentos terroristas. (G1, 2016)
      

    

    
      
        [16]
         Sendo o outro o Nilo Branco, que, unidos, formam o Rio Nilo na altura da capital do Sudão.
      

    

    
      
        [17]
         Direito das Águas entendido aqui como a regulamentação jurídica para a água doce – rios, aquíferos, lagos, bacias – não compreendendo o Direito do Mar.
      

    

    
      
        [18]
        Artigo 38. Regras de um Tratado Tornadas Obrigatórias para Terceiros Estados por Força do Costume Internacional. Nada nos artigos 34 a 37 impede que uma regra prevista em um tratado se torne obrigatória para terceiros Estados como regra consuetudinária de Direito Internacional, reconhecida como tal.
      

    

    
      
        [19]
         Artigo 53. Tratado em Conflito com uma Norma Imperativa de Direito. Internacional Geral (jus cogens). É nulo um tratado que, no momento de sua conclusão, conflite com uma norma imperativa de Direito Internacional geral. Para os fins da presente Convenção, uma norma imperativa de Direito Internacional geral é uma norma aceita e reconhecida pela comunidade internacional dos Estados como um todo, como norma da qual nenhuma derrogação é permitida e que só pode ser modificada por norma ulterior de Direito Internacional geral da mesma natureza.
      

      
        
      

    

    
      
        [20]
         Disponível em: http://www.onu.org.br/img/2014/09/DUDH.pdf.
      

    

    
      
        [21]
        Promulgada pelo Decreto nº 30.822/1952. Disponível em: http://legis.senado.gov.br/legislacao/DetalhaSigen.action?id=453432.
      

    

    
      
        [22]
         A teoria das gerações ou dimensões foi proposta pelo jurista francês, de origem tcheca, Karel Vasak. Para maior aprofundamento no tema, sugere-se a leitura de VASAK, Karel. As Dimensões Internacionais dos Direitos do Homem. Lisboa: Editora Portuguesa de Livros Técnicos e Científicos, Unesco, 1983.
      

    

    
      
        [23]
         No âmbito das Nações Unidas, além do Conselho de Direitos Humanos, há os comitês temáticos, criados pelos seguintes tratados: o Pacto Internacional sobre Direitos Civis e Políticos, a Convenção Internacional sobre a Eliminação de Todas as Formas de Discriminação Racial, a Convenção sobre a Eliminação de Todas as Formas de Discriminação contra as Mulheres e a Convenção contra a tortura e outros tratamentos ou penas cruéis, desumanos ou degradantes. No âmbito da OEA, temos a Comissão Interamericana de Direitos Humanos, além de comissões especializadas, tais como a Comissão Interamericana de Mulheres e outras previstos em tratados específicos.
      

    

    
      
        [24]
         A cláusula federal está expressa no artigo 28 da Convenção Americana de Direitos Humanos.
      

    

    
      
        [25]
         Decreto nº 4.463/2002.
      

    

    
      
        [26]
         Conforme consta no artigo 1º do Estatuto da Corte, disponível em: 
        
          https://www.cidh.oas.org/basicos/portugues/
        
      

      
        v.Estatuto.Corte.htm
      

    

    
      
        [27]
         Caso Ximenes Lopes vs. Brasil. Sentença disponível em: http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_149_por.pdf
      

    

    
      
        [28]
         Caso Ximenes Lopes (4.7.2006), Caso Escher e outros (20.11.2009), Caso Garibaldi (23.9.2009), Caso Cosme Rosa Genoveva e outros - Favela Nova Brasília (16.2.2017). Sentenças disponíveis em: http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/busqueda_casos_contenciosos.cfm?lang=en.
      

    

    
      
        [29]
         Artigo 109, §3º da Constituição da República.
      

    

    
      
        [30]
         Para maior aprofundamento a respeito dos requisitos do incidente de deslocamento de competência, recomenda-se a leitura do voto da Ministra Laurita Vaz, proferido no IDC nº 2/2009, que resultou no primeiro julgamento de procedência da federalização. Disponível em: https://stj.jusbrasil.com.br/jurisprudencia/17553623/incidente-de-deslocamento-de-competencia-idc-2-df-2009-0121262-6/inteiro-teor-17553624.
      

    

    
      
        [31]
         O Brasil é signatário de quatro tratados internacionais especificamente destinados à temática da corrupção, a saber: Convenção sobre o Combate da Corrupção de Funcionários Públicos Estrangeiros em Transações Comerciais Internacionais, Convenção Interamericana contra a Corrupção, Convenção das Nações Unidas contra o Crime Organizado Transnacional, Convenção das Nações Unidas contra a Corrupção.
      

    

    
      
        [32]
         
        IDC nº 2/STJ, julgado parcialmente procedente, com relação ao homicídio do ativista de direitos humanos Manoel Mattos; IDC nº 3/STJ, julgado parcialmente para deslocar casos de violência policial e desaparecimento forçado no Estado de Goiás e IDC nº 5, procedente para deslocar para a Justiça Federal o inquérito policial referente ao homicídio do Promotor de Justiça Thiago Faria Soares.
      

    

    
      
        [33]
         
        IDC nº 1/STJ, referente ao Caso Dorothy Stang.
      

    

    
      
        [34]
         
        IDC nº 9/STJ, referente ao suposto envolvimento de policiais nos ataques promovidos pelo crime organizado em São Paulo no ano de 2006; IDC nº 10/STJ, referente à Chacina do Caboula, cujo objeto é a apuração de múltiplos homicídios praticados, em tese, por policiais militares no estado da Bahia; IDC nº 14, que pretende a federalização de processo penal militar instaurado contra policiais militares que deflagraram greve no Estado do Espírito Santo em fevereiro de 2017; IDC nº 15, cuja temática se refere a violações de direitos humanos no cumprimento de medidas socioeducativas no Estado do Espírito Santo.
      

    

    
      
        [35]
         Tais requisitos foram expostos em todos os precedentes nos quais o STJ deliberou pelo cabimento do IDC. Contudo, por se tratar do primeiro incidente julgado procedente e pela profundidade da análise dos argumentos, recomenda-se a leitura do voto condutor da Ministra Laurita Vaz, proferido no IDC nº 2/2009, disponível em: https://ww2.stj.jus.br/processo/revista/documento/mediado/?componente=ATC&sequencial=8083812&num_registro=200901212626&data=20101122&tipo=91&formato=PDF
      

    

    
      
        [36]
         A tese da supralegalidade dos tratados sobre direitos humanos anteriores à Emenda Constitucional nº 45/2004 foi consolidada no Supremo Tribunal Federal com o julgamento do HC nº 90.172/SP, julgado em 3 de dezembro de 2008. Disponível em: < http://redir.stf.jus.br/paginadorpub/paginador.jsp?docTP=AC&docID=597891>.
      

    

    
      
        [37]
         Decreto nº 4.463/2002.
      

    

    
      
        [38]
         Conforme disposto nos artigos 21, inciso I e 84, inciso VII, da Constituição Federal.
      

    

    
      
        [39]
         Além do já citado art. 28 da Convenção Americana sobre Direitos humanos, previsão semelhante pode ser encontrada no art. 50 do Pacto Internacional de Direitos Civis e Políticos e no art. 28 do Pacto Internacional de Direitos Sociais, Econômicos e Culturais.
      

    

    
      
        [40]
         Caso Ximenes Lopes (4.7.2006), Caso Escher e outros (20.11.2009), Caso Garibaldi (23.9.2009), Caso Gomes Lund e outros (24.11.2010), Caso Trabalhadores da Fazenda Brasil Verde (20.10.2016) e Caso Cosme Rosa Genoveva e outros - Favela Nova Brasília (16.2.2017). Sentenças disponíveis em: <http://www.corteidh.or.cr/cf/Jurisprudencia2/busqueda_casos_contenciosos.cfm?lang=en>. 
      

    

    
      
        [41]
         É certo que desde sua redação original, a Constituição Federal já previa, nos artigos 34 a 36, a possibilidade de intervenção federal em caso de violação a princípios constitucionais sensíveis. Contudo, trata-se de medida extrema que, desde a vigência da atual Constituição, nunca foi decretada com base em tal fundamento.
      

    

    
      
        [42]
         Parece ter sido a linha terminológica empregada pelo Constituinte, conforme se verifica nos artigos 4
        o
        , inciso II; 5
        o
        , §3
        o
        ; 109, inciso V-A e §5º do corpo permanente da Constituição, além do art. 7
        o
         do ADCT.
      

    

    
      
        [43]
         Por exemplo, a Carta de Direitos Fundamentais da União Europeia. Disponível em: http://www.europarl.europa.eu/charter/pdf/text_pt.pdf
      

    

    
      
        [44]
         Declaração Francesa dos Direitos do Homem e do Cidadão, de 1789.
      

    

    
      
        [45]
         
        As fontes formais do Direito Internacional constam no artigo 38 do Estatuto da Corte Internacional de Justiça:
      

      
        “Artigo 38. 1. A Corte, cuja função é decidir de acordo com o direito internacional as controvérsias que lhe forem submetidas, aplicará:
      

      
        a)
         
        as convenções internacionais, quer gerais, quer especiais. que estabeleçam regras expressamente reconhecidas pelos Estados litigantes;
      

      
        b)
         
        o costume internacional, como prova de uma prática geral aceita como sendo o direito;
      

      
        c) os princípios gerais de direito reconhecidos pelas Nações civilizadas;
      

      
        d)
         
        sob ressalva da disposição do art. 59, as decisões judiciárias e a doutrina dos publicistas mais qualificados das diferentes Nações, como meio auxiliar para a determinação das regras de direito.
      

      
        2. A presente disposição não prejudicará a faculdade da Corte de decidir uma questão 
        ex aeque et bano, 
        se as partes com isto concordarem”.
      

    

    
      
        [46]
         O texto constitucional poderia ter sido mais abrangente. Isso porque, o ilícito internacional, que sujeita os Estados à responsabilidade perante o direito das gentes, não decorre exclusivamente da violação de uma norma convencional. Neste sentido, ensina Rezek: “Impõe-se de todo modo, para a caracterização do ilícito que ora nos interessa, que ele represente a afronta a uma norma de direito das gentes: um princípio geral, uma regra costumeira, um dispositivo de tratado em vigor, entre outras espécies.” 
        Opus Cit. 
        p. 284.
      

    

    
      
        [47]
         “Artigo 3.4. Cada Parte deverá considerar a imposição de sanções civis ou administrativas adicionais à pessoa sobre a qual recaiam sanções por corrupção de funcionário público estrangeiro”.
      

    

    
      
        [48]
         “Artigo 8.2. Cada Parte deverá prover penas civis, administrativas e criminais efetivas, proporcionais e dissuasivas pelas omissões e falsificações em livros e registros contábeis, contas e declarações financeiras de tais companhias”.
      

    

    
      
        [49]
         “Artigo 3.2. Caso a responsabilidade criminal, sob o sistema jurídico da Parte, não se aplique a pessoas jurídicas, a Parte deverá assegurar que as pessoas jurídicas estarão sujeitas a sanções não-criminais efetivas, proporcionais e dissuasivas contra a corrupção de funcionário público estrangeiro, inclusive sanções financeiras”.
      

    

    
      
        [50]
         O artigo 4º não exige que o ato se produza em mais de um Estado Parte: “Artigo 4. Esta Convenção é aplicável sempre que o presumido ato de corrupção seja cometido ou produza seus efeitos em um Estado Parte.”
      

    

    
      
        [51]
         Artigos VIII e IX, respectivamente.
      

    

    
      
        [52]
         Tese sufragada no julgamento do Recurso Especial nº 1.214.605/SP, dentre outros precedentes. Disponível em: 
        
          https://ww2.stj.jus.br/processo/revista/documento/mediado/?componente=ITA&sequencial=1241246&num_
        
      

      
        registro=201001786289&data=20130613&formato=PDF.
      

    

    
      
        [53]
         Artigo 10, §§1º a 4º.
      

    

    
      
        [54]
         Artigos 15 a 25.
      

    

    
      
        [55]
         “Artigo 3.2. Para a aplicação da presente Convenção, a menos que contenha uma disposição em contrário, não será necessário que os delitos enunciados nela produzam dano ou prejuízo patrimonial ao Estado”.
      

    

    
      
        [56]
         Corrupção ativa e corrupção passiva, crimes tipificados, respectivamente, nos artigos 317 e 333 do Código Penal.
      

    

    
      
        [57]
         De acordo com o dispositivo legal referenciado, direitos difusos são “os transindividuais, de natureza indivisível, de que sejam titulares pessoas indeterminadas e ligadas por circunstâncias de fato.”
      

    

    
      
        [58]
         Consoante a norma de extensão prevista no artigo 21 do Código de Defesa do Consumidor, 
        in verbis
        : “Art. 21. Aplicam-se à defesa dos direitos e interesses difusos, coletivos e individuais, no que for cabível, os dispositivos do Título III da lei que instituiu o Código de Defesa do Consumidor.”
      

    

    
      
        [59]
         
        Neste sentido, ensina Francisco Rezek que o prévio esgotamento da jurisdição interna, é, com algumas ressalvas, requisito inerente à responsabilidade internacional. 
        Opus Cit.
         p. 295-296.
      

    

    
      
        [60]
         “Art. 37, §4º. Os atos de improbidade administrativa importarão a suspensão dos direitos políticos, a perda da função pública, a indisponibilidade dos bens e o ressarcimento ao erário, na forma e gradação previstas em lei, sem prejuízo da ação penal cabível.”
      

    

    
      
        [61]
         Art. 85. São crimes de responsabilidade os atos do Presidente da República que atentem contra a Constituição Federal e, especialmente, contra: V- a probidade na administração;
      

    

    
      
        [62]
         Art. 14. §10. O mandato eletivo poderá ser impugnado ante a Justiça Eleitoral no prazo de quinze dias contados da diplomação, instruída a ação com provas de abuso do poder econômico, corrupção ou fraude.
      

    

    
      
        [63]
         Art. 109, §5º.
      

    

    
      
        [64]
         O termo 
        raça
         neste trabalho é utilizado com base na discussão histórica sobre o tema referente à complexidade do conceito, o qual revela a contradição entre o senso comum/cotidiano e a sua suposta base “científica”. Não é possível a divisão de seres humanos em raças biologicamente distintas, o que constitui uma compreensão simplista, orientada, por exemplo, por características fenotípicas. Quando, no final do século XVII e no início do século XIX, surgiram as teorias científicas sobre raça, estas foram usadas para justificar a nova ordem social, ao passo que a Inglaterra e outras nações europeias, predominantemente compostas por pessoas brancas, tornavam-se potências imperiais que conquistavam territórios e dominavam populações. A suposta “ciência racial” entra em descrédito após a Segunda Guerra Mundial, mas o conceito de raça ainda permanece em uso acadêmico. Há quem considere que o argumento da distinção de raça perpetue a visão comum (equivocada) em meios acadêmicos. Outras perspectivas consideram que o conceito ainda possui significado para muitas pessoas, portanto, revelando-se pertinente para a análise em termos sociológicos. Sendo raça um conceito vital que fomenta o debate, como tal deve ser tratado, utilizando-se as aspas para situar a abordagem da discussão (GIDDENS, 2012). Assim, neste estudo, o termo 
        raça
         será aspeado para sinalizar ao leitor a perspectiva da análise.
      

    

    
      
        [65]
         Todo refugiado é um migrante, mas nem todo migrante é um refugiado.
      

    

    
      
        [66]
         Por uma questão de organização, cabe explicar que as pessoas que chegam ao Brasil são imigrantes. Quando essas pessoas fazem a solicitação do 
        status
         de refugiado junto à Polícia Federal e obtém uma decisão positiva do CONARE é que são, de fato, refugiadas.
      

    

    
      
        [67]
         Designa o campo acadêmico fundado em 1919, quando foi criada a sua primeira cadeira acadêmica (SARFATI, 2005).
      

    

    
      
        [68]
         O Direito Internacional da Pessoa Humana é constituído pelo Direito Internacional dos 
        
          Direitos Humanos
        
        , pelo Direito Internacional Humanitário e pelo Direito Internacional dos Refugiados.
      

    

    
      
        [69]
         Tem a missão de dar apoio, proteção e buscar soluções duradouras aos problemas das pessoas refugiadas no mundo. As principais soluções duradouras são repatriação voluntária, integração local e reassentamento em um terceiro país.
      

    

    
      
        [70]
         Constituição aprovada
         pela 
        
          Assembleia Nacional Constituinte
        
         em 
        
          22 de setembro
        
         de 
        
          1988
        
         e promulgada em 
        
          5 de outubro
        
         de 
        
          1988
        
        .
      

    

    
      
        [71]
         Existe uma diferença entre Direitos Humanos e Direitos Fundamentais, sendo estes os direitos principais do ser humano positivados pelas ordens jurídicas dos Estados, internamente, e aqueles estão relacionados à liberdade e à igualdade que estão protegidas no plano internacional, ainda que não tenham respaldo em documentos internos. Utiliza-se para efeito deste estudo a expressão “direitos humanos”, pois o assunto relacionado aos refugiados é, em essência, internacional.
      

    

    
      
        [72]
         A Constituição da República Federativa do Brasil de 1988, aprovada pela 
        
          Assembleia Nacional Constituinte
        
         em 
        
          22 de setembro
        
         de 
        
          1988
        
         e promulgada em 
        
          5 de outubro
        
         de 
        
          1988
        
        , é a 
        
          lei fundamental
        
         e suprema do 
        
          Brasil
        
        , servindo de parâmetro de validade a todas as demais espécies normativas, situando-se no topo do 
        
          ordenamento jurídico
        
        .
      

    

    
      
        [73]
         A Polícia Federal do Brasil é uma instituição policial brasileira, subordinada ao Ministério da Justiça e Segurança Pública, e exerce as funções de polícia judiciária da União.
      

    

    
      
        [74]
         O protocolo daria em teoria o direito à documentação, mas na prática isso não ocorre com tanta facilidade. Mesmo com a documentação o solicitante de refúgio tem dificuldade de conseguir emprego.
      

    

    
      
        [75]
         Segundo Jubilut (2007, p. 196), são entidades não governamentais ligadas à Igreja Católica.
      

    

    
      
        [76]
         Atende aos refugiados que chegam pelas regiões Sul, Sudeste (exceto Rio de Janeiro) e Centro-Oeste.
      

    

    
      
        [77]
         Atende os refugiados que chegam pelas regiões Norte, Nordeste e do Rio de Janeiro.
      

    

    
      
        [78]
         Importante distinguir: o solicitante do refúgio ainda está com o processo junto ao CONARE em andamento. Ele conta com alguns direitos, mas ainda não é considerado refugiado. A pessoa com o status de refugiados já passou pelo processo administrativo do CONARE.
      

    

    
      
        [79]
         Elaborado por Simões et al. (2017, p. 21-48).
      

    

    
      
        [80]
         No caso das mulheres, é observado que os programas que inserem as mulheres ao mercado de trabalho geralmente acabam por reforçar os estereótipos de feminilidade e o lócus de atuação como restrito ao espaço da casa e da família. Dessa forma, oferecer oficinas de costuras e gastronomia como reintegração dessas mulheres ao mercado de trabalho deve ser analisado com cuidado e senso crítico.
      

    

    
      
        [81]
         De acordo com a ONU (2017) a Convenção da ONU de 1951 e seu Protocolo de 1967, assim como instrumentos legais regionais, como a Convenção de 1969 da Organização de Unidade Africana (UOA) que rege os aspectos específicos dos problemas dos refugiados na África, são os pilares do regime de proteção de refugiados moderno.
      

    

    
      
        [82]
         Esta lei foi revogada pela Lei nº 13.445/17 (Lei de Migração).
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